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Introducción: 
objetivos y desafíos

La presente tesis “Los efectos de la geografía 
de oportunidades sobre las preferencias de 
movilidad residencial al interior de barrios 
populares consolidados en Santiago de Chi-
le (1990-2010)”, se inserta en la “Red de In-
vestigación sobre la Tercera Generación de 
Políticas de Vivienda para Asentamientos 
Consolidados de Bajos Ingresos de Latino-
américa” -liderada por Peter Ward (Univer-
sity of Texas at Austin)-, y patrocinada por 
el Lincoln Institute of Land Policy a través 
de su beca de apoyo para tesis de maestría 
y doctorado de su Programa para América 
Latina y el Caribe. La investigación tiene 
como propósito analizar los fenómenos de 
movilidad residencial en barrios populares 
consolidados (innerburbs) ubicados al inte-
rior de la ciudad de Santiago de Chile. 

Continuador de las investigaciones desa-
rrolladas en el proyecto Anillos de Investi-
gación en Ciencias Sociales “Barrios en crisis 
y barrios existosos producidos por la política 
de vivienda social en Chile: influencia de la 
segregación residencial y lecciones de polí-
tica” dirigido por Sabatini, Wormald y Sal-
cedo (2006-2008),  el estudio se enmarca 
dentro de la discusión sobre el presente y 
futuro de los barrios populares consolida-
dos existentes en los centros de las metró-
polis latinoamericanas. En línea con la tra-
dición de debates acerca de los procesos de 
urbanización acelerada en América Latina, 
los patrones de localización residencial de 
las clases populares urbanas y las fuerzas 
de mercado que condicionan las posibili-
dades de movilidad residencial, el estudio 
analizará el impacto de la geografía de 
oportunidades sobre las motivaciones, ex-
pectativas y disposiciones a la movilidad 
residencial de los habitantes de la antigua 
periferia, que hoy se encuentran integra-
dos a la ciudad consolidada. 

El contexto actual de estas urbanizaciones 
está marcado por una doble condición: por 
un lado, una proporción importante de los 

barrios se encuentra integrada geográfica-
mente a las redes de transporte y comuni-
caciones (transporte público, autopistas ur-
banas, Internet),  de servicios básicos (agua 
potable, electricidad, alcantarillado, etc.), 
y de consumo (supermercados, centros 
comerciales, centros de pago de servicios, 
televisión pagada e Internet, etc.). Por otra 
parte, presentan  cierto grado de deterioro 
físico de las viviendas y de los espacios pú-
blicos, así como una creciente disociación 
entre los espacios construidos y las necesi-
dades contemporáneas de los núcleos fa-
miliares. 

Tras seleccionar como ámbito de investiga-
ción a dos barrios populares ubicados en el 
área consolidada de Santiago (comunas de 
Macul y Cerro Navia), cuya diferencia radi-
ca en la localización respecto a la geografía 
metropolitana de oportunidades, se inten-
tará dilucidar -más allá de las explicaciones 
que enfatizan en las dinámicas de los pre-
cios en el mercado del suelo y la vivienda-, 
los comportamientos no financieros de los 
propietarios de viviendas en las decisiones 
económicas que configuran la movilidad 
residencial. Tomando en consideración un 
set de fuerzas que actúan sobre estos asen-
tamientos y sus entornos cercanos (propie-
tarios, desarrolladores inmobiliarios, go-
biernos locales y regionales, empresarios, 
organizaciones vecinales), comprendere-
mos el modo en que ellas actúan configu-
rando dichos espacios. 

En definitiva, la pregunta que se constituye 
como eje articulador del proyecto de tesis 
es la siguiente: ¿Cuál es el impacto de la 
geografía de oportunidades sobre las mo-
tivaciones y expectativas que sostienen la 
decisión y posibilidad de emigrar del barrio 
de los propietarios de viviendas de asenta-
mientos populares consolidados? A través 
de la investigación se intentará responder 
a esta interrogante, buscando comprender 
la dimensión subjetiva detrás de los deseos 
y posibilidades de mudarse de vivienda 
y/o barrio, así como los efectos que tienen 
la geografía de oportunidades y la segrega-
ción, sea objetiva o subjetiva, sobre las con-
diciones de movilidad social y residencial 
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de los habitantes de áreas populares con-
solidadas. 

La investigación tomará dos líneas argu-
mentativas: por un lado, los habitantes 
de los barrios populares consolidados de 
las áreas centrales metropolitanas tienen 
oportunidades desiguales, en función a 
su localización relativa al bienestar (Ro-
senbaum: 1995), lo que significa que la lo-
calización afecta a los modelos de decisión 
de los propietarios -si es que los tienen- res-
pecto a mudarse a otra área en la ciudad. 
Por otra parte, los criterios de decisión de 
los propietarios se basan en cuestiones que 
desbordan lo puramente material (valor de 
uso), tales como percepción de segregación 
del barrio, sensación de (in)seguridad coti-
diana, aspiración al ascenso en la escala so-
cial o la conformación de una nueva iden-
tidad.

Uno de los primeros desafíos que aparecie-
ron en la investigación fue determinar si la 
satisfacción con el acceso a las oportunida-
des que ofrece la ciudad es inversamente 
proporcional a la disposición a la movilidad 
residencial de los habitantes de los hogares. 
En el caso de ser efectivo ¿por qué existe un 
grupo de propietarios que están dispuestos 
a abandonar un barrio favorecido por la 
geografía de oportunidades de la ciudad? 
Asimismo, ¿bajo qué forma influye la geo-
grafía de oportunidades sobre las decisio-
nes de los propietarios de barrios desfavo-
recidos respecto a su localización?  Si bien 
ambas preguntas nacieron suponiendo 
que la localización y la geografía de oportu-
nidades relativa incidían y determinaban 
la proporción de personas que deseaba de-
jar el barrio, lo que las primeras pesquisas 
arrojaron, así como investigaciones previas 
desarrolladas en ambos asentamientos, 
fue que, antes que variar las magnitudes, lo 
que variaba fuertemente eran los motivos 
por los cuales un residente querría migrar 
del barrio.   

A partir de la información recopilada se es-
pera mejorar el conocimiento sobre la im-
portancia que tiene la localización en las di-
ferencias observadas en las expectativas y 

posibilidades percibidas de movilidad resi-
dencial de los habitantes de los dos barrios 
estudiados. Una de las hipótesis con que se 
trabajará tiene relación con que en el ba-
rrio mejor localizado las razones aducidas 
por los que desean mudarse se justificarán 
en una movilidad social ascendente (nue-
vos hábitos y necesidades, reconfiguración 
propia identidad), así como a oportunida-
des de mercado convenientes en términos 
de precios de venta y acceso a créditos hi-
potecarios. Asimismo, reconocerán que las 
oportunidades de mercado no se encuen-
tran tan fácilmente disponibles y que los 
costos familiares de tomar una decisión de 
este tipo pueden ser muy altos (adaptación 
a nuevos contextos sociales, riesgos aso-
ciados a la pérdida de patrimonio, en este 
caso, inmueble). 

Por otra parte, las hipótesis de trabajo para 
el barrio peor localizado señalan que quie-
nes manifiestan sus deseos de mudarse lo 
hacen en función de lograr mejores están-
dares de bienestar para la familia, a pesar 
de todos los costos implicados en la decisión 
(económicos, sociales, culturales). Se justifi-
can en el agobio frente a una situación de 
segregación, exclusión y falta de oportuni-
dades, de la cual difícilmente pueden des-
ligarse, mayormente por la existencia de 
barreras reales y simbólicas que frenan la 
movilidad. Respecto al mercado inmobilia-
rio, se establecerá el grado en que las deci-
siones de los propietarios están afectadas 
por los atributos de localización, las ofertas 
existentes en el mercado inmobiliario (po-
sibilidad de venta y arriendo, acceso a cré-
dito y subsidio para vivienda) y las motiva-
ciones no financieras que inciden sobre las 
decisiones de movilidad residencial. 

Una de las primeras aclaraciones antes de 
continuar avanzando está referida a pen-
sar que toda mudanza al interior de grupos 
populares urbanos es signo de ascenso en 
la escala social; la movilidad residencial 
ascendente es una posibilidad, que se desa-
rrolla en un escenario de creciente riesgo, 
vulnerabilidad e incertidumbre –al modo 
en que Beck (1998), Castel (1997) y Sennett 
(2000) lo han explicitado-, en el cual perma-
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nece latente el peligro de descender en la 
escala social y volver al lugar de origen. Esta 
situación es corroborada por las investiga-
ciones de Torche (2005; 2006) y de Torche y 
Wormald (2004) para el caso chileno, en las 
que se señala que, a pesar de la existencia 
de barreras al ingreso a la élite económica 
para sectores medios y medio-altos (clau-
sura de la élite), en el amplio espectro res-
tante de la jerarquía social existe una alta y 
fluida movilidad.  Tal como quedó eviden-
ciado dentro de las encuestas panel CASEN 
de 1996, 2001 y 2006, sólo un 4,4% de la po-
blación se mantuvo siempre en situación 
de pobreza en el periodo 1996-2006, mien-
tras que un 29,8% de la población nacional 
estuvo bajo la línea de la pobreza en algún 
momento dentro del mismo intervalo de 
tiempo, lo cual demuestra la alta probabi-
lidad de movilidad entre estratos sociales 
bajos contiguos.  

Por lo tanto, esta investigación se interesa 
en uno de los posibles casos de movilidad 
residencial al interior de las ciudades chi-
lenas, tal como podría haberse preguntado 
por la llegada de clases medias pauperiza-
das a barrios integrados por habitantes de 
clases sociales más bajas o por la entrada 
y salida de jóvenes populares a sus barrios 
de origen (aquellos en que se localiza la vi-
vienda de sus familiares). 

Esta pesquisa busca esclarecer algunas 
cuestiones referidas a la forma y los re-
sultados del desarrollo urbano en el Gran 
Santiago, especialmente asociadas a las 
trayectorias de algunos territorios de la 
ciudad que en su origen tienen caracterís-
ticas similares –espaciales, económicas y 
socio-culturales-, pero que progresivamen-
te se van diferenciando. Mientras una de 
las comunas (Macul) se vio beneficiada por 
su localización relativa a barrios de más al-
tos ingresos, así como por la pre-existencia 
de barrios de sectores medios y altos en su 
interior, la otra (Cerro Navia), a pesar de la 
preeminencia de altos grados de pobreza y 
vulnerabilidad en su población residente, 
ha logrado cobijar en su interior barrios en 
donde de forma paulatina ha venido expe-
rimentándose movilidad social y residen-

cial –que se traduce en la salida del barrio 
de las segundas y terceras generaciones 
con cierto nivel de ingresos y capacidad de 
endeudamiento-. 

Es pertinente decir desde un comienzo que, 
lo que se pensaba iba a ser una diferencia 
radical, tras las sucesivas etapas de reco-
lección de información fue entendiéndose 
como dos caminos que no fueron del todo 
distintos a lo que inicialmente se pensaba. 
Mientras que uno de los barrios (23 de Ene-
ro) rompió con la “profecía autocumplida” 
de convertirse en ghetto y devino en una 
población al interior de una comuna de cla-
se media en donde se expresan voluntades 
y aspiraciones de movilidad social, el otro 
(La Unión), localizado en una comuna que 
en el imaginario urbano metropolitano 
del barrio alto es visto sólo como una gran 
comuna-ghetto, es menos parecido a su en-
torno próximo, expresando una movilidad 
residencial de otro ritmo, que a su vez es 
reflejo de algunas posibilidades abiertas de 
movilidad social. 

En un artículo reciente, Ariztía (2009) ana-
lizaba el modo en que familias de clase me-
dia transforman, vía ornamentaciones, de-
coraciones y modificaciones funcionales, 
su vivienda recién adquirida en un nuevo 
desarrollo inmobiliario del sector norte de 
Santiago. Dentro de las justificaciones de 
su investigación toma una idea de Savage 
(2005), quien señala que “Es necesario invo-
car (...) un tipo de trabajo forense, de detecti-
ve orientado a trazar las evidencias de clase 
en áreas donde aparentemente está escrito 
de forma muy sutil. Sobre todo, se trata de 
exponer y desarmar la inocente y poco estu-
diada normalidad de las clases medias.” En 
línea con la investigación reseñada, la tesis 
busca comprender las transformaciones a 
las viviendas de la clase media ascenden-
te como “un ámbito donde identidades y 
trayectorias sociales son producidas”. Del 
mismo modo abordaremos las (im)posibi-
lidades de las clases populares que podrían 
desplazarse hacia la clase media pero que 
encuentran una serie de barreras y desa-
fíos al ascenso social. El análisis busca com-
prender las características espaciales de los 
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territorios que informan las pre-condicio-
nes para la movilidad social ascendente, 
expresada como movilidad residencial. 

La elección de esta particular movilidad re-
sidencial (tanto en el caso que sea efectiva o 
sólo exista una disposición a ella) responde 
a variados intereses. Por un lado, existe una 
preocupación sociológica por comprender 
la forma en que progresivamente se ha ve-
nido engrosando a la clase media en Chile y 
reduciendo la pobreza desde comienzos de 
los 90s (Agostini et al.: 2008; Sabatini et al.: 
2010). Atendiendo a las decisiones espacia-
les de localización que toman o pretenden 
tomar los habitantes de barrios populares 
en proceso de movilidad social, se intenta 
añadir antecedentes a esta tendencia, que 
se sumen a los ya conocidos crecimientos 
en los ingresos percibidos y en el acceso 
a nuevos bienes de consumo por parte de 
esta población. 

Durante los últimos años han existido es-
fuerzos importantes por comprender la 
movilidad residencial desde áreas céntri-
cas a la periferia, así como desde el arrenda-
miento a la propiedad y la dinamización de 
mercados de compra de viviendas usadas 
(Gilbert: 1999), además de los estudios acer-
ca de la localización de segmentos de altos 
y medios ingresos hacia áreas de la ciudad 
en donde se localizan predominantemen-
te hogares de menores ingresos (Sabatini: 
1997; Sabatini: 2000; Cáceres y Sabatini: 
2004; Hidalgo: 2004; Sabatini y Brain: 2008).  
Tras un balance preliminar creemos que se 
ha prestado poca atención a las cuestiones 
territoriales que definen a las posibilidades 
y expectativas de movilidad ascendente de 
sectores populares y medios, existiendo un 
vacío acerca de las causas y probabilidades 
de movilidad residencial en barrios prove-
nientes de iniciativas de autoconstrucción.  
Por otro lado, existe la preocupación por 
comprender el modo en que acciones desa-
rrolladas sobre el hábitat residencial urba-
no (De la Puente et al.: 1990) por parte de 
distintas fuerzas sociales fomentan, o no, la 
disposición a la movilidad residencial. Las 
mejoras en la red de conectividad metropo-
litana, el desarrollo de proyectos inmobilia-

rios en altura, el despliegue de la industria 
del retail por la ciudad y/o los programas 
de bienestar municipales ¿frenan los de-
seos de salida? ¿aumentan las perspectivas 
de lo posible en cuanto a posibilidades de 
mudarse a otro barrio? Tomando en consi-
deración éstas cuestiones la tesis busca ex-
plicar la conformación de la disposición de 
los jefes de hogar a mudarse de barrio en 
función de las oportunidades que brinde 
su barrio y su respectivo entorno. 

La investigación lleva en su título un en-
cuadre temporal específico, a saber, entre 
los años 1990 y 2010. Con el retorno a la de-
mocracia, los gobiernos de la coalición de 
la  centro-izquierda chilena introdujeron 
un giro en las políticas públicas, apuntan-
do a un rol distinto del Estado respecto a lo 
ejercido por éste desde, por lo menos, la cri-
sis económica de 1981. Asociado a algunas 
políticas redistributivas y al crecimiento 
económico de la primera década de los 90s 
(Contreras: 2001), el proceso de reducción de 
la pobreza se ha consolidado en el periodo, 
pese a algunas inversiones en la tendencia 
asociadas a crisis económicas. 

Otra de las razones para trabajar sobre este 
periodo fueron los incrementos en el stock 
de viviendas –tanto de interés social, como 
productos orientados a capas medias y al-
tas- y en la inversión público-privada para 
la creación de sub-centros metropolitanos, 
así como el crecimiento sostenido en indi-
cadores de riqueza, tales como el 6% anual 
del PIB per cápita durante quince años des-
de fines de la década de 1980 (Torche: 2005).
Asimismo, en este intervalo de tiempo se 
ha asentado el proceso de fortalecimiento 
de los municipios como agentes del desa-
rrollo local, lo cual a fines de la década de 
los 80s era más una responsabilidad esti-
pulada en la ley que un ejercicio práctico 
(Raczynski y Serrano: 1987). Si bien existen 
diferencias importantes en las habilida-
des y capacidades de gestión instaladas en 
los distintos gobiernos locales –tanto en el 
Gran Santiago, como a nivel nacional-, pue-
de advertirse que, en su conjunto, han ido 
fortaleciéndose progresivamente. 
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Por otra parte, el proyecto de tesis preten-
de entregar antecedentes, así como nuevos 
puntos de reflexión y discusión en torno al 
estado actual de las áreas pericentrales me-
tropolitanas en América Latina. Al respecto, 
Rodriguez y Sugranyes (2005) afirman que 
“las poblaciones de Santiago, que se fueron 
consolidando con el apoyo de distintas inter-
venciones estatales y privadas, desaparecie-
ron en los objetivos de la política habitacio-
nal tras las intervenciones de saneamiento 
en la década de los ochenta. Se volvieron la 
cantera de allegados que alimentó el registro 
de postulación a diferentes modalidades del 
subsidio habitacional para llegar a la casa 
propia nueva, sea en conjuntos de viviendas 
sociales SERVIU, en viviendas del Programa 
Especial para Trabajadores o de los distintos 
tramos del Subsidio General Unificado. To-
das nuevas, y en la periferia de la ciudad”. 

Atendiendo a las áreas pericentrales de la 
antigua periferia y considerando la tenden-
cia hacia la expansión en baja densidad de 
una proporción importante de las ciudades 
del sub-continente y la consecuente trans-
formación de la distribución de las opor-
tunidades a nivel metropolitano, se vuelve 
relevante estudiar la situación actual de 
áreas de la ciudad cuyos mercados inmobi-
liarios se encuentran deprimidos -políticas 
de suelo- o que están viviendo la llegada 
de habitantes de mayores ingresos –gen-
trificación-. Colocando la mirada sobre el 
proceso de conformación de los lugares, en 
cuanto resultado de políticas e institucio-
nes –entendidas en el sentido amplio de la 
palabra, es decir, como relaciones sociales 
sostenidas en el tiempo-, se explicará la 
construcción de una particular disposición 
a la movilidad residencial de los habitantes 
de determinadas áreas de la ciudad. 

Finalmente, dentro del proyecto compa-
rece una preocupación por la segregación 
residencial. La movilidad residencial, como 
expresión de la movilidad social y de la dis-
posición a cambiar las condiciones de re-
sidencia, y la geografía de oportunidades  
contienen al fenómeno de la segregación 
residencial. En el mejor de los casos, pare-
ciera ser que para que esta ultima pueda 

ser reducida es necesario que la geografía 
de oportunidades mejore. Al contrario, ma-
los set de oportunidades disponibles a los 
habitantes de ciertas áreas de la ciudad 
tendería a confinarlos a peores condiciones 
de bienestar, las cuales alimentan la segre-
gación percibida por parte de quienes las 
sufren. 

El panorama para pensar, diagnosticar y 
desarrollar propuestas pareciera ser favora-
ble hoy en día. Gracias a la reforma econó-
mica de la década de los ochenta en Amé-
rica Latina, e iniciada unos años antes en 
Chile, abrió un periodo de transformación 
y expansión de la industria inmobiliaria 
privada que paradójicamente no hizo más 
que modificar el patrón de segregación re-
sidencial al abrir nuevos mercados de sue-
lo y vivienda, reduciendo la distancia física 
entre grupos sociales más allá de la conso-
lidación de mecanismos de separación y 
diferenciación de clases sociales en el espa-
cio (Caldeira: 2000; Svampa: 2001; Hidalgo 
y Arenas: 2004). 

Sin embargo,  en la medida en que las 
oportunidades disponibles para los pobres 
urbanos no aumenten, se seguirán acre-
centando las tendencias a la pérdida de po-
sibilidades de acumulación de capital social 
individual, capital social colectivo, capital 
cívico, así como de formación de recursos 
humanos (Kaztman: 2001), incrementando 
las posibilidades de una serie de proble-
mas sociales, tales como malos resultados 
y deserción escolar (Sanhueza y Larrañaga: 
2007), maternidad adolescente e inactivi-
dad juvenil (Sierralta: 2008) y violencia in-
trafamiliar (Rodríguez y Sugranyes: 2005),  
así como el  debilitamiento de los vínculos 
con el mercado del trabajo y adhesión a 
prácticas delictivas (Arriagada y Morales: 
2006) y el abandono y privatización de los 
espacios públicos (Dammert: 2004). 
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Aspectos teóricos: 
conceptos y debates

Al interior del proyecto de investigación 
confluyen distintas vertientes teóricas re-
lativas tanto a la consolidación de barrios 
populares como a los esquemas de deci-
sión de los pobres urbanos respecto a la 
vivienda y la movilidad residencial.  Los 
patrones de localización y movilidad resi-
dencial de las clases bajas al interior de la 
ciudad latinoamericana, los cambios en la  
geografía de oportunidades en la ciudad 
contemporánea, los patrones y criterios de 
decisión personales respecto a la movili-
dad residencial al interior de la ciudad, así 
como la construcción física y simbólica del 
barrio y la vivienda, han presidido las dis-
cusiones académicas que han orientado la 
discusión. 
 
En base a estos ejes, la investigación ha to-
mado dos líneas argumentativas: por un 
lado, los habitantes de los barrios popu-
lares consolidados de las áreas centrales 
metropolitanas tienen oportunidades des-
iguales, en función a su localización relati-
va al bienestar (Rosenbaum: 1995), lo que 
significa que la localización afecta tanto 
sus oportunidades reales (posibilidades) y 
expectativas de movilidad residencial, dán-
dole forma a los modelos de decisión de los 
propietarios respecto mudarse a otra área 
en la ciudad. Por otra parte, los criterios de 
decisión de los propietarios se basan en 
cuestiones que escapan a lo puramente 
material (valor de uso), tales como la per-
cepción de segregación del barrio, la sen-
sación de inseguridad en vida cotidiana, la 
aspiración al ascenso en la escala social o 
la conformación de una nueva identidad.

El primer concepto que comparece dentro 
de este esquema explicativo es el de la geo-
grafía de oportunidades. La trayectoria de 
esta idea comienza en el cuestionamiento 
a la noción de igualdad de oportunidades, 
entendida como la posibilidad de todos los 
ciudadanos –sea cual sea su raza, origen, 
status socioeconómico- de acceder a la 
estructura de oportunidades socialmente 

distribuidas. Esta conceptualización pasa 
por alto lo que se ha llamado la dimensión 
geográfica de la estructura de oportunida-
des (Galster y Killen: 1995), que no es más 
que la relevancia que tiene la distribución 
de los bienes y activos al interior de un te-
rritorio. El lugar donde viven los individuos 
afecta su set de oportunidades, así como 
las posibilidades de desarrollo en su ciclo 
vital (Rosenbaum: 1995; Musterd et al.: 
2003), tales como sus logros educacionales, 
el acceso a empleo, las expectativas sala-
riales o su exposición al crimen (Kearns: 
2002; Friedrichs et al.: 2003; Briggs 2005), 
por nombrar algunos. Es desde esta pre-
misa que se han levantado las preguntas 
por la desigual localización de mercados 
e instituciones dentro de las áreas metro-
politanas, así como el confinamiento de 
sectores completos de la ciudad a bienes 
y servicios restringidos (Galster y Killen: 
1995). La igualdad de oportunidades -aho-
ra entendida en su dimensión geográfica- 
sostiene la posibilidad de movilidad social, 
entendida como el nivel de apertura den-
tro de la estructura de clases sociales (Tor-
che: 2005). 
 
La desigual distribución del bienestar se 
explica por la acción de distintos agentes, 
tales como las preferencias de localización 
residencial de los habitantes de determi-
nada área de la ciudad, así como las polí-
ticas e instituciones que se vinculen con 
ella, tales como la provisión de educación, 
los sistemas de transporte, las restriccio-
nes en los usos del suelo, los sistemas de 
financiamiento de la vivienda y de carga 
impositiva, etc. (Briggs: 2005). Otros au-
tores añaden que los barrios y los set de 
oportunidades de sus residentes han sido 
configurados por múltiples factores, tales 
como las condiciones físicas y materiales 
de sus viviendas; las infraestructuras, equi-
pamientos y servicios públicos de alcance 
barrial, comunal y metropolitano; las ca-
racterísticas demográficas y socioeconó-
micas de sus habitantes; las redes sociales 
existentes tanto hacia el interior del barrio 
como al entorno; las organizaciones polí-
ticas existentes, así como los vínculos con 
el sistema político local, regional y nacio-
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nal; el arraigo territorial de sus habitantes 
(Galster: 2001). 

Sin embargo, la distribución de oportu-
nidades no está representada solamente 
por la oferta de bienes y servicios dispo-
nibles en un área específica de la ciudad, 
sino que también está afectada por lo que 
aquí se denomina el efecto de contigüidad 
en sociedad clasistas, y que algunos auto-
res han denominado “capital locacional” 
(Abramo: 2003). Éste último autor señala 
que, en el caso de algunas de las favelas 
de Rio de Janeiro, éstas se han visto favo-
recidas por la llegada de bienes y servi-
cios que, en principio, estaban orientados 
a otro público objetivo, normalmente de 
mayores ingresos. A su juicio, “la aparición 
de una concentración de actividades de ser-
vicios, ocio y comercio (externalidades) en 
el barrio contiguo al conjunto residencial, 
y las favelas que lo circundan, es apropia-
da como una revalorización de su capital 
locacional, alterando, por tanto, el bienes-
tar de esas familias. De la misma manera, 
podemos identificar áreas de la ciudad que 
se han deteriorado a lo largo del tiempo y 
promovido una devaluación del capital lo-
cacional de las familias pobres que residen 
en viviendas informales próximas a estas 
áreas. Como sabemos, las ciudades presen-
tan cambios recurrentes en sus funcionali-
dades urbanas con reflejos inmediatos en el 
uso del suelo formal. Esas alteraciones en la 
funcionalidad de las áreas urbanas tienden 
a modificar las preferencias locacionales de 
los pobres. Un buen ejemplo de esa relación 
es el cambio en la localización de las unida-
des fabriles en el interior de la malla urba-
na. ” (Abramo: 2003, 12)

Reflexionando sobre uno de los resultados 
encontrados en su análisis a los patrones 
de la segregación residencial en Santiago 
para el periodo 1992-2002, Sabatini et al. 
(2010, 39) señalan: “cuando hay “bolsones” 
de pequeñas áreas populares socialmente 
homogéneas en áreas más grandes de ma-
yor condición social (áreas centrales de San-
tiago, áreas consolidadas en torno a los ejes 
de accesibilidad y el cono de alta renta), en-
tonces la segregación espacial de los hoga-

res populares (su aglomeración) les ayuda 
a mejorar sus oportunidades de empleo. La 
conjetura sería que en esos barrios popula-
res segregados a baja escala, la proximidad 
física entre hogares populares facilita la cir-
culación de información sobre oportunida-
des laborales”. Si bien su explicación toma 
la línea explicativa de los vínculos débiles 
(Granovetter: 1973) y de la transmisión de 
información facilitada por la localización 
contigua a zonas en donde las oportuni-
dades están disponibles (Marques: 2009), 
acá se buscan entregar otras claves expli-
cativas como la capacidad de los munici-
pios de “gestionar bienestar”, así como de 
la empresa privada de deslocalizar activos 
de las áreas en donde tradicionalmente lo 
hacían, hacia sectores de la ciudad que van 
volviéndose poco a poco más atractivos 
como potenciales mercados. 

Tomando en cuenta que la configuración 
de la geografía de oportunidades depen-
de de la acción de distintas fuerzas y ac-
tores, el proyecto de investigación trabaja 
considerando cinco líneas de acciones de 
configuración del espacio social y cons-
truido. En primer lugar están las políticas 
de inversión pública en infraestructura de 
nivel metropolitano (autopistas, metro, 
red transporte público) como mecanis-
mos de vinculación y conectividad con el 
resto de la ciudad. En segundo lugar están 
las inversiones privadas en el ámbito co-
mercial asociadas al consumo, entreteni-
miento y ocio (proliferación del mall y el 
retail, así como la expansión de artefactos 
urbanos como bombas de servicio, farma-
cias y strip centers). En tercer lugar aparece 
como relevante la acción de los desarrolla-
dores inmobiliarios, quienes han venido 
generando nuevos productos y mercados 
dentro del área consolidada de la Región 
Metropolitana, posibilitando la llegada de 
habitantes de mayores ingresos.  En cuar-
to lugar están las políticas de bienestar 
municipales, que son las acciones de los 
gobiernos locales para llevar activos y po-
sibilidades a los barrios. Por último son las 
iniciativas concertadas de mejoramiento 
de las condiciones del barrio, muchas de 
ellas autogestionadas, otra de las fuerzas 
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que configuran la geografía de oportuni-
dades barriales.  

Es importante señalar que, por sí solas, las 
acciones de las distintas fuerzas y actores 
que configuran el espacio no son suficien-
tes para responder las preguntas que se 
traza la investigación, pues por sí mismas 
son incapaces de explicar la atribución 
de sentido que otorgan los residentes a 
las acciones, políticas e instituciones que 
dan  forma a su barrio y a sus condiciones 
cotidianas de vida. Tanto la movilidad so-
cial como la residencial dependen de la 
estructura de oportunidades y la cultura 
como matriz de orientaciones de la acción 
y la capacidad de los sujetos de construir 
y desarrollar procesos de individualización 
para transitar y valerse de esta estructura 
de oportunidades y soportes de la cultura 
(Márquez: 2007).  La idea de la percepción 
subjetiva de las oportunidades (Kaztman: 
1999) contiene dentro de sí la distinción en-
tre lo factible y lo deseable. Como afirman 
algunos autores, las decisiones de locali-
zación, ya sea como deseo, necesidad y/o 
posibilidad, están construidas “en función 
de una serie de variables socioeconómicas 
y espaciales”, y el lugar elegido “reporta 
una cierta utilidad a sus usuarios respec-
to a lo que empujó la decisión de mudarse, 
pero está sujeto tanto a la disponibilidad de 
espacio (vacancia) en el lugar de elección 
como a su capacidad de pago” (Suárez-Las-
tra y Delgado-Campos: 2010, p. 70). 

Lo relevante de entender aquí es que los lu-
gares, como espacios específicos significa-
dos por quienes los habitan (interior) y por 
quienes se vinculan a ellos (exterior), tie-
nen una localización específica, un sentido 
atribuido y una forma física particular (Ag-
new y Duncan: 1989). Ellos son construidos 
social y culturalmente en la práctica en 
base a las articulaciones internas de sen-
tido que hagan los distintos agentes. Bajo 
la categoría de espacio vivido -tematizada 
tanto desde el estructuralismo marxista 
francés de Lefebvre (1991) o de la teoría de 
la acción comunicativa de Habermas (1987), 
a su vez influenciada por el pensamiento 
fenomenológico-  es posible explicar al es-

pacio como ámbito de reproducción social, 
en el cual el cuerpo (reproducción biológi-
ca), la vivienda (reproducción de la fuerza 
de trabajo) y los espacios públicos de la 
ciudad (reproducción relaciones sociales) 
comparecen como distintas escalas espa-
ciales que tienen efecto sobre la integra-
ción social y la mantención, consolidación 
o ruptura de los sistemas sociales (Hayden: 
1997). Asimismo el espacio está siempre en 
proceso de formación porque es el resulta-
do de las interacciones sociales; como afir-
ma Massey, “precisamente porque el espa-
cio es producto de las relaciones, relaciones 
que están necesariamente implícitas en las 
prácticas materiales que deben realizarse, 
siempre está en proceso de formación, en 
devenir, nunca acabado, nunca cerrado” 
(Massey: 2005, p. 105).  

Otra categoría relevante dentro del proyec-
to de investigación es el barrio. Éste, como 
cualquier lugar, es una corporización de 
instituciones y políticas ejercidas por los 
distintos actores que influyen sobre ese 
determinado espacio (Zussman: 2004), al 
mismo tiempo que “una porción del espa-
cio público en general (anónimo, para todo 
el mundo) donde se insinúa poco a poco 
un espacio privado particularizado debido 
al uso práctico cotidiano de este espacio” 
(Mayol: 2000).  Saraví (2004, 35), señala 
que el barrio es “el locus donde tienen lu-
gar los encuentros, interacciones y relacio-
nes sociales locales”, cuyos atributos están 
definidos por “las características de la vida 
pública local”. Lo interesante de su defini-
ción es que en su interior anida tanto a los 
elementos físicos que corporizan al barrio 
–“la esquina, la placita, el parque, el quios-
co o la tiendita, la puerta de la escuela o el 
club”, como al clima social predominante 
que moldea las relaciones sociales –“de se-
guridad o inseguridad, violencia o amistad, 
reconocimiento mutuo o indiferencia”-. A 
esto hay que agregar que el clima social 
modifica las relaciones sociales, las que a 
su vez tienen la capacidad de afectar las 
características del barrio y que, casi por 
transitividad, son capaces de configurar 
al clima social, conformando así un círcu-
lo de posibilidades de co-modificaciones e 
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implicaciones mutuas. 

Otros autores han intentado salir de la im-
precisa definición de barrio, optando por 
la denominación de “Hábitat Residencial 
Urbano” que apela tanto al ambiente físico 
como al social, referido este último a “las 
personas asentadas en ellos, las interaccio-
nes sociales que se producen, la prevalen-
cia de armonía o conflicto entre vecinos, 
la generación de endogrupos y las pautas 
culturales que orientan el comportamiento 
individual y colectivo” (De la Puente et al.: 
1990) El barrio está entendido a partir de 
decisiones de actuales y futuros “consumi-
dores” de él, es decir de propietarios y re-
sidentes, comerciantes instalados con em-
presas y negocios en el barrio, propietarios 
del suelo y rentistas, y gobiernos locales y 
metropolitanos (Galster: 2001). 

Uno de los conceptos sobre los cuales esta 
investigación se sustenta es el de movili-
dad residencial o habitacional, que ha sido 
definida como aquella acción a través de la 
cual ocupantes de una vivienda se trasla-
dan a otra (nueva o usada), y nuevos ocu-
pantes se instalan en la vivienda liberada, 
en donde las viviendas de origen y desti-
no pueden ser tanto propias como usadas 
(Doña et al.: 2003). Sin embargo, explicar a 
la movilidad residencial como un concep-
to aislado es un trabajo trunco, en cuanto 
ella está íntimamente ligada con la satis-
facción residencial. En torno a esta última 
idea, una de los primeras categorizaciones 
vino desde la sociología norteamericana 
que intentaba modelar comportamien-
tos al momento de toma de decisiones; en 
una de las explicaciones, la satisfacción se 
consideraba como influida por las escalas 
de valoración individuales, la posibilidad 
percibida de alternativas de acción y las 
normas sociales predominantes (Meeker: 
1971). Nuevamente, tanto factores estruc-
turales como subjetivos comparecen den-
tro uno de los conceptos relevantes, lo cual 
da cuenta que “las preferencias de los suje-
tos nunca son tan absolutas, permanentes 
y tangibles, no encontrándose estandari-
zadas debido a la multiplicidad de prefe-
rencias existentes tanto entre los diversos 

grupos demandantes como entre los com-
ponentes del grupo familiar” (De la Puente 
et al.: 1990, p. 10)

Teniendo en cuenta las características de 
la satisfacción residencial es posible ana-
lizar las configuraciones que ha tomado 
la movilidad residencial en América Lati-
na, la cual difiere de lo ocurrido en Esta-
dos Unidos y Europa. Probablemente sea 
el trabajo de Alonso (1964) el que abre la 
discusión acerca de los patrones de locali-
zación de los habitantes populares de las 
ciudades latinoamericanas, al señalar que 
existe una curva de preferencias cuya fun-
ción depende de localización y comodidad. 
Para él, quienes recién llegan a la ciudad 
optarán por localizarse allí donde tienen 
mayores ventajas de localización, es decir, 
cerca de puestos de empleo y redes sociales 
que los reciban bajo condiciones de allega-
miento o arrendamiento, normalmente en 
las áreas céntricas de la ciudad. En la medi-
da en que  aumenta su capacidad de pago, 
ellos optarán por la compra de suelo en 
áreas menos centrales, dado que pueden 
solventar los costos de transporte. 

La tendencia de localización de los grupos 
de mayores ingresos hacia la periferia, fue 
ratificada por J. Turner (1967) al examinar 
los asentamientos informales latinoame-
ricanos, al señalar que en vista a maximi-
zar sus oportunidades los recién llegados 
a la ciudad –en este caso los mineiros que 
se asentaban en las favelas cariocas- prio-
rizaban la localización respecto a fuentes 
de empleo de baja calificación, antes que 
el confort y la estabilidad. En la medida en 
que aumentaban sus ingresos y solvencia 
económica -aumentando su grado de in-
tegración al empleo y la ciudad-, la pro-
piedad de la vivienda se establecía como 
una fuente de seguridad frente a los ries-
gos (estabilidad social y vecinal). Es aquí 
cuando, en base a los bajos costos de cons-
trucción y la obtención del suelo gratui-
tamente (tomas de terreno) o a muy bajo 
precio (planes de ahorro para la vivienda), 
se asienta el modelo de autoconstrucción. 
Esta tendencia está determinada por los 
valores del suelo (Gilbert y Ward: 1982), en 
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cuanto, “teniendo en cuenta la duración de 
la jornada laboral, el paro y la inestabili-
dad del empleo, que afecta sobre todo a los 
inmigrados de origen rural, las exigencias 
relativas al valor de la vivienda se reduce a 
una única y esencial: acercar al trabajador 
a su lugar de trabajo y/o s los submercados 
de trabajo, donde la posibilidad de empleo 
es máxima para los jornaleros y cesantes” 
(Topalov: 1979, 103).

Lo interesante está, señala Turner, en que 
tras esta primera etapa migratoria, cuya 
dinámica suele ser bastante acelerada, co-
mienzan a desarrollarse nuevas periferias, 
las cuales convierten a las antiguas en ani-
llos interiores. Tal como en el caso de Ciu-
dad de México la periferia de la década del 
1950 se convirtió rápidamente en el anillo 
interior a mediados de la década del 1960 
(Turner: 1967), comenzando así con la con-
solidación de asentamientos de bajos in-
gresos. En la última década, Abramo (2003) 
descubrió, para el caso de las favelas cario-
cas, la existencia de lógicas explicativas 
tras las preferencias de localización de sus 
residentes. Así, pudo encontrar tres gran-
des criterios: preferencia por accesibilidad 
(desde y hacia el resto de la ciudad),  por 
vecindario y por estilo de vida. 

La valoración de la propiedad del suelo y la 
vivienda tiene significaciones tanto econó-
micas como simbólicas, en cuanto permite 
dejar de pagar arriendo y se convierte en 
un activo patrimonial (para la vejez y para 
los hijos), al mismo tiempo que el ser “due-
ño de algo” entrega sentido de ciudadanía 
(Gilbert: 1999)

Si bien hubo críticas al modelo de Turner 
en cuanto a la existencia de migraciones 
orientadas directamente a asentamientos 
periféricos (Vernez: 1973) y asentamientos 
interiores de bajos ingresos ya consolida-
dos (Ward: 1976; Lomnitz: 1977), es posible 
advertir que estos procesos migratorios in-
tra-urbanos dan cuenta de lo que Cravino 
(2006) ha denominado procesos de dife-
renciación socio-espacial, que no son más 
que mecanismos de distinción corporiza-
dos tanto en la vivienda como en el barrio. 

Mejoras en las condiciones de la vivienda, 
construcción de nuevos espacios, habilita-
ción de usos temporales, así como la mu-
danza definitiva del barrio, operan como 
dispositivos para aplicar la diferenciación 
social (ascendente o descendente dentro 
de la escala de estratificación) en un espa-
cio acotado, cercano y conocido (Cravino, 
p.254).

Autores como Ortiz y Morales (2002) han 
afirmado que la direccionalidad de los flu-
jos migratorios intra-urbanos han sido del 
tipo centro-periferia, motivados por tres ra-
zones principales, a saber, la presión de los 
nuevos allegados sobre la disponibilidad 
de viviendas de bajo status en el centro, la 
obsolescencia de las viviendas de grupos 
de mayores ingresos que deciden moverse 
hacia nuevos lugares dotados de amenida-
des en la periferia, y las exigencias de es-
pacio de las distintas etapas en el ciclo de 
vida de una familia. 

Sin embargo, los mercados inmobiliarios 
latinoamericanos al interior de asenta-
mientos auto-construidos están bastante 
deprimidos en cuanto a la posibilidad de 
venta. Como señalan algunos autores, a 
pesar que la estructura familiar cambia a 
lo largo de los años y los deseos de cambiar 
de vivienda aumentan (necesidad de más 
o menos espacio, interés por vivir cerca de 
los hijos, etc.), la flexibilidad residencial es 
limitada en cuanto la demanda por estos 
inmuebles suele ser restringida, volviendo 
poco probable que este activo se “liquide” 
(Gilbert: 1999), promoviendo así al sub-
arrendamiento y el allegamiento dentro 
de los barrios populares consolidados. 
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Aspectos Metodológicos: 
Cómo fue realizada la 
investigación
   
La investigación trabaja mediante una me-
todología cualitativa sobre dos casos de es-
tudio. Para su desarrollo fueron selecciona-
dos dos barrios populares consolidados al 
interior de áreas centrales metropolitanas 
(unidades de análisis). La elección de los 
casos se realizó siguiendo los siguientes 
criterios: 

a. Barrios que nacieron hace 40-50 años 
como fruto de intervención popular, ya sea 
como toma ilegal de terrenos o subdivisión 
predial privada al modo de un loteo brujo. 

b. Perfil socioeconómico de la población si-
milar en los comienzos de la urbanización. 

c. Características sociodemográficas actua-
les similares entre ambos barrios: número 
de familias, perfil etáreo, estructuras fami-
liares, etc. 

d. Barrios que hayan sido objeto de inter-
vención pública en términos de regulari-
zación del uso del suelo y urbanización del 
mismo. 

e. Diferencias actuales en la localización 
respecto a la geografía de oportunidades 
desplegadas en Santiago, basado en la pre-
misa de una dispersión desigual de lo mo-
derno en el territorio. 

 En función de estos criterios fueron selec-
cionados dos barrios en las comunas de 
Macul (23 de Enero: 1961, toma de terreno 
regularizada en 1972) y Cerro Navia (La 
Unión: 1963, loteo brujo). 

El proyecto, al ser parte de la red de investi-
gación internacional, cumplió con algunos 
requisitos metodológicos: uno de ellos fue 
la aplicación de un cuestionario estanda-
rizado cuyo objetivo fue caracterizar a los 
habitantes de los barrios en términos de te-
nencia y propiedad de la vivienda, organi-
zación de la vivienda en función de las ne-
cesidades del núcleo familiar y percepción 

de la calidad de los servicios y atributos de 
su barrio. A éste fueron además añadidas 
nuevas preguntas enfocadas en la rotación 
de habitantes, las oportunidades objetivas 
que ofrece la ciudad al barrio, las oportu-
nidades percibidas por los habitantes del 
barrio, y la percepción de segregación de 
los mismos respecto al territorio que lo cir-
cunscribe. Este cuestionario fue aplicado 
durante el primer semestre de 2009 por 
Del Pozo et. al. como parte de proyecto de 
titulación del Instituto de Sociología de la 
Universidad Católica de Chile. La presente 
investigación es tributaria de esa primera 
indagación en los casos de estudio, y sus 
resultados han sido utilizados como insu-
mos para la caracterización de la geografía 
de oportunidades percibida por sus habi-
tantes, así como para la selección de la sub-
muestra entrevistada en profundidad.  

En este proyecto de tesis, si bien la unidad 
de análisis son los barrios pericentrales, 
la unidad de observación utilizada fueron 
los jefes de hogar que en la encuesta apli-
cada en 2009 manifestaron intenciones 
de dejar sus barrios. Con este muestreo se 
pretende indagar en quienes podrían to-
mar una decisión inmobiliaria relevante: 
a pesar de ya haber hecho la inversión de 
sus vidas (compra de la vivienda, costos 
auto-construcción, regularización del si-
tio, ampliaciones), deciden arriesgarse e 
involucrarse en una nueva transacción in-
mobiliaria, que los involucra tanto a ellos 
como a su grupo familiar. A partir de este 
levantamiento de información se intentó 
indagar en las barreras objetivas y percibi-
das para la partida por quienes deseaban 
dejar el barrio y todavía no lo hacían, así 
como en los atributos que ellos considera-
ban como destacables al interior de sus ba-
rrios que constituían los aspectos positivos 
de su geografía de oportunidades. 

Para lograr recopilar la información rele-
vante se utilizaron entrevistas en profun-
didad aplicadas a jefes de hogar de ambas 
categorías. Adicionalmente, para recabar 
información acerca de la historia de inter-
venciones y políticas desarrolladas en am-
bos barrios se entrevistaron a funcionarios 
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municipales (Departamentos de Proyectos, 
Direcciones de Obras y Direcciones de De-
sarrollo Comunitario)

La muestra elegida fue entrevistada en 
profundidad, según una pauta semi-es-
tructurada. Mientras en 23 de Enero se en-
trevistaron a 27 jefes de hogar, en La Unión 
fueron consultados 24 personas. Sus res-
puestas fueron sometidas a análisis de 
discursos, mediante herramientas de co-
dificación, a partir de los cuales se obtuvo 
información relativa a las motivaciones y 
expectativas que configuran el deseo de 
un potencial cambio de barrio, tales como: 
a) los motivos que explican la partida de 
quienes abandonaron el barrio; las barre-
ras a la movilidad existentes al momento 
en que se dejó el barrio; los trade-off en 

términos económicos, sociales y cultura-
les que debieron realizarse; las oposiciones 
y discrepancias existentes al interior de 
las familias; la existencia de contextos de 
oportunidad particulares y la modalidad 
de salida de algunos de los habitantes del 
barrio; b) las formas en que perciben y en-
tienden la vida en el barrio (vivienda, ve-
cinos, oportunidades que ofrece la ciudad) 
quienes desean abandonarlo; las barreras 
económicas, sociales y simbólicas existen-
tes que impiden la materialización de su 
intención; las percepciones acerca de cómo 
otros, desde afuera, perciben el barrio; las 
esperanzas que perciben estos habitantes, 
respecto a aquellas oportunidades existen-
tes en la ciudad que no están disponibles 
para los habitantes del barrio. 
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Desde el origen hasta la 
consolidación de las áreas 
pericentrales metropolitanas: 
el desarrollo urbano del 
Gran Santiago desde mediados 
del siglo XX. 

Nuevas demandas sobre la ciudad

La movilidad residencial fue convertida en 
objeto de estudio por parte de las ciencias 
sociales y los estudios urbanos en América 
Latina a mediados del siglo XX, con el pro-
ceso de creciente urbanización que vivió 
una proporción importante de la pobla-
ción de la mayoría de los países que con-
forman la región.  Este no es un fenómeno 
exclusivo de Latinoamérica, sino del Tercer 
Mundo en su conjunto; como señalan al-
gunos autores, lugares tan distintos como 
Argelia, Irak, Turquía, Brasil, México e In-
donesia estaban viviendo el mismo proce-
so, aunque con algunos diferencias en las 
intensidades y en las magnitudes respecto 
al total de sus respectivas poblaciones y las 
características específicas de sus ciudades 
(Turner: 1968; Dwyer: 1983).  

Las migraciones sostenidas y masivas de 
habitantes de áreas rurales a la ciudad 
–en su mayoría provenientes de los estra-
tos sociales más bajos de las sociedades 
de la época (Portes: 1975)- forzó una nueva 
configuración urbana. La aparición de los 
“pobladores” en la ciudad trajo consigo el 
crecimiento de la proporción de asenta-
mientos espontáneos como residencias 
definitivas al interior de las áreas urbanas 
(Ward: 1976). Sean ya poblaciones callam-
pas (Chile), villas miserias (Argentina), fa-
velas (Brasil), barriadas (Perú) o ranchos 
(Venezuela), el común denominador en 
una proporción importante de estos em-
prendimientos fue la auto-construcción de 
las viviendas por parte de los mismos po-
bladores (Ward: 1982).  Los asentamientos 
espontáneos fueron, durante la década de 
los sesenta en América Latina, el sector ha-
bitacional que creció más rápido, llegando 

a alcanzar índices de entre 10 y 15% al año, 
mientras el resto de la ciudad aumentaba 
entre 5 y 7% anualmente (Turner: 1967). 

El caso de Santiago no se desvía demasiado 
de este panorama continental. A comien-
zos del siglo veinte, contaba con una po-
blación de aproximada de 330.000 hab. (De 
Ramón: 1990; Gilbert: 1993) , cifra que dista 
expresivamente de los casi 6 millones de 
personas que se proyecta residen actual-
mente en la ciudad. Este largo proceso de 
urbanización sostenida ha tenido periodos 
de dinámica más acelerada, coincidentes 
con la migración a Santiago, tanto desde 
zonas rurales como de ciudades interme-
dias, entre las décadas de 1920 y 1970. 

Desde la década de 1920, coincidente con 
el declive de la industria minera del sali-
tre y la concentración administrativa y de 
servicios en la capital (Castells: 1973; Gross: 
1990), la ciudad aumenta su población des-
de 600.000 habitantes hasta un millón (Es-
pinoza: 1988) Tal como afirma De Ramón, a 
partir de la década de 1930 “nuevas oleadas 
de pobladores, provenientes del crecimiento 
vegetativo de la ciudad, o compuestas por 
migrantes, comenzaron a instalarse en te-
rrenos eriazos y abandonados en diversos 
sectores de la ciudad” (De Ramón: 1990, 11).  

Detrás de oportunidades de empleo en los 
sectores industriales, comerciales y públi-
cos (engrosamiento del aparato estatal) en 
creciente expansión, un número impor-
tante de migrantes llega a la ciudad des-
de zonas rurales o de ciudades de menor 
tamaño (Gilbert y Ward: 1982). En primer 
término el fortalecimiento de una institu-
cionalidad de la vivienda proveniente ya 
desde el Estado -no solamente de la activi-
dad filantrópica de asociaciones religiosas 
o civiles- tiene su origen y dinamización 
en este periodo de llegada explosiva de ha-
bitantes, tomando forma en organismos 
estatales como la Junta Central de la Habi-
tación Popular (1931) y la Caja de la Habita-
ción Popular (1936) (Gross: 1990).   

Si bien las tasas de crecimiento de la po-
blación de esta ciudad (4% por año para el 
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periodo comprendido entre 1950 y 1970) no 
fueron tan explosivas como en otras áreas 
metropolitanas de América Latina -tales 
como las de México D.F o de Caracas que 
alcanzaron tasas máximas de crecimiento 
anual de 6,3% y de 8,8% en 1950 respectiva-
mente (Gilbert: 1993)-, la llegada de nuevos 
residentes a Santiago trajo consigo una 
serie de desafíos a las políticas habitacio-
nales. No obstante lo que señalan algunos 
autores acerca de fenómenos migratorios 
de población flotante en metrópolis lati-
noamericanas (Roberts: 1980), en Santiago 
fue más común la llegada de nuevos habi-
tantes que se instalaron definitivamente 
en la ciudad, antes que personas que bus-
caron trabajo en la ciudad en una etapa es-
pecífica de su vida, pero que apenas tuvie-
ron la posibilidad regresaron a su lugar de 
origen o a otro lugar en que se les presentó 
una oportunidad. Tal como señalan algu-
nas estadísticas, el crecimiento derivado 
de la migraciones intra-urbanas y campo-
ciudad representó por lo menos el 40% del 
total del crecimiento de la población urba-
na entre las décadas de 1930 y 1960 (Gil-
bert, p.62). 

El impulso migratorio de principios de la 
década de 1930 se expresó en la ciudad a 
través de la ocupación de terrenos eriazos 
–reinicio de la ocupación de los márgenes 

del Zanjón de la Aguada y del río Mapo-
cho- y abandonados de distintas áreas de 
Santiago (De Ramón: 1990); sin embargo, 
luego de 1945, “habría comenzado un pro-
ceso de “tomas” de terreno en algunos casos 
por medios violentos, donde un grupo nu-
meroso de familias, previamente concerta-
das, actuando de una sola vez y, por tanto, 
constituyendo un grupo compacto y homo-
géneo, realizaban esta “invasión” bajo el 
liderato de uno o varios partidos políticos” 
(Aguirre y Sabatini: 1981). 

El engrosamiento de las ciudades a un rit-
mo mayor que el aumento de la tasa de 
creación de empleo, vino a aumentar el 
déficit habitacional desde 156.205 unida-
des habitacionales en 1953, hasta 592.324 
en 1971 (Valdés: 1987), así como el estanca-
miento del modelo económico de sustitu-
ción de importaciones (Jocelyn-Holt: 1998), 
posibilitaron la aparición de un nuevo 
actor social –el poblador- con formas de 
organización y acción colectiva particula-
res. Probablemente, el hecho que define la 
nueva relación entre pobladores y Estado 
haya ocurrido en Octubre de 1957, cuando 
pobladores del Zanjón de la Aguada orga-
nizaron la toma que conformó la población 
La Victoria. Basados en una estrategia de 
negociación colectiva,  “los pobladores pi-
den al Estado una ayuda pues se negaban 

Toma de La Victoria  en Octubre de 1957 (Pedro Aguirre Cerda, Stgo.)
Fuente: Grupo Identidad de Memoria Popular (2003) Memorias de La Victoria
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a volver para El Zanjón. El objetivo es por lo 
tanto obtener el reconocimiento de la ocu-
pación por las autoridades, a fin de obtener 
el apoyo a la construcción” (Espinoza: 1998, 
74)  Es durante este periodo que se agudi-
za la tensión en torno al problema de la 
vivienda; “la toma organizada de terrenos 
pasó a la ofensiva como medio de dobla-
miento urbano, mientras la planificación 
estatal se transformaba en un recurso que 
poco a poco debería subordinarse al ímpe-
tu del movimiento social, al punto que en 
los años 60 los gobiernos harían de sus po-
líticas de vivienda, prácticamente políticas 
de respuesta a las olas de tomas que, siendo 
ilegales, adquirían cada vez mayor legitimi-
dad al interior del mundo popular” (Muñoz 
y Madrid: 2005, 16). 

Institucionalmente organizados como co-
mités de pobladores, las reivindicaciones 
de las clases populares logran que el Esta-
do desarrolle grandes proyectos de urba-
nización -tales como las poblaciones José 
María Caro, Lo Valledor y Joao Goulart -, 
incrementando el volumen promedio de 
viviendas construidas desde siete mil en 
hasta 1959 a veinte mil en 1960 (Espinoza: 
1998). Como señalan algunos autores du-
rante el gobierno de Jorge Alessandri (1958-
1964) se ratifica a la zona sur de Santiago 
como núcleo de la política habitacional 
(Castillo: 2006), en un “proceso de asenta-
miento definitivo de santiaguinos que com-
prometía a más de  cien mil personas y que 
se verificaba, además, en un “tiempo corto” 
de no más de tres años entre 1959 y 1962” 
(Garcés: 2002, citado en Castillo: 2006). 

Institucionalización de las políticas 
de vivienda: implicancias del desa-
rrollo habitacional sobre la forma ur-
bana. 

En la década de los sesenta, el Estado chi-
leno buscó mecanismos capaces de res-
ponder al crecimiento dinámico de la de-
manda por vivienda y suelo urbano, para 
lo cual creó una institucionalidad acorde 
a aquellas necesidades, dándose origen 
así al Ministerio de Vivienda y Urbanismo 

(MINVU), al Sistema de Ahorro y Présta-
mos (SINAP) y el Programa de Ahorro Po-
pular (PAP) (Rojas: 2001), así como a otras 
corporaciones adscritas al ministerio, 
como la Corporación de Servicios Habita-
cionales (CORHABIT), la Corporación de Vi-
vienda (CORVI), la Corporación de Mejora-
miento Urbano (CORMU) y la Corporación 
de Obras Urbanas (COU), además de la Di-
visión de Desarrollo Urbano, recién trasla-
dada desde el Ministerio de Obras Públicas 
(MOP) (Fadda y Ducci: 1993). 

Simultáneamente al desarrollo de los pla-
nes estatales de provisión de vivienda 
orientada a los sectores populares, algunos 
privados encontraron una oportunidad 
de mercado en la cada vez más creciente 
demanda por suelo y techo al interior del 
área metropolitana del Gran Santiago. Es 
así como proliferaron las prácticas de sub-
división predial privada (loteos brujos), a 
través de las cuales privados lograban ren-
tabilizar el suelo –muchas veces aún tipi-
ficado como de uso agrícola- a cambio de 
pagos que la mayor parte de las veces no 
garantizaban hacerse propietario del bien.  

Durante el periodo 1960-1967 el Estado 
chileno fue capaz de proveer 59% del total 
de unidades habitacionales construidas, 
llegando a una tasa de 4,5 unidades por 
cada 1.000 habitantes, que representaba 
sin embargo sólo la mitad de lo necesario 
para comenzar a reducir el déficit (Gilbert: 
2002). Mientras que en el periodo 1943-
1958 se construían en promedio menos de 
6.000 unidades anuales, entre 1958-1970 
la producción total aumentó a una tasa 
de 8.000 por año, aún insuficientes como 
para reducir el déficit, para lo cual se esti-
ma debiesen haberse construido 40.000 
viviendas por año (Rojas: 2001). 

Es en esta época, durante el gobierno de 
Frei Montalva (1964-1970) que surge el pro-
grama habitacional Operación Sitio, que, 
intentando hacer frente a la proliferación 
de tomas de terreno, promueve la auto-
construcción por parte de los pobladores. 
A través de él se accede a créditos para la 
adquisición de lotes urbanos unifamilia-
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res, dotados de servicios básicos de urba-
nización y de equipamientos comunitario 
(Haramoto: 1982). La lógica del programa 
era, previo ahorro de los beneficiarios, en-
tregarle loteos semi-urbanizados (aunque 
en algunos casos no fue más que el suelo 
rayado) de 9m x 18m, en los cuales ellos de-
sarrollarían planes de auto-construcción. 
Este sistema, si bien continuaba con la se-
gregación espacial urbana de las clases po-
pulares promovida por los planes de erra-
dicación precedentes, permitía que éstas 
se convirtieran en propietarias del suelo a 
través de su entrada a los sistemas finan-
cieros existentes (De Ramón: 1990). 

Hay que señalar que en Chile, desde co-
mienzos de la sistematización de políticas 
habitacionales motorizadas desde el Esta-
do han existido fórmulas de ahorro y prés-
tamos. La Caja de Habitación Popular (1936), 
así como los programas de Autoconstruc-
ción y Ayuda Mutua (PRACAM) (1951), Erra-
dicación a Terrenos Urbanizados (1953), 
Plan Habitacional Chile (DFL2) (1959), Ope-
ración Sitio (1965) Plan de Ahorro Popular 
(PAP) (1967), Operación 20.000/70 (1970), 
Plan de Emergencia (1971) y el Programa 
Habitacional (1972)  integraron dentro de 
su diseño diversas fórmulas de pago por 
parte de los beneficiarios (MINVU: 2004). 

Durante este gobierno además fueron ins-
tauradas políticas orientadas hacia el de-
sarrollo social y comunitario, amparadas 
bajo la Consejería Nacional de Desarrollo 
Popular y la ley de Juntas de Vecinos (Van-
derschueren: 1971). Como señala Portes 
(1975) el proceso de urbanización aplastó 
las estructuras tradicionales bajo el peso 
de su propia incapacidad para absorber y 
canalizar las decenas de miles de nuevos 
habitantes, obligando a la transformación 
institucional del Estado y sus políticas sec-
toriales.

Vale advertir además que esta alternativa 
programática en el sector de la vivienda 
no fue la única desarrollada en los largos 
sesenta (1957-1973), sino que simultánea-
mente fueron desarrollándose grandes 
conjuntos habitacionales de arquitectura 
moderna bajo el alero dos instituciones: 
CORVI, que desarrolló proyectos como Uni-
dad Vecinal Portales en Estación Central 
(Bonomo: 2009), Unidad Vecinal Providen-
cia y Remodelación Inés de Suárez en Pro-
videncia, y las Villas Olímpica y Pdte. Frei 
en Ñuñoa (Gamez: 2001)), y CORMU, que 
proyectó la Remodelación San Borja en 
Santiago Centro y la Villa San Luis o “Com-
pañero Ministro Carlos Cortés” en Las Con-
des (Raposo y Valencia: 2004; Lawner: 2007; 
Lawner: 2008) . Como señala el propio ex 

Remodelación CORVI (Paicaví) Concepción, Región del Bío Bío. 
Fuente: Revista AUCA (15), Junio-Julio 1969.  
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– director de CORMU Miguel Lawner, en el 
periodo del 1971-73, un factor que “colaboró 
a reducir la expansión urbana fue el pro-
pósito de intensificar la construcción en al-
tura, ya que hasta entonces, los programas 
de vivienda social se concebían invariable-
mente en extensión” (Lawner: 2008, p. 289). 
Estos proyectos llegaron a concretarse en 
distintas ciudades del país como Iquique, 
Antofagasta, Concepción y Santiago.

Sin embargo, fue en este periodo que la 
auto-construcción fue promovida como 
una alternativa habitacional viable para 
las familias pobres por académicos (Gil-
bert: 1987), organizaciones vecinales e in-
cluso gobiernos locales y nacionales, bajo 
la premisa que, dentro de los procesos 
habitacionales, el control por parte de los 
habitantes sobre las decisiones de diseño, 
construcción y administración estimulaba 
el bienestar individual y social, y lograba 
una mejor provisión de bienes y servicios 
que allí en donde la política habitacional 

era dirigida y controlada por el Estado (Fi-
chter et al.: 1972; Mac-Donald: 1984). 

Para planificadores urbanos como Frank-
enhoff (1969) “la vivienda mínima no tie-
ne que ser necesariamente un punto de 
partida, sino una etapa más avanzada del 
proceso habitacional. En este proceso todas 
las fuerzas del Estado, del sector privado y 
del sector popular deben colaborar para 
mejorar la vivienda. Este mejoramiento se 
debe relacionar con la familia misma y en 
él los planificadores deben preocuparse de 
distribuir los servicios habitacionales más 
equitativamente”. Como señala Ballent, 
analizando retrospectivamente estas pre-
concepciones de la política habitacional, 
puede advertirse una “mirada reivindi-
cativa de la construcción popular (…) [de-
teniéndose] en el mundo de saberes e ins-
trumentos construidos por la pobreza y en 
las habilidades del pobre para poner esos 
instrumentos al servicio de su ascenso so-
cial” (2004, p.90).  John F. Turner, quizá el 
más reconocido dentro de este grupo de 
académicos promotores de esta forma de 
solución habitacional, ve en este tipo de 
asentamientos una alternativa altamente 
organizada y que goza de una progresi-
va inversión sobre las viviendas mismas 
(Hall: 2002, p. 274). 

La autoconstrucción entonces aparece 
como alternativa allí en donde existe una 
incapacidad estructural del mercado in-
mobiliario de satisfacer una demanda cre-
ciente y la capacidad de la política estatal 
de provisión de vivienda se vuelve insufi-
ciente (De Ramón: 1990), sumado a que a 
través de ella es posible la entrega de so-
luciones habitacionales y el fomento de 
la participación comunitaria (Espinoza: 
1988).  

Influenciados ideológicamente por las teo-
rías de la marginalidad de DESAL (Veke-
mans et al.: 1969), la Democracia Cristiana 
(DC) elaboró una estrategia de moviliza-
ción de apoyo popular a su proyecto mo-
dernizador –conceptualizado luego como 
la “revolución en libertad”-, lo que expli-

Sistema de prefabricación en Pobl. Barrancas I (Pudahuel, Stgo.)
Fuente: Revista AUCA (4),  Junio-Julio 1966.  Santiago. 
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ca las creaciones de las ya mencionadas 
Consejería Nacional de Promoción Popu-
lar y ley de Juntas de Vecinos y Centros de 
Madres, incorporando así “a la vida social 
y política a sectores hasta entonces caren-
tes de organización: los jóvenes, mujeres y 
franjas de la fuerza de trabajo hasta donde 
la sindicalización no alcanzaba” (Espinoza: 
1988, 294). 

Analizando este proceso, Portes (1969) , a 
partir de la encuesta realizada en cuatro 
poblaciones de la periferia santiaguina de 
1968 –Parque Santa Mónica en Conchalí, 
Herminda de la Victoria en Cerro Navia, 
Villa Lo Arrieta en Peñalolén y Lo Valledor 
Norte en Pedro Aguirre Cerda-, describió a 
los residentes de distintos tipos de asenta-
mientos populares de la ciudad y a sus as-
piraciones como habitantes de la ciudad. 

En primer lugar encontró una alta propor-
ción de no migrantes nacidos en el Gran 
Santiago o en la provincia de Santiago (mi-
tad de la muestra), cuyos niveles de cesan-
tía no diferían en demasía de los niveles 
generales del promedio del Gran Santia-
go, aunque la mayoría de las ocupaciones 
se concentraban en los niveles más bajos 
de remuneraciones. Mínimamente educa-
dos en el sistema formal, pero altamente 
informados de la contingencia política 
nacional a través de la prensa escrita y la 
radio, los pobladores participaban activa-
mente en organizaciones vecinales –no así 
masivamente en organizaciones políticas 
y/o religiosas- con la convicción que estas 
instancias podrían mejorar su situación 
habitacional, a través de la presión y ne-
gociación efectiva frente al gobierno.  Con-
sideraban su situación económica como 
insatisfactoria y negativa respecto a las 
aspiraciones económicas que tenían en el 
pasado, mientras que evaluaban su situa-
ción habitacional como medianamente 
mejor que en el pasado. La mayor parte de 
los entrevistados proyectaba en el mejora-
miento de la vivienda o en la obtención de 
un sitio y/o casa propia aquello que gati-
llará el aumento del bienestar del núcleo 
familiar.  

Uno de los hallazgos más relevantes en-
contrados en aquella investigación fue la 
existencia de asentamientos populares 
integrados a la red urbana que, antes que 
“vertederos de los residuos humanos” (Bau-
man: 2005), se establecen como espacios 
estables en donde es posible acercarse len-
tamente a la estructura de oportunidades 
metropolitana. 

Como señala el mismo autor, “esta visión 
(…) se opone a la que ve en poblaciones pe-
riferales los albergues de último recurso de 
la miseria, habitados por migrantes recién 
llegados a la ciudad e incapaces de abrir-
se paso por sí mismos en el sistema urba-
no. Vemos en cambio que, aunque pobres 
e inadecuadas en el presente, estas áreas 
ofrecen promesas ciertas de estabilidad y 

Campamento Che Guevara  en 1971  (Lo Prado, Stgo.)
Fuente: Turner, J.F.C.; Fichter, R. (1972) Freedom to Build. . 
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progreso para el futuro y que a ellas se diri-
gen grupos populares dotados ya de alguna 
estabilidad ocupacional y alguna experien-
cia con los mecanismos del sistema urbano 
para establecer viviendas definitivas don-
de radicarse. La imagen del poblador que 
emerge de estos resultados no es tampoco 
la de un individuo apático, indiferente a la 
colectividad y a las organizaciones vecina-
les, sin información ni participación en la 
vida urbana, pesimista y carente de aspi-
raciones para el futuro (…) Por el contrario, 
hallamos individuos esforzados por lograr 
una integración estable en la estructura ur-
bana, en frecuente contacto con los medios 
de comunicación; interesados, participantes 
y creyentes en las organizaciones vecinales, 
y con claras aspiraciones para el futuro y 
confianza en su logro” (Portes: 1969, 49). 

A finales de la década de los sesenta las rei-
vindicaciones por la vivienda se integran 
dentro de la lógica de la política partidaria. 
Como señalase un equipo de investigado-
res del CIDU de la época, “lo que es signifi-
cativo en Chile no es tanto la presencia de 
organizaciones populares en las tomas de 
terreno, sino el papel directamente político 
jugado por dichos actos y, recíprocamente, 
la determinación de su contenido por la es-
pecificidad de la coyuntura en que se da y 
de la intervención diferencial de los agen-
tes políticos” (CIDU, E.: 1972, 56). Agrega De 
Ramón (2007, 250) que “las teorías de la 
promoción popular sobre la participación 
activa y pasiva de los llamados “margina-

les” y la promulgación de la ley sobre Juntas 
de Vecinos, (…) llevó a incorporar a la vida 
social y política a grandes masas que has-
ta entonces no habían tenido organización 
alguna”. 

Sin embargo el programa de lotes con ser-
vicios propuesto a través de Operación Si-
tio no contó con el apoyo y respaldo de to-
dos los sectores del espectro político de la 
época, a pesar del volumen de soluciones 
entregadas por el Estado (50.881, según Hi-
dalgo (1993)). Despectivamente denomina-
da “Operación Tiza” –porque se entregaban 
sitios que tenían demarcados sus límites, 
pero que no contaban con las condiciones 
de urbanización mínimas-. Ya desde antes 
del triunfo de Allende existieron críticas, 
provenientes tanto desde el ámbito aca-
démico como de las organizaciones po-
pulares que reivindicaban el derecho a la 
vivienda propia, a los programas de vivien-
das progresivas. Como señalan Pastrana y 
Threlfall (1974), la contracción general de 
la economía del año 1967 -y el consecuente 
deterioro de las condiciones de vida de un 
segmento importante de la población- pre-
cipitó la organización y lucha por la vivien-
da definitiva de los pobladores, muchos de 
los cuales reclamaban por haber pagado el 
número de cuotas correspondientes para 
la obtención de una vivienda, sin que el 
gobierno se las hubiera entregado. 

El fracaso en el cumplimiento de las ex-
pectativas creadas por el gobierno de Frei 
en cuanto a la reducción del déficit habi-
tacional así como la inminente quiebra 
del PAP (Kusnetzoff: 1975), dinamizaron la 
aparición de los “comités sin casa” –según 
De Ramón (1990) cerca de 20 a finales del 
gobierno, agrupando a unas 5.000 fami-
lias- y propició la coordinación entre estas 
organizaciones de base y la institucionali-
dad partidaria. 

La izquierda tradicional, cuyo programa 
se había enfocado en otras áreas de la 
vida social, encontró en esta coyuntura 
el momento para dar un giro a sus líneas 
de acción en vista de no perder influencia 

Publicidad Cooperativa de Ahorro y Crédito SODIMAC
Fuente: Revista CA (9) Mayo 1972. 
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dentro de los sectores populares urbanos, 
donde una proporción importante de per-
sonas y organizaciones apoyaban la labor 
asistencialista de las teorías marginalis-
tas de la DC. La organización de comités 
de pobladores –allegados, habitantes de 
callampas, migrantes recién llegados a la 
capital- por parte del Partido Comunista 
(PC), dinamiza el proceso de tomas ilegales 
de terrenos, consolidado tras la desarticu-
lación paulatina de la influencia de la DC 
en el movimiento de pobladores y la ma-
sacre a familias recién instaladas en terre-
nos baldíos en la sureña ciudad de Puerto 
Montt (Castells: 1973). 

A su vez, la aparición del Movimiento de 
Izquierda Revolucionaria (MIR) dentro de 
las luchas por el suelo y la vivienda poten-
ciaron aún más al poblador como actor so-
cial dentro de la política nacional, ya que, 
a pesar de importancia cuantitativa, bus-
caban acentuar la conciencia de clase y el 
“temple revolucionario” (Castells: 1973, 25). 
Asimismo el campamento, como organiza-
ción socio-política, no buscaba solamente 
exigir para los sectores populares igual-
dad de acceso a las oportunidades, sino 
además establecer formas alternativas de 
tratamiento de los problemas, lo cual que-
daba demostrado en las organizaciones 
al interior de los mismos, en los “frentes” 
de salud, educación, empleo y vigilancia 
(CIDU: 1972; Mac Donald: 1982). 

Las tomas de terrenos urbanos aumenta-
ron progresivamente en Chile, desde 26 
en 1969, hasta 352 en 1970 y 560 en 1971 
(Pastrana y Threlfall: 1974).  Frente a los 
problemas del Estado para proveer vivien-
da y la creciente movilización social, el 
gobierno de Frei, en su último año de go-
bierno (1970), desarrolló el plan Operación 
20.000/70, que buscaba construir 20.000 
unidades habitacionales en 14 ciudades del 
país, de las cuales 13.450 se localizarían en 
Santiago (Haramoto: 1982). Sin embargo, el 
creciente déficit junto a la explosión de or-
ganizaciones que reivindicaban el derecho 
a la vivienda propia hicieron de esta políti-
ca un amago incapaz de frenar el torrente 
que se avecinaba. 

Algunos autores denominaron al campa-
mento, como resultante de las tomas de 
terrenos, como la operación urbana de ma-
yor importancia en Santiago de principios 
de la década de los setenta (Santa María: 
1973), tanto por la cantidad de residentes 
que albergaban, como por su localización 
y capacidad política de maniobra y nego-
ciación frente al gobierno central. En mayo 
de 1972, existen 275 campamentos localiza-
dos a lo ancho de toda la trama urbana del 
Gran Santiago, en los que residen 83.000 
familias (456.500 personas aprox.; uno de 
cada seis habitantes de la ciudad reside en 
uno de ellos);  a esto hay que agregar ade-
más que 2.700 hectáreas son ocupadas por 
este tipo de asentamiento, representando 
cerca de un 10% del área urbana de las 17 
comunas que conforman la capital (Santa 
María: 1973). Otras estadísticas indican que 
entre enero de 1969 y mayo de 1971 se efec-
tuaron 312 tomas, las cuales albergaron a 
54.710 familias (Valdés: 1987), distribuyén-
dose homogéneamente por la ciudad. 

El panorama que encontró el gobierno de 
Allende era, según Miguel Lawner (2008), 
a la sazón director ejecutivo de CORMU 
(1970-73), un desafío de enormes caracte-
rísticas, en cuanto 500.000 chilenos care-
cían de vivienda (o tenían una en pésimas 
condiciones), el suministro de agua pota-
ble era escaso en las áreas populares de ex-
pansión urbana y la red de alcantarillado 
inexistente, con un stock agotado de te-
rrenos fiscales y con las arcas del Sistema 
Nacional de Ahorro y Préstamos (SINAP) 
vaciadas en los días previos a la asunción 
de Allende. Sin embargo, el gobierno re-
cién electo se propuso la meta de construir 
95.000 viviendas durante el primer año de 
gobierno (1971), con lo cual dinamizaría la 
economía a través del sector del empleo en 
actividades asociadas a la construcción. 

Tal como afirma Lawner, el objetivo princi-
pal que se planteó fue “otorgar prioridad a 
las familias sin casa, es decir a quienes esta-
ban fuera de los sistemas habitacionales vi-
gentes, forzados a vivir como allegados o a 
establecerse en un campamento” (Lawner: 
2008, 282). Además, la política habitacional 
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contemplaba la construcción de unidades 
habitacionales para sectores populares en 
áreas de altos ingresos, de modo de promo-
ver la integración social y maximizar los 
atributos de la geografía de oportunidades 
de la ciudad de la época. 

En un comienzo, las políticas de vivienda 
de Allende intentaron desligarse del pa-
radigma del habitar progresivo, en cuan-
to, bajo su perspectiva, la entrega de suelo 
por sí sola no se constituía como una po-
lítica habitacional efectiva. Sin embargo, 
la explosión en la demanda por vivienda 
por parte de segmentos de la población 
no considerados en el diseño original de la 
política –asignatarios de Operación Sitio, 
parejas jóvenes recién constituidas, etc. -, 
hizo que se reconociese la imposibilidad 
de cumplir con las ambiciosas metas pro-
puestas en un comienzo (Gilbert: 1993). 
El aumento en los ingresos reales de los 
sectores populares durante el primer año 
de gobierno (1971) como resultados de la 
aplicación de políticas redistributivas, la 
falta de materiales por el aumento de su 

demanda por parte de hogares populares 
que, con ingresos frescos, comenzaban y 
terminaban de construir sus viviendas 
definitivas, y el aumento expansivo de la 
inflación obstaculizaron la expansión del 
plan estatal de provisión de vivienda. 

Tras el golpe de Estado de Pinochet, la jun-
ta de gobierno intentaría implantar una 
nueva estrategia de desarrollo habitacio-
nal y urbano, la cual tendría sus compli-
caciones de implantación en un comienzo, 
como se detalla a continuación, pero que 
terminaría logrando sus principales obje-
tivos: promover el acceso a la vivienda sólo 
a través de la participación en el sistema 
formal, estimular y dinamizar al sector pri-
vado de la construcción, y reducir la acción 
pública sólo a las funciones de control y re-
gulación.

Gobierno militar: 
quiebre institucional y nuevo para-
digma en las políticas de desarrollo 
habitacional y urbano

El golpe de Estado de Pinochet de 1973 vino 
a dar un giro radical a la institucionali-
dad existente hasta ese momento, modi-
ficando sustancialmente las orientaciones 
pre-existentes. Conocida es la acción de la 
Escuela de Chicago en este giro programá-
tico, el cual también repercutió en las po-
líticas de suelo y habitación. El campo de 
las políticas de vivienda y desarrollo urba-
no no escapó del nuevo orden, en cuanto 
fue reorganizado el marco institucional, 
los instrumentos de planificación territo-
rial fueron modificados y nuevas fórmulas 
de provisión de vivienda propuestas. Del 
mismo modo, el movimiento de poblado-
res fue desarticulado tanto por los organis-
mos de represión del régimen como por el 
rediseño de la organización comunitaria  
(Valdés: 1987), poniendo término a cual-
quier tipo de intento de ocupación ilegal 
del suelo. 

Valdés (1987, 276) describe este proceso re-
Publicidad Plan de Construcción de Viviendas CORVI en 1972
Fuente: Revista AUCA (23), Marzo-Abril 191972. 
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marcando el modo en que  “se desmantelan 
instancias intitucionales de procesamiento 
de las demandas y aspiraciones populares 
(…) la represión asume diversas formas: 
allanamientos de las casas con gran violen-
cia, amenazas de bombardeo, detención de 
dirigentes, traslado de éstos a otras pobla-
ciones, acusación de tener arsenales, etc.”. 
Las organizaciones comunitarias pre-exis-
tentes, como Juntas de Vecinos y Centros 
de Madres, son intervenidas por los nuevos 
alcaldes designados, a través de la desig-
nación de personas de su confianza en los 
cargos directivos. Asimismo la red de or-
ganizaciones surgida durante el gobierno 
de la Unidad Popular es clausurada, termi-
nando con JAPs (Juntas de Abastecimiento 
y Control de Precios, Comandos Comunales 
y Comités de Defensa.

Se ha señalado que en el primer periodo 
de ajuste de las políticas de vivienda, fija-
do entre 1974-84, se establecieron las bases 
para permitir el desarrollo de un mercado 
(en teoría) abierto de viviendas orienta-
das a todos los segmentos de la sociedad, 
tales como la reforma al sistema bancario 
y de previsión social (creación de Isapres 
y Administradoras de Fondos de Pensión 
(AFPs)) (Rojas: 2001) y la posterior creación 
del sistema de subsidio a la demanda habi-
tacional, el cual fue incapaz de llegar por sí 
solo a los sectores más pobres de las ciuda-
des chilenas (Navarro: 2005). 

Durante los dos primeros años del gobier-
no militar (1974-75) la construcción de vi-
viendas por parte del sector público se re-
dujo a una mínima expresión –según datos 
de Rodríguez (1983), en ambos años fueron 
construidas menos de 3.800 unidades por 
año- como resultado de las políticas de re-
ducción del déficit fiscal heredado –entre 
esas medidas está la devaluación de la mo-
neda en un 300% como mecanismo de re-
ducción de la inflación (Jocelyn-Holt: 1998) 
y la clausura de SINAP (Gilbert: 2002)-. 

Sin embargo ya en 1976 el gobierno mili-
tar, como parte de su estrategia de recom-
posición de la economía de mercado, toma 
ciertas medidas dentro de las políticas de 

vivienda y suelo tendientes a liberalizar 
este último bien y a crear un mercado in-
mobiliario libre y abierto. 

Las primeras medidas enunciadas en este 
periodo fueron la exención tributaria al 
suelo no urbanizado y la reducción de los 
impuestos a la compra y venta de lotes, 
la liquidación de las reservas estatales de 
suelo urbano (antes organizadas y con-
troladas por CORMU ), la entrega de títu-
los a 100.000 familias beneficiarias de 
Operación Sitio y el comienzo del plan de 
erradicación de campamentos en aque-
llas áreas de la ciudad cuyo valor del suelo 
era alto. (Kusnetzoff: 1987). Entre 1975-77 se 
completó la reestructuración de la insti-
tucionalidad de vivienda, “fundiéndose en 
organismos regionales las instituciones ya 
existentes (CORVI, COU, CORHABIT, CORMU), 
las que dieron origen a 12 Servicios Regiona-
les de Vivienda y Urbanismo (SERVIU), más 
1 Servicio Metropolitano y 12 Subsecretarías 
Regionales Ministeriales de Vivienda y Ur-
banismo y la Secretaría Ministerial Metro-
politana” (Morales y Rojas: 1987). 

La reforma al sector de la vivienda de 1977 
incorporó, fundamentalmente, según Ro-
jas (2001), el reconocimiento por parte de 
los tomadores de decisión que el Estado era 
incapaz de hacerse cargo por sí sólo de la 
provisión de vivienda para todos quienes 
la necesitaban, entendiendo que aunque 
se embarcase en una tarea de esa índole 
lo haría de forma deficiente, descuidando 
otros ámbitos de la vida social de los chi-
lenos. Es así como entre 1975 y 1978 es di-
señada la política de subsidio habitacional, 
bajo una fórmula orientada a estimular a la 
demanda, asegurando al mismo tiempo la 
compra de suelo en condiciones altamente 
favorables a la oferta (Rojas: 2001), traspa-
sando a privados las funciones de crédito 
y producción de la vivienda, y “desestati-
zando” la actividad reservando al Estado 
sólo las acciones normativas y subsidiarias 
mientras éstas sean necesarias (MINVU: 
1979). 
 
En su afán de reducir el déficit de viviendas 
y de fomentar la construcción -en ciclos de 
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alto desempleo-, las políticas ministeria-
les ajustaron sus instrumentos a las exi-
gencias del lado de la oferta inmobiliaria, 
promoviendo el desarrollo de productos 
orientados más a sectores medios que a 
populares. Éstos últimos, al no tener opcio-
nes de inserción en el mercado de compra 
y venta de viviendas, quedan obligados a 
vivir en condiciones de allegamiento o de 
sub-arriendo (ya sean en la vivienda prin-
cipal, o instalando habitaciones secunda-
rias en los lotes).  

El programa “Llave en Mano”, promovido 
por el MINVU entre los años 1977-1979 es 
paradigmático en este sentido; descrito 
por sus promotores como el programa ha-
bitacional capaz de lograr que el Estado 
comprara la tecnología más conveniente a 
un precio determinado, en vez de contratar 
al menor precio posible a alguien para que 
desarrollase una tecnología dada por el 
sector público (MINVU: 1979), en la prácti-
ca funcionaba acordando el precio de ven-
ta de las viviendas en base a la capacidad 
proyectada de endeudamiento de los pos-

tulantes. El supuesto que los potenciales 
compradores acudirían directamente al 
mercado, sin la intermediación estatal, sólo 
se cumplió para compradores de sectores 
medios con capacidad de pago y endeuda-
miento, pero no para segmentos populares 
de la población, quienes fueron incapaces 
de demostrar ser fiables para el sistema fi-
nanciero (Wilckens: 1986), quedando obli-
gados a mantenerse como allegados. 

Algunos estudios económicos de la época 
reafirman esta situación, al señalar que, 
para el periodo 1979-85 un 30% de la pobla-
ción más pobre de la sociedad chilena reci-
bió el 36% de los subsidios, mientras que el 
40% más rico recibió el 27% (Haindl y We-
ber: 1986, citado en Gilbert: 1993), lo cual 
refuerza la idea de problemas de selección 
de la población beneficiaria y de focaliza-
ción del gasto social.  

Respecto al allegamiento, algunos autores 
en la época afirmaron que las políticas de 
vivienda aplicadas –o no aplicadas- por el 
MINVU fomentaron el problema del alle-

Sistema Llave en Mano. Departamento Piloto Proyecto Las Amapolas (Providencia, Stgo.)
Fuente: MINVU (1979) Sistema Llave en Mano. Viviendas contratadas 1977-1978
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gamiento  en Santiago, en donde a princi-
pios de los ochenta, hubo entre 135.000 y 
200.000 personas viviendo en esta condi-
ción. (Rodriguez: 1983). Asimismo, estadís-
ticas recogidas de una encuesta aplicada en 
distintos sectores populares santiaguinos 
en 1985 , mostraron que en el periodo 1980-
85 un 47% de los hogares recibió allegados, 
de los cuales casi la totalidad correspon-
dieron a familiares -principalmente hijos 
casados o en pareja, y parientes no hijos- 
(Rodríguez y Tironi: 1987), lo cual promovió 
la co-existencia de dos hogares dentro de 
un lote. Esta situación no cambiaría mu-
cho durante toda la década de los ochen-
ta, cuando, según estadísticas de encuesta 
CASEN 1992, el 42% de los hogares del país 
se encontraba en condición de allegamien-
to (Cummings y Di Pasquale: 1997). 

En el marco del desarrollo del rol subsidia-
rio del Estado, la vivienda es definida como 
“un bien que se adquiere con el esfuerzo de 
la familia para el ahorro y aportes del Estado 
a través del subsidio” (Sugranyes: 2005, 29), 
a la cual se accede vía postulación a subsi-
dio, previa verificación de capacidades de 
ahorro y endeudamiento. Conformándose 
una triangulación entre ciudadanos/pos-
tulantes, Estado y entidades financieras, 
que aglutina componentes de ahorro, sub-
sidio y crédito (Sugranyes: 2005, 30), se es-
peraba garantizar la provisión de vivienda 
a la demanda de los sectores más pobres 
(primer y segundo quintil). Sin embargo la 
nueva política habitacional tardó en des-
plegarse con vigor, pues como han señala-
do distintos autores, tanto la crisis econó-
mica de 1981-82 como la lenta entrada de 
las empresas inmobiliarias –por la descon-
fianza en las condiciones contractuales y 
los márgenes de utilidad de las inversio-
nes-, pusieron obstáculos a la construcción 
de viviendas para sectores populares (Kus-
netzoff: 1987; Rojas: 2001; Sugranyes: 2005). 
Tal como señala Navarro (2005), mirando 
retrospectivamente, el modelo chileno de 
subsidio a la demanda es el primer progra-
ma en que el Estado juega el rol de dinami-
zar al mercado inmobiliario. 

Si bien la administración de Pinochet apli-
có sus principios y logró que el sector priva-
do se convirtiera en el gran desarrollador 
inmobiliario metropolitano, se mantuvo 
la tradición subsidiaria. Soto (1988) señala 
que entre 1979 y 1985 el 79% de las viviendas 
construidas eran elegibles para postular a 
un subsidio estatal, lo cual fue calificado 
como algunos autores como el “triunfo del 
pragmatismo por sobre el principio teórico” 
(Gilbert: 1993, 72), en cuanto un gobierno 
de principios neoliberales funcionó como 
el principal garante y financista del acceso 
a la vivienda de familias de distintos estra-
tos socioeconómicos. 

Gilbert (1993) señala que lo que ayudó al 
gobierno militar a alcanzar a los hogares 
más pobres fue la decisión de reducir el 
tamaño de los bienes inmuebles -tanto el 
de los lotes, como el de las viviendas-, a lo 
que hay que agregar la opción de comprar 
suelo a bajo costo en la periferia, lo cual es 
consecuencia de la lógica desplegada por 
los desarrolladores inmobiliarios privados 
de la época.  

En el periodo de expansión económica 
ocurrido entre 1976 y 1981, una proporción 
importante de inversores privados entra-
ron al mercado del suelo, desarrollando 
estrategias de especulación inmobiliaria  
que congelaron al mercado de viviendas 

Sistema Llave en Mano. (Quinta Normal, Stgo.)
Fuente: MINVU (1979) Sistema Llave en Mano.
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en áreas periféricas (en espera de una bue-
na operación de rentabilidad del suelo). La 
retasación de los bienes raíces durante la 
crisis de 1975, así como modificaciones al 
régimen tributario de 1976, expresada en 
medidas como la reducción del impues-
to a la compra-venta y la eliminación del 
impuesto a la ganancia proveniente de la 
valorización del suelo para personas fuera 
del rubro inmobiliario, funcionaron como 
incentivos a la especulación inmobilia-
ria (Kusnetzoff: 1987; Simioni y Arriagada: 
2002). 

Simultáneamente  el sector inmobiliario 
se desplegó sobre el sector oriente de la ca-
pital, en áreas residenciales y comerciales 
destinadas a sectores de ingresos medios 
y altos (Sabatini: 1983; Geisse et. al.: 1984; 
Kusnetzoff: 1987) , lo que queda evidencia-
do en los volúmenes de inversión pública 
y privada. Se ha señalado que en el periodo 
comprendido entre 1965 y 1975, la comuna 
de ingresos más elevados, Las Condes, “con 
sólo el 8% de la población metropolitana, 
concentró el 42% de las inversiones públi-
cas en vialidad urbana local (interna de las 

comunas) realizadas entre 1965 y 1975 (ex-
cluyendo carreteras regionales que cruzan 
la ciudad y anillos de circunvalación metro-
politana) y el 20% del total de inversiones 
de vialidad de la ciudad”. (Geisse y Sabati-
ni: 1988, 674). Esto además quedó reflejado 
en el aumento de los precios promedio del 
suelo al interior de la comuna, los cuales 
pasaron de ser siete veces mayores a las 
comunas de bajos ingresos en 1965, a una 
relación 22 a 1 en 1975. 

Acompañando el desarrollo inmobiliario 
residencial, se desplegó con fuerza la in-
versión en emprendimientos comerciales, 
sobre los cuales se profundizará más ade-
lante. Potenciando la dispersión desigual 
de lo moderno por la ciudad, la instalación 
de centros comerciales en el sector oriente 
de la capital –tales como la proliferación 
de caracoles  y la construcción del Shop-
ping Los Cobres de Vitacura (1977) , el Cos-
mocentro Apumanque (1981) y el Mall Par-
que Arauco (1982)-, se constituyeron como 
expresiones del éxito de la denominada 
“revolución silenciosa” (expresión tomada 
del título del libro de Lavín (1987), citada en 

Centro Comercial Eve (Vitacura, Stgo.)
Fuente: Revista ARS (4) , Agosto 1981
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Cáceres y De Simone (2009)). 

Al mismo tiempo que esto ocurría, el go-
bierno militar desarrollaba una de sus 
políticas habitacionales más resonantes, 
criticadas y controvertidas. El programa 
de erradicación de residentes de áreas cen-
trales y pericentrales de la ciudad hacia la 
nueva periferia configuró una movilidad 
residencial forzada de los sectores popula-
res, vaciando paños de alto valor en áreas 
de mayores ingresos y entregando solucio-
nes habitacionales en áreas alejadas del 
centro de la ciudad, la mayor de las veces 
desprovistas de bienes, servicios y ameni-
dades. 

El régimen definió a través del D.L. 2.552 
de 1979 los programas de viviendas socia-
les referidos a resolver el problema de la 
marginalidad habitacional, distinguiendo 
entre programas de radicación y de erra-
dicación. Los primeros apuntaban a cam-
pamentos sin problemas de propiedad en 
los títulos de dominio, así como aquellas 
urbanizaciones –aunque fuesen precarias- 
beneficiadas por el programa Operación 
Sitio una década antes. Mientras tanto, los 
programas de erradicación estaban desti-
nados a allegados, así como residentes de 
conventillos y de campamentos con pro-
blemas de propiedad del suelo o que estu-
vieran en condiciones de insalubridad, y a 
arrendatarios por piezas (De la Puente et. 
al.: 1989). 

Las cifras oficiales hablaban de 340 cam-
pamentos en la Región Metropolitana, de 
los cuales 273 serían erradicados –repre-
sentando a 37.597 familias- y 67 serían ra-
dicados -14.200 familias- (Molina: 1985). 
Otras estadísticas cifraron, para 1979 en 
la Región Metropolitana, la existencia de 
253 campamentos, que agrupaban cerca 
de 52.317 familias, de las cuales el 42,2% 
fueron radicadas, mientras que el 57,8% 
fueron erradicadas de sus lugares de resi-
dencia en el periodo 1979-85 (Ducci et al.: 
1989). Otros datos hablan de la erradica-
ción de 139 campamentos para el periodo 
1980-87, y la construcción de 53.322 unida-
des habitacionales localizadas en su ma-

yoría en comunas periféricas de Santiago 
(De la Puente et. al.: 1990). Las disparidades 
en las estadísticas muestran a los campa-
mentos como una realidad dinámica, que 
experimentaban sucesivas modificaciones 
asociadas, por ejemplo, a la llegada de alle-
gados por el conocimiento de una futura 
erradicación y la consecuente obtención 
de una vivienda definitiva. 

En principio la erradicación de campa-
mentos era decidida en función a criterios 
como la propiedad del suelo, la existencia 
de riesgos potenciales o la incompatibili-
dad con los planos reguladores. Sin embar-
go, en algunas áreas de la ciudad –sobreto-
do centrales y de residencia de sectores de 
ingresos medios y altos- los criterios que 
primaron fueron la imagen de la comuna 
y el valor del suelo, apuntando a futuras 
urbanizaciones comerciales y/o residen-
ciales para segmentos medios y altos de la 
sociedad santiaguina de la época (Rodrí-
guez e Icaza: 1993). 

Si bien, las condiciones físicas de sus vi-
viendas -estándares y calidad constructiva- 
mejoraron para una proporción importan-
te de las familias erradicadas , la política de 
traslado masivo de habitantes de sectores 
populares hacia otras áreas de la ciudad 
potenció la diferenciación entre comunas 
ricas y pobres, como afirman Morales y 
Rojas (1987), generando una polarización 
en la situación socio-comunal. Estadísti-
cas muestran que el 81,1% de los traslados  
(21.323 familias) fueron movimientos in-
tercomunales, mientras que sólo un 18,9% 
de las familias (4.968) se mantuvieron en 
la misma comuna (Molina: 1985).  Los pro-
gramas de erradicación potenciaron la se-
gregación residencial, ya detectada en la 
época, a través del incremento de áreas re-
sidenciales para “marginados”. Al respecto 
Wilson (1988, 261) afirma que “los progra-
mas de radicación y erradicación de fami-
lias pobladoras que suman más de cincuen-
ta y siete mil entre 1979 y 1985, (…) junto con 
legalizar la situación habitacional y mejo-
rar algunos aspectos de la vivienda (caseta 
sanitaria, vivienda básica), ha significado la 
pérdida de oportunidades de trabajo, incre-
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mento de los gastos de locomoción y tiem-
po, y el desarraigo de la red de relaciones so-
ciales en la cual la familia estaba inserta y 
les facilitaba la sobrevivencia en momentos 
de crisis económica”.  

Con el programa de erradicación – así como 
por la acción de la nueva división adminis-
trativa comunal de la Región Metropolita-
na llevada a cabo por CONARA (Comisión 
Nacional de Reforma Administrativa) a 
principios de la década de los ochenta - las 
principales comunas receptoras vieron 
agravados sus déficit en infraestructura y 
servicios municipales, tales como la salud 
primaria y la educación escolar, al mismo 
tiempo que se encarecían sus gastos en 
alumbrado público, recolección de basura, 
asistencia social y beneficios comunita-
rios.
 
Distintos investigadores de la época ejem-
plificaron esta situación, tal como el caso 
de Schkolnik (1986), quien afirmó que la di-
visión de la antigua comuna de La Cisterna 
en dos comunas segmentaría a los sectores 
residenciales de clases medias (La Cisterna) 
y las poblaciones de clases populares (los 
asentamientos José María Caro, Lo Sierra y 
Las Acacias formarían la nueva comuna de 
Lo Espejo), produciendo una disminución 
del gasto por habitante asignado a éstas 

últimas. Del mismo modo Molina (1985) 
señaló que, mientras que los municipios 
más pobres de la ciudad (receptores) veían 
los incrementos de sus gastos fijos, los mu-
nicipios más ricos (expulsores) subutili-
zaban su infraestructura ya consolidada, 
tal como los casos del cierre de la Escuela 
F-247 de Vitacura -que, al ser erradicado 
el campamento Tabancura, dejó de tener 
alumnos- y de los consultorios de Las Con-
des, que siguieron por largo tiempo siendo 
utilizados por los habitantes erradicados a 
distintas nuevas poblaciones localizadas 
en la comuna de La Pintana.

Uno de los problemas principales del pro-
grama de erradicación fue, según Wilckens 
(1986, 184), que agrupaban en una misma 
solución habitacional a estratos sociales 
con distintas capacidades y niveles so-
cioeconómicos, “sin complementar estas 
medidas con acciones que permitan optar 
a soluciones más favorables en términos de 
accesibilidad y distancia a las fuentes labo-
rales como en cuanto a la estructura social 
de los barrios”. Esto queda en evidencia en 
la caracterización de la autora a las condi-
ciones de los nuevos barrios de erradica-
ción localizados en Cerro Navia, ubicados 
en el extremo sur poniente de la comuna 
–las poblaciones El Cambucho, Santa Elvi-
ra y Las Canchas fueron construidas fuera 

Población José María Caro (Lo Espejo, Stgo.),
Fuente: Schkolnik, M. (1986) Sobrevivir en la población José M. Caro y Lo Hermida
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del límite del área construida-. Si bien la 
comuna tenía una situación aceptable en 
cuanto a la cobertura en educación básica, 
no disponía de educación pre-escolar, sus 
consultorios tenían su capacidad copada, 
y los residentes de estos nuevos barrios 
sufrían serios problemas de accesibilidad 
a los servicios públicos básicos de la co-
muna, así como a las áreas comerciales 
–situación remedada sólo en parte con la 
creación de emprendimientos comerciales 
por parte de los mismos vecinos al interior 
de las poblaciones-. 

En las dos comunas donde se localizan am-
bos casos de estudio, ocurrieron cuestio-
nes disímiles entre sí. Mientras que Macul 
erradicó a 823 familias fuera de la comuna, 
sin recibir a ninguna familia, Cerro Navia 
erradicó a 1.153 familias fuera de la comuna, 
y recibió a 1.164 (Molina: 1985). Este último 
dato es indicativo de la falta de planifica-
ción del programa, pues, erradicó fuera de 
la comuna a personas que podrían haber 
sido relocalizados al interior de terrenos 
del mismo municipio. 

Tal como afirmaron investigaciones de la 
época (Molina: 1985; Wilckens: 1986), los 
programas de erradicación tuvieron con-
secuencias negativas a nivel de hogares 
para parte de la población afectada, en 
cuanto exigía adaptarse a un ambiente 
nuevo -en ocasiones hostil-, desconectarse 
de las redes de información, asistencia y 
empleo que disponibles en el barrio ante-
rior, y añadir costos adicionales asociados 

a los mayor cantidad de desplazamientos 
necesarios para asistir a empleos, escuelas 
o áreas comerciales. 

Acciones de mejoramiento y conso-
lidación de las actuales áreas peri-
centrales durante la década de los 
ochenta

Sin embargo, el programa de erradicación 
no fue el único desarrollado en la época; 
simultáneamente a la ejecución de esta 
política al interior de la Región Metropo-
litana, el Estado chileno diseño y ejecutó 
programas de radicación y mejoramiento 
de barrios populares ya regularizados. De 
los 340 campamentos existentes en 1979, 
67 de ellos fueron radicados (19,7%), en los 
cuales residían 14.200 familias (27,4% del 
total de familias residentes en este tipo de 
asentamientos irregulares) (Molina: 1985). 
El programa de radicación, en sus comien-
zos establecía el saneamiento de los cam-
pamentos, consistente en la entrega de 

% Total Familias 
Erradicadas

Principales Comunas Receptoras al interior 
de Región Metropolitana (1979-1985) 

COMUNA

La Pintana

San Bernardo

Renca

El Bosque

Cerro Navia

San Ramón

Puente Alto

La Granja

Número de 
Familias

1.217

1.250

1.743

1.982

2.907

3.012

5.969

1.164

4,6

4,8

6,6

7,5

11,1

11,5

22,7

4,4

Fuente: Elaboración Propia en base a Molina (1985) Fuente: Elaboración Propia en base a Molina (1985)

Campamentos Erradicados y Radicados en 
la Region Metropolitana (1979-1985)

Campamentos

Familias

Erradicación
80,3%

Erradicación
72,6%

Radicación
19,7%

Radicación
27,4%
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títulos de dominio de los terrenos –cuya su-
perficie mínima era de 100 mt2- y en la ur-
banización de los mismos –alcantarillado, 
agua potable, electrificación e infraestruc-
tura vial mínima-, contemplando además 
la construcción de casetas sanitarias de no 
menos de 6 mt2 –baño con W.C., lavama-
nos y ducha, cocina con lavaplatos y lava-
dero exterior- (Molina: 1985).  Suponiendo 
que las dos grandes barreras ya estarían 
levantadas –no posesión de terreno y falta 
de urbanización- las familias estarían ya 
en condiciones de construir por si mismas 
los espacios faltantes de sus viviendas. 

Dentro de las políticas de mejoramiento 
urbano desarrolladas por el Estado chile-
no, el Programa de Mejoramiento de Ba-
rrios (PMB) ocupó un destacado rol dentro 
de los programas sociales orientados a 
consolidar definitivamente las unidades 
de viviendas –en su mayoría unidades au-
toconstruidas o de desarrollo progresivo- y 
dotar de infraestructura a áreas metropo-
litanas centrales cuyo principal atributo es 
la localización relativa a las oportunidades 
de la ciudad. 

Desde 1982 los municipios fueron faculta-
dos “para elaborar, desarrollar y ejecutar 
programas de construcción de viviendas 
económicas y de infraestructuras sanita-
rias, destinadas a resolver problemas de 
marginalidad habitacional” (Greene et al.: 
1991, 11), implementándose así desde el 
Ministerio del Interior distintos progra-
mas, tales como el Programa de Lote con 
Servicios, el de Saneamiento Básico y el de 
Mejoramiento de Barrios, que en conjun-
to dan forma al PMB, cuyo fin era dotar de 
bienestar individual a los hogares,  a través 
del mejoramiento en las condiciones de la 
vivienda, y consolidar lugares de la ciudad 
que carecían de infraestructura mínima 
para así “elevar los niveles de servicios bási-
cos fundamentales para lograr un desarro-
llo armónico de la ciudad y su población”  
(Hidalgo: 1993, 82). 

Apuntando al déficit habitacional cualita-
tivo, el programa buscaba así reducir las 
diferencias territoriales de infraestructura 
y consolidar los espacios ya urbanizados 
de la ciudad, aunque sin poner demasia-
do énfasis a otras cuestiones vinculadas al 

Población Lo Hermida (Peñalolén, Stgo.),
Fuente: Schkolnik, M. (1986) Sobrevivir en la población José M. Caro y Lo Hermida
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habitar urbano, tales como la dotación de 
equipamiento y el efecto de contigüidad 
en sociedades clasistas.  

En su origen los PMB nacen como solución 
a las 190.000 familias urbanas y 92.000 
familias rurales que habitaban en situa-
ción de extrema pobreza. Estas familias 
carecían de “las condiciones sanitarias mí-
nimas y en la gran mayoría de los casos, sin 
ser propietario del sitio en que vivían. Esta 
situación se reflejaba en una importante 
proporción de patologías, en especial enfer-
medades infantiles, a la que se añadía una 
situación de inseguridad respecto al futuro, 
por no existir una estructura de propiedad 
(…) Estos factores en conjunto a la carencia 
de trabajo, equipamientos comunitarios, 
educacionales, infraestructura vial míni-
ma, etc., constituyen una parte importante 
del ciclo de la pobreza generando un mar-
co de deterioro de la calidad de vida, que 
se refleja en consecuencias espaciales, tales 
como disfunciones familiares, carencia de 
filiación y autoestima, desorganización so-
cial, etc. y en consecuencias físico-espacia-
les, como un retardo del proceso de desarro-
llo progresivo, tanto de la unidad vivienda 
como del conjunto residencial” (Sepúlveda 
et al.: 1992, 18). 

A esto último hay que agregar la lenta con-
solidación de áreas completas de la ciudad, 
cuya geografía de oportunidades estaba 
inmensamente menos dotada que aque-
llos sectores en donde habitaban los estra-
tos sociales que percibían mayores ingre-
sos y detentaban mayor patrimonio.  

Como señala Hidalgo (1996, 32), el objetivo 
de los PMB “está relacionado con la solución 
sanitaria y la dotación de la infraestructu-
ra necesaria para consolidar en términos 
urbanos los lugares asociados a los cam-
pamentos y antiguas Operaciones Sitio”. 
Para dar cumplimiento a estos objetivos el 
PMB permite instalar redes residenciales 
de agua, alcantarillado, electricidad y oca-
sionalmente de gas, regularizar loteos con 
pavimentación mínima, construir casetas 
sanitarias y entregar títulos de dominio a 

los beneficiarios (Greene et al.: 1991). Las 
soluciones que brinda el programa están 
pensadas tanto a escala de viviendas –ca-
setas sanitarias a las cuales se adosan las 
viviendas con el fin de consolidar la casa 
habitación-, como a escala de barrio y ciu-
dad –redes de infraestructura urbana-, in-
tentando mitigar el déficit habitacional 
cualitativo y brindar soluciones flexibles 
a las distintas necesidades familiares (Hi-
dalgo: 1996). 

Los programas de casetas sanitarias in-
tentaron consolidar definitivamente las 
viviendas construidas en periodos ante-
riores –la mayoría de ellas autoconstrui-
das- y urbanizar sus respectivos emplaza-
mientos. Como señala Hidalgo (1993, 57), 
“la urbanización asociada a los programas 

TOTAL

Casetas sanitarias construidas en comunas 
del Gran Santiago (1979-1992)

COMUNA Total Construido
% respecto al total 

Gran Santiago

Peñalolén

La Pintana

San Bernardo

Recoleta

Maipú

La Florida

Renca

El Bosque

Cerro Navia

San Ramón

Huechuraba

Puente Alto

Lo Prado

Pudahuel

Conchalí

La Granja

Macul

Lo Espejo

San Joaquín

Estación Central

Quinta Normal

La Cisterna

Quilicura

Independencia

5.392

4.453

3.474

3.573

4.232

4.363

2.507

2.973

3.267

1.906

2.053

2.135

2.289

771

1.146

1.549

707

30

71

132

150

532

568

591

48.801

10,92

9,12

7,12

7,32

8,67

8,94

5,14

6,09

6,69

3,91

4,21

4,37

4,69

1,58

2,35

3,17

1,45

0,06

0,15

0,27

0,31

1,09

1,16

1,21

100

Fuente: Elaboración Propia en base a Hidalgo (1993)
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de casetas sanitarias, ha estado vinculada 
a la construcción de redes públicas que per-
mitan dotar a cada sitio de agua potable, 
alcantarillado sanitario y energía eléctrica. 
Además, dadas las características singula-
res de cada lugar, si las aguas lluvias no es-
curren en forma superficial se contempla la 
construcción de un alcantarillado pluvial. A 
su vez se dota al loteo de una infraestructu-
ra vial mínima, que según las condiciones 
naturales, va desde calzadas de tierra hasta 
de asfalto u hormigón”. 

Con el apoyo financiero del Banco Intera-
mericano del Desarrollo (BID), el Ministe-
rio del Interior alojó dentro de su estructu-
ra este programa de mejoramiento barrial 
–en parte por la negativa del Ministerio 
de Vivienda de desarrollar programas de 
mejoramiento en desmedro de viviendas 
definitivas (Gilbert: 2002)-, cuyo impacto 
alcanzó a 48.801 soluciones en el Gran San-
tiago entre 1979 y 1992, las cuales apun-
taron primero, en el periodo 1979-87, a la 
solución sanitaria de los campamentos, y 
luego, entre 1988 y 1992 a la construcción 
de casetas en antiguas Operaciones Sitio 
(Hidalgo: 1993). 

Según Prado (2010) el BID financió entre 
1982 y 1998 cuatro grandes préstamos al 
Estado chileno destinados al mejoramiento 
de barrios. El primero de ellos (1982-86) fue 
de $USD 120,5 MM, destinados a vialidad 
urbana, habilitación de sistemas de agua 
potable y lotes con servicio para población 
urbana. El segundo de ellos (1987-90) fue 
de $USD 90 MM, destinados también a in-
fraestructura urbana y adicionalmente a la 
construcción de casetas sanitarias (40.000 
lotes). El tercer préstamo (1990-1994) fue 
de $USD 100 MM y continuó con las tareas 
comenzadas en el periodo anterior, mien-
tras que el cuarto y último préstamo (1994-
1998) sirvió para urbanizar 50.000 lotes 
con servicio básico, tanto recién construi-
dos, como ya consolidados.

Atendiendo primero a la periferia creada 
en la década de los ochenta con las políti-
cas de producción de vivienda social (Pro-
grama de Vivienda Básica) –han existido 
fuertes críticas a este programa de mejo-
ramiento, pues habría servido a consolidar 
las planes de erradicación de personas re-
sidentes en áreas donde el valor del suelo 
era alto (Gilbert: 2002)-, luego el progra-

COMUNA

Cerro Navia

Peñalolén

La Pintana

San Ramón

Lo Prado

La Florida

Huechuraba

La Cisterna

Maipú

Renca

El Bosque

Pudahuel

Conchalí

Macul

Recoleta

Independencia

TOTAL

Total Soluciones 
% respecto a total 
del Gran Santiago

Soluciones 
saneadas

% saneadas respecto 
al total comunal

17,3 63,54

6.420

5.439

5.299

4.364

4.184

3.801

3.470

3.249

2.067

1.055

1.014

746

467

418

86

50.881

8.802 5.593

Saneamiento en antiguas Operaciones Sitio
Comunas del Gran Santiago (1979-1982)

12,62

10,69

10,41

8,58

8,22

7,47

6,82

6,39

4,06

2,07

1,99

1,47

0,92

0,82

0,17

100

1.980

2.489

2.867

2.038

748

1433

2346

2056

595

305

701

99

106

263

62

23.676

30,84

45,76

54,1

46,7

17,88

37,7

67,61

63,28

28,79

28,91

69,13

13,27

22,7

62,92

72,09

46,53

Fuente: Elaboración Propia en base a Hidalgo (1993)
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ma se enfocó en dotar de infraestructura 
a las áreas pericentrales de la capital, allí 
en donde sólo se había desplegado la ha-
bitación autoconstruida y los municipios 
habían sido incapaces de financiar la cons-
trucción de infraestructura sanitaria. Esta 
incapacidad municipal puede entenderse 
en parte por la falta de recursos disponi-
bles así como por las capacidades de ges-
tión instaladas en cada gobierno local, en 
parte por las desigualdades presupuesta-
rias e inequidades en el manejo de recur-
sos a nivel metropolitano. 

Algunos años luego de la ejecución de los 
programas de radicación y erradicación en 
Santiago comenzaron las evaluaciones a 
ambas políticas. De la Puente et al. (1990)  
encontraron que en ambos casos existe in-
satisfacción por parte de los beneficiarios 
respecto a las viviendas asignadas, aunque 
menor entre quienes recibieron casetas sa-
nitarias y casas pareadas, en cuanto den-
tro de su diseño permitían ser ampliadas. 
La mayoría de los erradicados evaluó su 
situación positivamente respecto a lo que 
tenían antes, sin embargo, se declararon 
dispuestos a cambiarse de residencia si es 
que esto hubiera sido posible. 

La política de provisión de vivienda diri-
gida desde el Estado sufrió un giro desde 
1985. Desde 1975 el gobierno había redu-
cido sostenidamente su gasto en el sector 
de vivienda, llegando a ser en 1983 el 42,1% 
del gasto de 1970, y el déficit de vivienda 
se había acrecentado a finales de 1984 a 
840.000 viviendas, lo que representaba a 
cerca del 30% del total de familias del país 
(Castañeda y Quiroz: 1986). Como se des-
cribió anteriormente, el problema de la 
asignación de recursos y la focalización del 
gasto no se intentó de resolver sino hasta 
después de la recesión de 1982, cuando el 
30% más pobre de la población recibió el 
50% de los subsidios disponibles, deriva-
dos de los programas de viviendas básicas 
y de lotes con servicios, así como por el 
término del “sistema de postulantes” que 
beneficiaba especialmente a los estratos 
medios (Castañeda y Quiroz: 1986). Tras el 
nombramiento de Collados, ex-ministro 

de Vivienda de Frei Montalva y presidente 
de la Cámara Chilena de la Construcción, 
como ministro de Vivienda y Urbanismo, 
la promulgación de la nueva política de 
desarrollo urbano de 1985 (Bravo: 1993) y 
el terremoto de la zona central ocurrido 
en el mismo año, se replanteó el modelo 
de construcción de viviendas, enfocándolo 
hacia la reducción del déficit. 

Este proceso tuvo fuertes implicancias 
tanto para la forma urbana metropolita-
na como para los modos del habitar de las 
familias populares. Skewes (2005, 103) se-
ñala que la política de vivienda significó 
“el éxodo masivo de personas desde asen-
tamientos irregulares a viviendas sociales, 
una verdadera colonización de la periferia 
urbana por ciudadanos trasplantado desde 
viviendas precarias, patios traseros y cam-
pamentos (…) pero no es sólo un flujo espa-
cial, es también el tránsito desde una forma 
de sociedad a otra que se expresa de modo 
irregular, impreciso y matizado por las vici-
situdes de historias personales desarraiga-
das de sus mundos de vida y trasplantadas 
a nuevos escenarios”. 

La nueva política habitacional, sostenida 
en el sistema de subsidios a la demanda, 
logró construir cerca de 220.000 unida-
des desde principios de los ochenta en un 
área de 2.500 hectáreas, en las cuales resi-
de aproximadamente un millón de perso-
nas, con una densidad de 400 personas por 
hectárea (lo que representa cinco veces el 
promedio de la ciudad) (Rodríguez: 2004). 
Si bien el problema del déficit tendió a re-
ducirse progresivamente y la calidad de la 
construcción de las viviendas fue mejoran-
do gradualmente durante los gobiernos 
democráticos –probablemente el punto 
de inflexión sea la inundación de las casas 
Copeva en el invierno de 1997, que dejó al 
descubierto las fallas de fiscalización en el 
aseguramiento de la calidad de la construc-
ción de viviendas sociales-, la localización 
se mantuvo como un problema sin resolver 
hasta entrada ya la presente década (Podu-
je: 2000; Rodríguez y Sugranyes: 2005).  Así, 
la instauración de barrios de bajos recur-
sos, pobremente equipados y socialmente 
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Condominios Cerrados en Maipú (Santiago), Octubre 2009. 
Fuente: Elaboración Propia 

segregados, en donde el paisaje está for-
mado por “viviendas pequeñas, hacinadas, 
de mala calidad, con un diseño que no con-
templa su ampliación, en terrenos desvin-
culados de la trama urbana de su entorno 
inmediato, sin mantenimiento” (Rodríguez: 
2004), radicalizó la inseguridad económica 
y laboral de una proporción importante de 
sus residentes, trayendo consigo una serie 
de patologías sociales asociadas (Smolka y 
Sabatini: 2000). 

En definitiva, tal como han afirmado diver-
sos autores, las vastas zonas homogénea-
mente pobres han limitado la disponibili-
dad de oportunidades para sus residentes, 
las viviendas, en su mayoría de mala cali-
dad, no han tenido mercados de compra-
venta dinámicos para aquellos núcleos fa-
miliares que han aumentado sus recursos 
y desean cambiarse de vivienda y barrio, y 
el acceso individual a los subsidios habita-
cionales ha dificultado la construcción de 
redes sociales vecinales y de mecanismos 
de control social internos (Salcedo et al.: 
2009).

Gobiernos democráticos y políticas 
subsidiarias: ¿recuperación del rol 
activo del Estado en el desarrollo ur-
bano? ¿Fortalecimiento de la acción 
privada sobre la configuración del te-
rritorio? ¿Todas las anteriores?

Dentro del periodo en el que está circuns-
crita la presente investigación (1990-2010) 
ocurrieron cambios significativos en la di-
námica inmobiliaria de las áreas centrales 
de Santiago, relacionadas con la creación 
de nuevos productos orientados a segmen-
tos de mercado que antes no se consti-
tuían como una demanda consolidada. Sin 
embargo, por lo menos hasta mediados de 
la década de los noventa en las áreas próxi-
mas al centro de la ciudad se mantuvieron 
bajos los precios del suelo y deprimidos los 
mercados de compra-venta de propieda-
des inmuebles (Harms: 1997). La excepción 
a esto fue el cono de alta renta ubicada en 
el sector nor-oriente de la capital, donde 
aumentaron los precios del suelo tanto por 
las expectativas de reconversión del suelo 
para usos comerciales y financieros –en 
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lo que algunos autores han denominado 
el efecto ciudad global (Harms: 1997)-, vía 
densificación en altura de los proyectos re-
sidenciales –que ya venía desplegándose 
desde la década anterior-. 

Asimismo la acelerada construcción de 
viviendas sociales y la rápida expansión 
residencial en baja densidad -barrios ce-
rrados- en la periferia de la ciudad modi-
ficaron el patrón residencial. Ambos casos 
estuvieron presente en distintas comunas 
de la capital (Pudahuel, Lo Barnechea, Mai-
pú, Huechuraba, La Florida, Puente Alto, 
San Bernardo y Quilicura), en las cuales el 
parque habitacional se expandió en más 
de un 30% entre 1992 y 1998, y la llegada 
de nuevos residentes –en algunos caso ex-
plosiva-  propició la diferenciación interna 
de los precios medios del suelo como ex-
presión de las demandas de grupos socia-
les de distinto nivel de ingresos percibidos 
(Arriagada: 2004). Una serie de cambios 
apoyaron la expansión de la industria in-
mobiliaria, tanto por el lado de la oferta 
como por el de la demanda; reformas fi-
nancieras y flexibilizaciones en las políti-
cas cambiarias, así como la consolidación 

del sistema crediticio orientado a la com-
pra de bienes inmuebles reforzaron “la as-
piración histórica de la familia chilena por 
poseer una casa propia y la preferencia ge-
neralizada por viviendas unifamiliares en 
baja densidad, [que] ha llevado consecuen-
temente al aumento en la demanda por ca-
sas aisladas” Stockins: 2004, 86).  

Dentro del Gran Santiago se ha venido mo-
dificando progresivamente el patrón de se-
gregación metropolitano, en base a “la rup-
tura del confinamiento de los grupos altos 
y medio-altos en los “barrios altos” (Brain 
et al.: 2007, 2-3), ya sea a través de la cons-
trucción de condominios cerrados en otras 
áreas de la ciudad, inclusive de la periferia 
popular, como por la densificación en altu-
ra en torno a algunos ejes corredores de las 
comunas pericentrales de la ciudad. La lle-
gada de residentes con un poder adquisi-
tivo promedio mayor que el pre-existente 
atrajo inversiones de otro tipo, asociadas 
tanto a servicios (clínicas y servicios de 
salud privados, colegios particulares, su-
cursales bancarias) como a centros de con-
sumo (supermercados, shopping centers y 
últimamente strip centers). 

Centros comerciales, línea de Metro y edificación en altura en eje consolidado de Gran Avenida (San Miguel, Santiago)
Fuente: Revista Foco 76 (3) Ene.-Feb.-Mar. 2007. 
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Residentes de distintas comunas de las 
áreas pericentrales de la capital –así como 
los de áreas periféricas- se han visto be-
neficiados por la llegada de la inversión 
privada, tanto por la instalación de algu-
nas de estas instituciones en forma aisla-
da dentro de la trama urbana, como por 
la creación de mega-complejos urbanos, 
que como centros comunales sustitutos, 
han logrado proveer de bienes, servicios e 
infraestructura a lugares desprovistos de 
ellos. Ejemplos de esto son algunos centros 
comerciales que en su interior han insta-
lado galerías de arte y salas de concierto, y 
supermercados en los que existen farma-
cias y centros de pago. Si bien esto no signi-
fica que la población de menores ingresos 
del Gran Santiago participe activamente 
de estos escenarios de consumo –la persis-
tencia de los mercados persas y las ferias 
libres son explicativos de esto-, si puede 
afirmarse que la expansión del crédito los 
ha acercado al consumo, al mismo tiempo 
que han encontrado en algunos de estos 
artefactos urbanos (De Mattos: 2002) espa-
cios de esparcimiento y desenvolvimiento 
de prácticas y culturas alternativas a las 
que a primera vista se esperaría encontrar 
(Stillerman y Salcedo: 2010).  

Respecto a la acción estatal de mejora-
miento urbano, es posible advertir que 
desde comienzos de los noventa los suce-
sivos gobiernos, a través de los Ministe-
rios Sectoriales, han intentado invertir con 
fuerza en políticas urbanas que dotasen de 
equipamiento, áreas verdes, vialidad y pa-
vimentación (Simioni y Arriagada: 2002).  
Programas urbanos, tales como el de Pavi-
mentos Participativos (1994), nacen en este 
periodo, al igual que el Fondo Nacional de 
Desarrollo Regional (FNDR) cuyo objetivo 
es focalizar el gasto público en los sectores 
más vulnerables de la población, a través 
de proyectos de vialidad e infraestructura 
educacional, médica y sanitaria.  

Este aumento en el gasto público fue pen-
sado muy probablemente como manera 
de equiparar las condiciones de bienestar 
de las distintas comunas del territorio na-

cional, las cuales no lograban equilibrarse 
solamente con la acción del Fondo Común 
Municipal. Este último, creado en 1979 
como parte del paquete de reformas aso-
ciadas a la Ley Orgánica Municipal, busca-
ba, a partir de aportes de las comunas de 
mayores ingresos, generar una redistribu-
ción horizontal de los recursos. 

Simioni y Arriagada (2002), en su investi-
gación acerca de la dinámica de valoriza-
ción del suelo al interior del Gran Santiago, 
analizan las disparidades en la distribu-
ción geográfica del gasto y la inversión mu-
nicipal para el periodo 1992-1997. Mientras 
que en comunas en donde los precios del 
suelo son más altos (Las Condes, Vitacura, 
Providencia, Ñuñoa, Santiago) los ingresos 
propios derivados de impuestos prediales 
aumentaron en un 79%, en las comunas 
interiores donde se localizan los casos de 
estudio los incrementos fueron menores, 
viéndose incluso Macul (19,4%) menos fa-
vorecido que Cerro Navia (22,1%), aunque 
con la densificación de la primera en los 
últimos años probablemente la tendencia 
se haya revertido. 

Sin embargo, si se observan las cifras ab-
solutas puede destacarse que las diferen-
cias entre los municipios ricos y los pobres 
es abismante; mientras que Cerro Navia 
aumentó sus ingresos por este ítem des-
de 5.387 UF hasta 6.578 UF, la municipali-
dad de Las Condes lo hizo desde 363.590 
UF hasta 898.266 UF. Así, mientras que en 
1992 los ingresos de Las Condes eran 67,4 
veces los de Cerro Navia, en 1997 lo eran 
136,5 veces. Este aumento en la brecha dife-
rencial también fue sufrido por Macul, que 
en 1992 percibía 9,2 veces menos ingresos 
por contribuciones (39.457 UF) y en 1997 su 
diferencia con Las Condes era de 19,07 ve-
ces. 

Si se observan las tendencias inmobilia-
rias de la década de los noventa en el Área 
Metropolitana del Gran Santiago pueden 
observarse disparidades similares a las 
encontradas en los diferenciales de gasto 
e inversión municipales. Como señalan 
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Rodríguez y Winchester (2004) para el pe-
ríodo 1990-98, la distribución de la inver-
sión inmobiliaria tendió a concentrarse 
en menos de la mitad de las comunas de 
la Región, ya que en cuatro comunas (Las 
Condes, Santiago, Puente Alto y Maipú) 
se concentraron casi el 50% de los metros 
cuadrados construidos, y en quince de ellas 
casi el 90%. Siguiendo dos modelos arque-
típicos –densificación en altura, extensión 
en baja densidad-, el mercado inmobiliario 
descreyó de las áreas pericentrales como 
zonas en donde podrían construir produc-
tos atractivos que les asegurasen la renta-
bilidad de su inversión. Macul, Recoleta, 
Independencia, Lo Prado, Quinta Normal y 
Cerro Navia -todas comunas pericentrales- 

representan cada una por sí sola menos del 
1% de los metros cuadrados construidos en 
el Gran Santiago. 

Sin embargo, como se ha venido obser-
vando en los últimos años, la aparición de 
proyectos inmobiliarios en altura ubicados 
en comunas fuera del cono de alta renta, la 
mayor parte de las veces sobre vías princi-
pales con buena conectividad con el resto 
de la ciudad y/o siguiendo los vectores de 
modernidad pre-existentes, como son los 
casos de densificación de la avenida Vicu-
ña Mackenna en su tramo entre avenida 
Matta por el norte y Plaza Vespucio por el 
sur y la misma avenida Macul en el muni-
cipio del mismo nombre, el de la avenida 
Perú en la comuna de Independencia, el de 
la Gran Avenida en San Miguel -cuyo de-
sarrollo ha estado asociado tanto a la línea 
2 del Metro como al mejoramiento de la 
Avenida Norte-Sur (Autopista Central tras 
el proyecto de concesión como autopista 
urbana) y el centenario parque Llano-Su-
bercaseaux- y el del sector de El Parrón en 
La Cisterna.  

Valencia (2010) señala, en base a estadísti-
cas censales, que dentro del periodo 1982-
2002 existió un crecimiento sostenido de 
las comunas ubicadas en las zonas radia-
les y extra-radiales de la ciudad, al mismo 
tiempo que una marcada tendencia al de-
crecimiento poblacional en las zonas pe-
ricentrales y centrales –existió una dismi-
nución de 140 mil residentes en ellas entre 
1992 y 2002, lo que representó un decre-
cimiento del 5,66% del total de población 
residente a comienzos del periodo (Moris: 
2008)-, consolidando así un crecimien-
to horizontal en expansión. Mientras los 
anillos centrales y pericentrales mantuvo 
tasas anuales de crecimiento de pobla-
ción negativas entre los años 1992 y 2005 
(-1,66% promedio anual entre 1992-2002 y 
-0,82 anual entre 2002-2005), el anillo pe-
riférico presentó crecimientos sostenidos 
para el mismo periodo (3,49% en 1992-2002 
y 4,87% en 2002-2005), al igual que las co-
munas suburbanas del anillo exterior, las 
cuales han visto agudizado su incremento 

EDIFICACION APROBADA: Cerro Navia, 
Macul y Gran Santiago.
Permisos autorizados por comunas (1984-2008)

Cerro Navia Macul Total Gran 
Santiago

1984

1985

1989

1988

1987

1986

1992

1991

1990

1996

1995

1994

1993

1999

1998

1997

2000

2007

2006

2005

2004

2003

2002

2001

2008

Total periodo

9

178

2

315

1.255

791

44

25

174

11

19

126

310

0

0

507

146

92

63

20

10

26

6

5

8

4.124

42

114

145

1.005

296

988

474

35

293

196

311

182

401

7

36

66

384

1.272

1.325

1.143

634

82

151

6

552

10.140

6.488

27.399

2.503

31.940

27.160

22.096

44.747

36.988

28.690

46.642

49.586

38.724

49.790

32.805

34.806

43.491

21.561

49.054

56.302

48.224

38.442

32.863

22.537

25.162

45.546

863.546

Fuente: Elaboración Propia en base a Boletín Estadístico CChC 
(1984-2002) y En Concreto (2002-2008). 
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poblacional en los últimos años (4,38% en 
1992-2002 y 17,63% en 2002-2005) (Moris: 
2008). 

Si bien las tendencias a la extensión en 
baja densidad, el desarrollo de condomi-
nios cerrados y la suburbanización parecen 
bien enrieladas y sostenidas en el tiempo, 
hay que advertir que en los últimos quin-
ce años también han existido intentos por 
utilizar el suelo existente en las áreas in-
teriores de la ciudad. Para esto se desarro-
llaron distintas estrategias, desde el uso 
de suelos previamente normados, hasta 
la reutilización de suelos ya urbanizados 
mediante cambios de uso de suelo, densifi-
cación e intensificación (Contrucci: 2008). 
Remanentes de reserva en áreas ya planifi-
cadas (según cálculos de este último autor, 
unas mil hectáreas son urbanizadas dentro 
de este remanente planificado), proyectos 
inmobiliarios desarrollados en zonas que 
son re-cualificadas (cambios normativas 
de altura, aumentos en las valorizaciones 
sociales de sectores particulares de la ciu-
dad) y programas de repoblamiento y re-
novación de áreas residenciales. 

Uno de los proyectos de mejoramiento 
urbano que impactó sobre las áreas peri-
centrales fue el Programa de Pavimentos 
Participativos. En 1994 el MINVU constató 
que en vastas zonas urbanas del país exis-
tía déficit en la pavimentación de pasajes 
y calles locales, lo cual traía aparejados un 
sinnúmero de problemas, tanto para las 
propias comunidades que se veían afecta-
das –dificultad en acceso a equipamiento 
comunitario, así como a la red de locomo-
ción pública- así como a las ciudades en su 
conjunto –daños ambientales por el polvo 
en suspensión en la atmósfera-. En búsque-
da de soluciones a esta problemática, nació 
el Programa de Pavimentos Participativos. 

El espíritu detrás de éste fue “ a) mejorar la 
calidad de vida de los habitantes de barrios 
y poblaciones cuya urbanización se encuen-
tra incompleta por carecer de pavimentos; 
b) mejorar la calidad ambiental del área en 
que dichos barrios están emplazados; c) fa-

cilitar el acceso a equipamientos comunita-
rios y a medios de transporte colectivo ; y d) 
conectar o completar pavimentos existentes 
para permitir el normal escurrimiento de 
las aguas lluvia” (Gramsch: 2003, 73).  La de-
cisión que está detrás de la promulgación 
de éste decreto es dotar a vastas zonas me-
tropolitanas de mejor equipamiento vial, 
así como de facilitar la conexión de estas 
zonas con el resto de la ciudad. Así, con la 
pavimentación de calles y pasajes, se bus-
ca potenciar la geografía de oportunidades 
de estos lugares, lograr completar la urba-
nización del lugar, así como de mayor sta-
tus –y valor del suelo- a estas zonas. 

Más allá de las sucesivas modificaciones a 
aspectos operativos del programa , el cam-
bio más importante vino el año 2006, en el 
cual -a través del DS 205- se amplió la co-
bertura del programa a la repavimentación 
de calles, pasajes y aceras, cuando éstas no 
admiten acciones de mantenimiento por el 
nivel de deterioro que presentan. Con esto 
se intenta recuperar barrios y zonas de las 
ciudades del país que están en procesos de 
obsolescencia de la infraestructura dispo-
nible, así como de deterioro en su imagen 
pública, es decir, en cómo se muestran y 
figuran para el resto de la ciudad. La am-
pliación del programa llega a barrios cen-
trales, y no puramente periféricos -como 
es el caso de la pavimentación de zonas 
recientemente urbanizadas ganadas a te-
rrenos baldíos o agrícolas-, con lo cual se 
busca revitalizar zonas que cuentan con 
buena ubicación respecto a la geografía 
de oportunidades metropolitana, así como 
con disponibilidad de amenidades y servi-
cios en sus entornos más próximos. 

En cuanto a las políticas de renovación 
urbana, es posible tomar al Programa de 
Repoblamiento de la Municipalidad de 
Santiago como el primer hito dentro de la 
preocupación pública por el estado de las 
áreas centrales en cuanto áreas residencia-
les. Si bien el municipio de Santiago había 
creado en 1985 su entidad encargada de la 
recuperación urbana de la comuna (Valen-
zuela: 2003), no fue hasta comienzos de la 
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década siguiente, en el periodo edilicio de 
Ravinet, que se intentó sistemáticamente 
la recuperación habitacional a través del 
Programa.  Asociado a la creación de un 
subsidio estatal (Subsidio de Renovación 
Urbana) que inyectaba recursos adiciona-
les a los compradores de viviendas en las 
Zonas de Renovación Urbana definidas 
por Seremis de Vivienda y Urbanismo, el 
programa se instaló como un incentivo al 
desarrollo inmobiliario en altura y la den-
sificación mediante usos residenciales del 
suelo de la comuna de Santiago. Como se-
ñala Rojas (2004, 163), el objetivo del pro-
grama era “cambiar la imagen urbana del 
área transformándola de un área deterio-
rada de usos mixtos en una zona atractiva 
para vivienda de clase media”. 

La magnitud de los esfuerzos por densifi-
car en altura a la comuna de Santiago por 
parte de la Corporación de Desarrollo de 
Santiago y los desarrolladores inmobilia-
rios -utilizando una proporción importan-

te de suelo destinado previamente a usos 
industriales (pequeña industria, bodegaje, 
antiguos terrenos ferroviarios) así como 
residenciales (cités, viviendas aisladas)-, 
queda en evidencia al analizar las cifras 
de construcción de viviendas para el pe-
riodo 1990-2000, en el cual se construye-
ron 21.000 viviendas vendidas a un ritmo 
mensual que varió entre un 15% y un 2,3% 
del acervo ofertado. Si en 1989 la construc-
ción de viviendas en la comuna de Santia-
go representaba el 1,1% de las unidades y el 
1,16% de los metros cuadrados construidos 
en la Región Metropolitana, en 2001 repre-
sentaba al 13,8% de las unidades y al 11% de 
los metros cuadrados construidos. (Rojas: 
2004)

Este proceso sirvió como experiencia pi-
loto para los desarrolladores, en cuanto se 
comprobó la factibilidad de llevar a cabo 
proyectos de edificación en altura desti-
nados a sectores medio-altos, medios y 
medio-bajos fuera del cono de alta renta, 

Densificación en altura al interior de la comuna de Macul. Proyectos del 2009 (Macul, Stgo.)
Fuente: Elaboración Propia
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en una ciudad en que, hasta ese entonces, 
había primado la vivienda aislada de uno 
o dos pisos como el producto privilegiado 
por el mercado. Asimismo, la creación del 
subsidio de renovación urbana sirvió a 
otras comunas, tanto pericentrales como 
periféricas, a capitalizar fondos estatales 
destinados al repoblamiento de áreas bien 
servidas y equipadas. 

Este subsidio, que en la práctica funciona 
para la adquisición de viviendas nuevas 
ubicadas en zonas de renovación urbana 
o de desarrollo prioritario definidas por el 
MINVU, logró promover la densificación y 
la disponibilidad de viviendas adecuadas 
a distintos tipos de familias. En el periodo 
pre-crisis económica de 1997-98, la comu-
na de San Miguel fue pionera en este sen-
tido creando una corporación de desarrollo 
orientada a la actividad inmobiliaria desde 
la cual se activó la densificación en altura 
sobre el eje de Gran Avenida, seguida lue-
go por las comunas de Recoleta, Indepen-
dencia.  Tras la crisis se lograron activar 
proyectos de renovación en comunas pe-
ricentrales como las ya mencionadas, así 
como en Quinta Normal, Estación Central, 
Ñuñoa y Cerrillos, así como en áreas peri-
féricas de las comunas de Maipú, Puente 
Alto y San Bernardo. (Contrucci: 2008)

El Estado chileno se percató hace unos años 
que dentro de los segmentos populares 
también existe la presión por cambiarse 
de domicilio, en base a una serie de distin-
tos cuestiones, asociadas tanto a motivos 
personales y familiares, como a caracterís-
ticas del sector o barrio donde se localiza su 
vivienda. Como afirman Brain et al. (2006) 
el mercado de compra-venta de viviendas 
sociales usadas es relativamente nuevo, 
pues sólo desde 1996 con el levantamien-
to de la prohibición a la compra y arrien-
do para viviendas de menos de cinco años 
ejecutada por el Programa de Movilidad 
Habitacional. La creación del subsidio a la 
compra de vivienda usada apoya a quien 
demanda el inmueble, y obliga a quien lo 
ofrece a utilizar los dineros obtenidos en 
otra vivienda. Como el subsidio ha estado 
destinado a viviendas compradas a través 

de FSV y SGU (Subsidio General Unificado 
consiste en tramos de aporte según valor 
de la vivienda a la que se está postulando), 
y la política de vivienda social de los últi-
mos veinticinco años ha tendido a concen-
trar los proyectos de vivienda social en la 
periferia, no parece extraño que la mayor 
concentración de ventas a través del sub-
sidio a la vivienda usada haya tendido a 
darse en éstas áreas. 

Esto queda evidenciado en el estudio de 
Brain et al. (2006) para el periodo 2004-05, 
en el que pudo observarse que las comunas 
de Puente Alto (16,2%), La Pintana (13,1%) y 
Maipú (8%) concentran el mayor número 
de transacciones, al mismo tiempo que el 
71,4% de las compra-ventas se hace sobre 
inmuebles localizados a más de 10 kilóme-
tros del centro, el 26,8% en el área entre 5 
y 10 kilómetros del centro y sólo el 1,8% en 
áreas localizadas a menos de 5 kilómetros. 

En la misma investigación pudo advertirse 
que la rentabilidad de la vivienda está de-
finida en función del tipo de inmueble (vi-
vienda o departamento) y su localización 
respecto al centro, aunque además otras 
variables de localización, como el la cali-
dad del barrio y su grado de segregación 
percibida podrían también intervenir en el 
precio dado. Esto último puede entenderse 
como una derivación de los aspectos más 
valorados por vendedores y compradores 
de viviendas usadas; mientras que dentro 
de los primeros un 43% arguyó motivos 
de localización para tomar la decisión de 
vender (cambiarse de barrio y/o comuna, 
problemas en barrio/vecinos) y casi el 60% 
señaló que el ambiente del barrio, la inse-
guridad y la delincuencia se constituían 
en las motivaciones principales para que-
rer irse, entre los compradores fueron las 
características físicas de la vivienda (co-
modidad, tamaño) y la posibilidad de estar 
cerca de familia y amigos los aspectos más 
valorados. 

Si bien el Estado se ha esforzado por poten-
ciar la movilidad residencial en los secto-
res populares, lo ha hecho en la periferia 
de los con techo, aquella constituida tras 
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las erradicaciones y vía subsidios SERVIU, 
desconociendo en parte las necesidades 
y características de movilidad existentes 
al interior de las áreas pericentrales, de la 
antigua periferia de hace cuarenta años. 
Sin embargo algunas de las programas y 
subsidios han estado orientados a servir a 
estas áreas. 

Como anteriormente se mencionó, el Sub-
sidio de Renovación Urbana ha repercu-
tido en áreas pericentrales, atrayendo en 
ocasiones a residentes de mayores ingre-
sos que el de los antiguos vecinos del ba-
rrio. Pero además se han creado subsidios 
especiales para mejorar la localización y 
promover la integración social en los nue-
vos proyectos de vivienda de interés social. 
Para promover este objetivo, y el de opti-
mización del uso de la infraestructura exis-
tente a nivel metropolitano, la Nueva Polí-
tica Habitacional lanzada por el gobierno 
de Bachelet (2007) incluyó un subsidio a 
la localización, cuyo fin es aportar dineros 
extras para el desarrollo de viviendas so-
ciales (Fondo Solidario de Vivienda (FSV)) 
en terrenos mejor servidos, y por ende, 
de mayor valor. Con el aporte adicional se 
busca que las familias postulantes de una 
comuna –por ejemplo hijos de propietarios 
o allegados- puedan permanecer en la co-
muna donde viven. Los proyectos que pos-
tulen a este subsidio deberán acreditar sus 
virtudes de localización según una pauta 
de evaluación, al mismo tiempo que un 
60% del grupo postulante deberá provenir 
de la comuna donde se localiza el proyecto, 
o de las comunas aledañas a él. 

Por otra parte el Estado desarrolló durante 
el gobierno de Bachelet, cuando apareció 
con más fuerza el problema de la calidad 
en la discusión sobre el hábitat popular, 
el programa de recuperación de barrios 
en áreas urbanas Quiero mi Barrio. Como 
planteaba su sitio web institucional, el ob-
jetivo del programa desde sus comienzos 
fue “mejorar la calidad de vida en barrios 
deteriorados, a través de políticas combina-
das que mejoren el entorno urbano y pro-
muevan el fortalecimiento de la participa-
ción social [buscando] generar un modelo 

de regeneración urbana que logre combi-
nar varios criterios: integralidad de la inter-
vención, intersectorialidad y sinergia con 
la red de instituciones públicas y privadas 
existentes en el territorio”. 

Bajo un enfoque participativo se buscaba, 
en el diseño del programa, mejorar las ca-
racterísticas físicas de los barrios (infraes-
tructura, equipamiento, imagen ambien-
tal degradada, problemas de conectividad 
e integración vial) y ayudar a revertir las 
condiciones de vulnerabilidad social (de-
serción escolar, desempleo juvenil, emba-
razo adolescente). Tanto como estrategia 
de regeneración urbana como de seguridad 
pública, el programa se desarrolló en áreas 
metropolitanas y ciudades intermedias. 
En la Región Metropolitana ha sido desple-
gado en 86 barrios tanto de comunas pe-
riféricas como pericentrales de la capital. 
Antes focalizado que masivo, el programa, 
en su diseño, ha buscado integrar a la po-
blación residente de los asentamientos al 
bienestar social, a través del mejoramiento 
del entorno construido y la habilitación de 
la población beneficiaria. 

Sistemas de transporte: beneficios 
para las áreas pericentrales a partir 
de los planes destinados a la perife-
ria

Como se señaló en un comienzo, el proceso 
migratorio acelerado desde la década del 
treinta en adelante desafiaron a los plani-
ficadores urbanos, en cuanto debían plan-
tearse soluciones que lograsen asegurar 
ordenar el desarrollo de la ciudad, asegu-
rando, en principio, conectividad que hi-
ciera posible la realización de los trayectos 
funcionales de los ciudadanos (residencia-
trabajo-residencia, agregando progresiva-
mente la variable consumo). 
En este contexto de expansión de la ciudad 
hacia la periferia, tanto por el crecimiento 
de los asentamientos regulares y de las re-
sidencias de los segmentos más ricos de la 
escala social, como por el engrosamiento 
de la industria nacional (generalmente lo-
calizada en torno a la estructura ferrovia-
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ria, tanto del cinturón de hierro que rodea 
al área céntrica de la ciudad, como de las 
vías interurbanas que conectan con la cos-
ta, los pueblos circundantes, el sur del país 
y el extranjero), se hizo cada vez más nece-
sario otorgarle movilidad efectiva –enten-
dida como desplazamiento- a personas, in-
sumos y productos. 

Hasta principios de los cincuenta, la viali-
dad nacional, se encontraba mínimamente 
desarrollada, siendo el ferrocarril el medio 
de transporte predominante, en contraste 
con la escasa red de caminos, en su mayo-
ría no pavimentada, en mal estado y con 
escaso equipamiento para vehículos mo-
torizados (Silva: 2001). Sin embargo, con el 
Plan Regulador Intercomunal de Santiago 
(PRIS) de 1960 contempló la habilitación 
de vías de distinta jerarquía: seis vías defi-
nidas de acceso al Gran Santiago, un anillo 
de circunvalación,  un sistema de distribu-
ción interna compuesto por cuatro gran-
des avenidas, vías radiales intercomunales 
de acceso al centro histórico de la ciudad y 
un sistema central de distribución acorde 
a definir por el plan regulador de la comu-
na de Santiago (Vial: 1990). 

Probablemente, el anillo de Circunvalación 
sea la muestra más relevante de las ambi-
ciosas perspectivas del plan, con el cual 
se planteaba generar conectividad hacia 
la periferia residencial y las nuevas áreas 
de uso industrial. Con estas últimas, ahora 
reclasificadas bajo las categorías de peli-
grosas, molestas e inofensivas, se buscaba 
crear parques industriales de fácil accesi-
bilidad en áreas de bajo riesgo –potencian-
do economías de aglomeración- y eliminar 
los factores de incertidumbre en los valo-
res del suelo asociados a la potencial llega-
da de industrias a áreas residenciales. Asi-
mismo el anillo se planteó como estrategia 
de conducción del desarrollo inmobiliario 
de la ciudad, a través del cual se lograría 
frenar la extensión en baja densidad y po-
tenciar los 16 centros comunales, en donde 
los municipios concentrarían su inversión 
en bienes y servicios y atraerían la insta-
lación de privados en sus proximidades. 

Como señala Lagos (2010) la misión de unir 
la periferia de la ciudad estuvo apoyada 
por un segundo anillo interior, conforma-
do por las avenidas Departamental, Pedro 
de Valdivia y Las Rejas, y por un proyecto 
de anillo de mayor radio que rodeara el va-
lle de Santiago que vinculase los pueblos 
rurales de la Región Metropolitana.  

En 1969, es aprobado el Plan Regulador de 
Transporte Metropolitano para Santiago, 
que contenía el ante-proyecto del Metro 
de Santiago (planificado con cinco líneas, a 
ser construidas en el transcurso de treinta 
años), el plan de reestructuración de la red 
de líneas de microbuses y los planes de de-
sarrollo de la estructura vial fundamental 
(Parrochia: 1979). El Metro quizá haya sido 
el proyecto de infraestructura urbana más 
ambicioso desarrollado en la época, cuyas 
expectativas proyectadas fueron bastante 
más altas de lo que finalmente terminó 
ocurriendo en términos de expansión de 
su uso. Como señala la cita que se presenta 
a continuación, el proyecto buscaba gene-
rar cambios de largo plazo al interior de la 
ciudad, en especial medida en los hábitos 
y costumbres de los residentes de las áreas 

Construcción Línea 1 del Metro (Estación Central, Santiago)
Fuente: DGOP MOP (1972)  Metro de Santiago.  
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centrales y peri-centrales capitalinas: “El 
Metro (…) está destinado en gran medida a 
remediar situaciones deficitarias en el corto 
y mediano plazo. Sin embargo, en el largo 
plazo pretende lograr un mejor aprovecha-
miento de la inversión (actual) en servicios, 
instalaciones industriales, comerciales, ad-
ministrativas, educacionales, culturales, etc. 
pasando a ser una inversión prioritaria en 
todas las actividades económicas y sociales 
de la metrópolis” (Escudero: 1975, 67). 

Las construcciones de la línea 1 del Metro 
de Santiago entre 1969 y 1975, así como de 
los tramos iniciales de la línea 2 entre 1973 
y 1978, respondieron en principio a “absor-
ber parte de la demanda que se concentra 
en los corredores más cargados, liberando 
espacio para la expansión de los otros mo-
dos; también se considera el problema del 
crecimiento del parque automotriz privado, 
que se agudiza en estas ciudades desde prin-
cipios de los sesenta. Se trata en esencia, de 
remediar los síntomas de sofocamiento de 
los sistemas de transporte y de la capacidad 
de las infraestructuras viales” (Figueroa y 
Henry: 1988, 10). Buscando descongestio-
nar los tránsitos en superficie desde orien-
te y poniente hacia el centro histórico de la 
ciudad, así como la aproximación desde el 
área sur más próxima, el Metro se planteó 
además dinamizar áreas no consolidadas 
de la ciudad que podrían tener mayor re-
levancia como núcleos comerciales, admi-
nistrativos e industriales que la que hasta 
ese entonces tenían. 

Si bien la proporción de viajes realizados 
en metro era minoritaria dentro del espec-
tro global de traslados realizados a finales 
de los ochenta (según Figueroa y Henry, en 
1988, tras la última ampliación de la Línea 
2 sucedida en 1987, los viajes en Metro re-
presentaban al 16% del total de los realiza-
dos en el Gran Santiago), algunos sectores 
residenciales de las áreas peri-centrales de 
Santiago se vieron beneficiados casi desde 
el comienzo del proyecto por la existencia 
del sistema. Si bien existió un filtro econó-
mico, en cuanto para muchos residentes 
significaba un pago adicional por transpor-

te, pareciera ser que el Metro no fue sólo un 
medio de transporte para los segmentos de 
altos ingresos  de la población santiaguina, 
sino también para sectores medios y popu-
lares, en la medida en que no significase un 
costo extra a su presupuesto acotado para 
movilizarse por la ciudad. 

Al parecer residentes del barrio de La 
Unión de Cerro Navia se beneficiaron des-
de los inicios del proyecto pues, a diferen-
cia de otros sectores del área poniente de 
la capital e incluso de la misma comuna, 
utilizaron frecuentemente el servicio de 
transporte subterráneo desde la década 
de los ochenta, cuando se conectaban vía 
microbús (o caminando) con la Estación 
Neptuno. Probablemente esto explique 
que Del Pozo et al. (2009) no hayan encon-
trado diferencias significativas en el grado 
de satisfacción respecto al acceso al resto 
a la ciudad entre La Unión de Cerro Navia 
(77,8% declaró estar satisfecho) y 23 de Ene-
ro de Macul (70,9%). 

Satisfacción respecto al acceso al resto de 
la ciudad

Satisfecho
70,9%

Insatisfecho
29,1%

Satisfecho
77,8%

Insatisfecho
22,2%

23 de Enero
(M)

La Union
(CN)

23 de Enero (Macul) y La Unión (Cerro Navia)

Fuente: Elaboración Propia en base a Del Pozo et al. (2009)
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Densificación en altura de antiguas áreas industriales contiguas a línea 5 de Metro. Sector Rodrigo de Araya (Macul-Sn. Joaquín,Santiago). 
Fuente: Elaboración Propia 

Es interesante esto último, pues a fines de 
los ochenta, algunos analistas señalaron 
que el Metro carecía de integración con el 
transporte de superficie, en parte porque 
las políticas de transporte vigentes en la 
época fomentaban la competencia entre 
ambos sistemas y desincentivaban la co-
ordinación, en parte por su dependencia 
al gobierno central y su consecuente falta 
de flexibilidad en la toma de decisiones 
(Morales: 1988), lo cual había puesto en 
entredicho los supuestos altamente sobre-
estimados con que se iniciaron las obras a 
fines de la década de los sesenta y comien-
zos de la de los setenta (Thomson: 1985).  
Probablemente la subutilización del tren 
subterráneo se explique más por la inca-
pacidad de vincular el Metro con la perife-
ria recién habitada y urbanizada, que con 
la movilidad de los residentes de las áreas 
pericentrales hacia el centro de la ciudad 
y el cono de alta renta del sector oriente, 
en sus trayectos hacia puestos  de trabajo, 
áreas comerciales, equipamientos y servi-
cios varios. 

Hasta bien entrada la década del noventa, 
Santiago no supo de proyectos construi-
dos de ampliación y/o creación de nue-

vas líneas de Metro. Sin embargo en 1997, 
durante el gobierno de Frei Ruiz-Tagle, es 
inaugurada la línea 5 que, siguiendo el cre-
cimiento de la ciudad hacia el sector sur-
oriente, crea una conexión entre el centro 
histórico y la comuna de La Florida, atrave-
sando en su trayecto las comunas de Ñu-
ñoa, y la frontera entre Macul y San Joa-
quín. Saltándose los proyectos de Línea 3 y 
4, y modificando el trazado de la original 
Línea 5 proyectado en el Estudio del Siste-
ma de Transporte Metropolitano de Santia-
go de 1968, que cubría una ruta paralela al 
Zanjón de la Aguada –área cuyo desarrollo 
residencial inmobiliario había sido gene-
rado en su mayor parte a partir de tomas 
de terrenos y planes de viviendas estatales 
desarrollados en distintas épocas de la se-
gunda mitad del siglo XX- hacia la comuna 
de Cerrillos. 

Así la línea 5 fue construida sobre el eje de 
la avenida Vicuña Mackenna, entre Plaza 
Italia –luego hasta la misma Plaza de Ar-
mas- y la zona de Bellavista de La Florida 
(en donde está la entrada principal al Mall 
Plaza Vespucio). Uniendo la centralidad 
metropolitana con la comunal, la línea del 
metro ayudó a dinamizar los mercados in-
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mobiliarios de dos áreas: por el lado nor-
te la densificación de Vicuña Mackenna, 
en las cercanías de la estación Santa Isa-
bel, y por el lado sur de la densificación de 
los terrenos aledaños al centro comercial. 
Durante la última década del siglo pasa-
do se dio un nuevo impulso al transporte 
público urbano, lo cual en la zona se plas-
mo principalmente con el desarrollo de la 
red de Metro y la concreción de las obras 
de renovación de la carpeta vial de Vicuña 
Mackenna realizadas a la par del Metro. En 
los años siguientes ha venido generándo-
se lentamente un desarrollo similar en el 
área intermedia, lo cual está impactando 
progresivamente en la composición fami-
liar y socioeconómica de las comunas de 
Santiago, San Joaquín y Macul. 
.
El crecimiento de la periferia sur-oriente de 
la capital obligó al Estado a desarrollar un 
nuevo proyecto de ampliación de las líneas 
del Metro de Santiago. Así en 2005, bajo el 
gobierno de Lagos, se inaugura la primera 
parte de la Línea 4, entre la estación Toba-
laba (Providencia, conexión con Línea 1) y 
la plaza de Puente Alto, sirviendo así a las 
comunas de Providencia, La Reina, Ñuñoa, 
Peñalolén, Macul, La Florida y Puente Alto. 
Luego, a mediados de 2006, se inauguraría 

la Línea 4A que une directamente, median-
te vía expresa, a las comunas de La Granja, 
San Ramón y La Cisterna con las líneas que 
vinculan hacia el centro histórico (Línea 2) 
y el cono de alta renta (Línea 4). 

Asimismo, la ampliación de la línea 5 hacia 
Maipú, a ser inaugurada a fines del presen-
te año, y los recientes anuncios de cons-
trucción de dos nuevas líneas (Línea 3 que 
unirá La Reina con Conchalí atravesando 
las comunas de Ñuñoa, Santiago e Inde-
pendencia, y Línea 6 que unirá Providencia 
con Cerrillos, atravesando Pedro Aguirre 
Cerda, Santiago y Ñuñoa) potenciarán los 
flujos de residentes de áreas pericentrales, 
tanto en sus tránsito hacia las zonas cén-
tricas, como hacia la periferia poblada. 

El sistema de transporte público Tran-
santiago, inaugurado en febrero de 2007, 
contempló en su diseño la mayor preemi-
nencia del Metro dentro del sistema global 
de transporte. La reorganización del plan 
contempló un sistema integrado de trans-
porte, con nuevos buses que contasen con 
vías segregadas y con el Metro como su eje 
estructural, por lo que el tren urbano in-
mediatamente aumentó su peso específi-
co como medio de movilidad urbana.  

Mall Plaza Vespucio, Estación Bellavista La Florida y Edificación en Altura (La Florida, Stgo.)
Fuente: Liliana De Simone
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En cuanto al efecto del Metro sobre el va-
lor del suelo y la vivienda no se han desa-
rrollado investigaciones respecto a su im-
pacto en las áreas pericentrales, aunque 
si sobre la capitalización anticipada de 
viviendas. Agostini y Paulucci (2005) ana-
lizaron el grado de capitalización anticipa-
da que ocurre en las viviendas producto de 
los beneficios futuros asociados a la nueva 
línea 4, a partir de 6.907 transacciones de 
departamentos realizadas en las comu-
nas de Providencia, Las Condes, La Reina, 
Peñalolén, Macul, Ñuñoa y La Florida en-
tre diciembre de 2000 y marzo de 2004. A 
partir de ella pudo observarse que el valor 
promedio de los inmuebles aumentó entre 
3,3% y 4,4% tras el anuncio de construcción 
de la línea, y entre 4,4% y5,7% luego del co-
nocimiento público del proyecto de inge-
niería básica que fijó la localización de las 
estaciones del Metro. 

En cuanto a investigaciones sobre las va-
loraciones de inmuebles asociadas a líneas 
en funcionamiento, Agostini y Paulac-
ci (2008) mostraron que al interior de las 
comunas de Santiago, Las Condes, Ñuñoa 
y Providencia –centro histórico y cono de 
alta renta- el Metro tuvo un efecto positivo 
sobre el valor de las viviendas. Así, las lí-
neas de Metro 1, 2 y 5 han tenido un efecto 
de capitalización de los departamentos de 
un valor promedio del de 8,84%, 27,16% y 
6,72% respectivamente, aunque el grado de 
capitalización al interior de una comuna 
no sea homogéneo, sino que dependiente 
de la distancia al paradero del medio de 
transporte y de la línea de Metro que pro-
vea el servicio.

Durante la última década el Estado chile-
no, a través de la implementación de su 
modelo de concesiones desarrolló una se-
rie de autopistas urbanas metropolitanas, 
cuyo objetivo ha sido mejorar los flujos mo-
torizados al interior de la ciudad. Tanto en 
proyectos de mejoramiento de obras exis-
tentes -como son los casos de la Avenida 
Norte Sur reconvertida en Autopista Cen-
tral y los distintos tramos concesionados 
de la orbital Américo Vespucio tales como 
Vespucio Express y Vespucio Sur- como de 

creación de nuevas vías –Costanera Norte, 
Túnel San Cristóbal y Radial Nor-Oriente-, 
el desarrollo de estos proyectos ha servido 
para mejorar la conectividad desde y hacia 
zonas periféricas de la ciudad, aunque con 
fuertes críticas desde sectores de la opinión 
pública a los beneficios sociales de ellas. 

Más allá de las críticas al incentivo al cre-
cimiento del parque automotriz y los pro-
blemas ambientales que esto conlleva, 
la reflexión que abre este tipo de proyec-
tos apunta a su capacidad de propiciar el 
crecimiento en expansión como modelo 
predominante de desarrollo urbano, des-
cuidando las potencialidades de las áreas 
centrales y pericentrales de la ciudad. 

Sin afán de adelantar en demasía en las 
conclusiones de las entrevistas realizadas 
en los dos barrios estudiados, pudo advertir-
se que estas autopistas no aparecen dentro 
de la cotidianeidad de los residentes, por la 
sencilla razón que una proporción impor-
tante de los hogares no posee un automó-
vil privado, y quienes si son dueños de uno 
no las utilizan en sus flujos cotidianos para 
evadir los costos asociados. Asimismo, los 
barrios pericentrales, al estar insertos en 
la red de transporte público consolidada, 
suelen estar servidos por microbuses que 
no transitan por las autopistas concesio-
nadas, sino que por la trama tradicional de 
la ciudad. 

Áreas comerciales como factor de me-
joramiento de la geografía de oportu-
nidades: la explosiva acción privada 
al interior de las áreas pericentrales 
capitalinas

Desde principios de los noventa que algu-
nos economistas nacionales han venido 
hablando de las tendencias de expansión 
de la industria del Retail hacia áreas de 
la ciudad cuyos mercados no habían sido 
abastecidos por las grandes cadenas hasta 
ese entonces. Como afirma Palacios (1995) 
el crecimiento del poder de compra de los 
consumidores (ingresos percibidos y facili-
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dades de crédito), así como la existencia de 
una población de mayor edad que conside-
ra como conveniente la localización de ne-
gocios que se ubiquen más cercanos a sus 
hogares, cuyos horarios de atención sean 
más largos y en un ambiente más resguar-
dado, han ayudado ha expandir mercados 
a través de la sobreoferta de centros comer-
ciales y detallistas en el territorio, tanto a 
nivel metropolitano como nacional. 
 
La expansión del comercio -y particular-
mente de la figura del supermercado -den-
tro de la Región Metropolitana creó nuevos 
nodos dentro de la red urbana, configuran-
do nuevos tránsitos por la ciudad. Si bien 
dentro de Santiago, así como en el resto de 
las concentraciones urbanas del país, los 
almacenes de barrio, como microempresas 
nacidas espontáneamente al interior de vi-
viendas, juegan un rol clave como fuentes 
de empleo y puntos de abastecimiento de 
bienes y servicios para sus entornos próxi-
mos (Villalba: 2008), han sido los super-
mercados los que han alterado la geografía 
de oportunidades en términos comerciales 
durante los últimos años. Si bien compiten 
contra centros comerciales consolidados 
en la ciudad popular, como son los merca-
dos persas y las ferias libres, su modelo de 
negocios les ha asegurado una masa críti-
ca de consumidores (Stillerman: 2006). 

Proliferando los formatos de mayor esca-
la, los supermercados, dentro de sus pro-
gramas, incluso han superado su función 
netamente comercial –venta minorista de 
productos-, agregando negocios asociados, 
tales como servicios de pago de cuentas, ca-
jeros automáticos, pequeños centros médi-
cos, farmacias, peluquerías, lavanderías, li-
brerías y restaurantes, por nombrar sólo a 
los que ocupan mayor superficie al interior 
de las dependencias.  Así, el hipermercado 
se ha constituido como “una suerte de con-
tenedor urbano, poseedor de una presencia 
dominante en la ciudad y eslabón de una 
estructura mayor de redes y sistemas pro-
gramáticos y publicitarios” (Crispiani y Sil-
va: 2006). 

Desde los primeros supermercados surgi-

dos a finales de la década de los sesenta 
en el sector oriente de la capital –en donde 
estas empresas aseguraban una deman-
da creciente vinculada a los segmentos 
de mayores ingresos de la sociedad-, el 
número de  locales ha aumentado progre-
sivamente, al mismo tiempo que los tipos 
predominantes han sido modificados. Esta 
última afirmación, señalada por Cerda 
(2001), se explica por la transición desde 
los supermercados menores, asociados a 
tiendas familiares y de pequeña escala, 
hacia la emergencia de las cadenas de su-
permercados (“cadenización”), con las que 
comienzan a primar los formatos de mayor 
escala (super, hiper y mega-mercados). El 
mismo autor señala, describiendo a finales 
de la década de los noventa la cronología 
del desarrollo de la industria supermerca-
dista:  “La primera zona en que surge el Su-
permercado es en Providencia, a la cual si-
guen Santiago, Ñuñoa y Providencia. Tanto 
en Santiago como en Providencia, el núme-
ro de Supermercado se ha mantenido relati-
vamente estable en el tiempo. Vitacura, Las 
Condes y Ñuñoa han experimentado creci-
mientos a partir de 1985 en forma continua. 
Las zonas de crecimiento reciente son La 
Florida, Maipú, La Granja y Conchalí.” (Cer-
da: 2001, 88). Si bien en 2004 los almace-
nes de barrio vendieron más de USD 2.400 
MM, equivalente a las ingresos por ventas 
de las grandes cadenas de supermercados 
(Villalba: 2008), la tendencia de la “cadeni-
zación” se ha acrecentado en los últimos 
quince años, en cuanto los supermercados 
han ganado más de veinte puntos del total 
del negocio minorista, pasando desde el 
control del 49% de las ventas del mercado 
en 1995 a un 75% aprox. en el presente año 
(Troncoso: 2010). 

En un proceso de nacimiento, desarrollo 
y saturación de mercados específicos, las 
cadenas de supermercados han sofistica-
do su oferta allí en donde tienen meno-
res oportunidades de apertura de nuevos 
locales (oferta copada), al mismo tiempo 
que ha explorado nuevos nichos de mer-
cado, asociados tanto áreas de expansión 
urbana –donde, en función de la densidad, 
se asegure una masa crítica- como a sec-
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tores consolidados de la ciudad en donde 
los ingresos promedios de los hogares han 
aumentado sostenidamente durante los 
últimos veinte años. Esto queda graficado 
en el análisis de Cerda (2001) para el perio-
do 1987-1999, según el cual los supermer-
cados del área central (Providencia y San-
tiago) redujeron en promedio un 1,1% sus 
ventas anuales, los del cono de alta renta 
(Las Condes y Vitacura) crecieron en un 9% 
promedio anual, mientras que los ubica-
dos en sectores de explosivo crecimiento 
poblacional y alta densidad (La Florida y 
Maipú) lo hicieron en promedio en un 23% 
anual. 

Apuntando hacia segmentos de la deman-
da que antes no participaban activamente 
de este mercado específico, gracias a la ex-
pansión de los ingresos por hogares, el au-
mento de la capacidad de endeudamiento 
y el acceso al crédito –en muchas ocasio-
nes brindado por las mismas cadenas de 
supermercados-, territorios de la ciudad se 
vieron beneficiados por la instalación de 
nuevos locales, los cuales progresivamente 
fueron convirtiéndose, en mayor o menor 
medida, en sub-centralidades urbanas. La 
expansión hacia áreas de menores ingre-
sos –en muchas ocasiones marcadas por el 
estigma territorial de la inseguridad y la 
delincuencia-, llegó incluso a comunas de 
la Región Metropolitana en las que años 

atrás no se habría considerado como ren-
table ni sostenible en el corto y mediano 
plazo el negocio de instalar un supermer-
cado, como son los casos de La Pintana, Pe-
dro Aguirre Cerda o la misma Cerro Navia.  
Probablemente hasta comienzos de la dé-
cada de los noventa fueron los habitantes 
de las áreas pericentrales adyacentes al 
cono de alta renta y los de aquellas de fácil 
acceso al casco histórico de la capital quie-
nes se vieron beneficiados por los bienes y 
servicios provistos por la industria super-
mercadista. Sin embargo, en los últimos 
años han sido nuevos sectores de la ciudad 
los que han visto en la llegada de este tipo 
de inmuebles la creación y habilitación de 
nuevos centros de escala barrial, municipal 
e incluso inter-municipal. 

Sea siguiendo proyectos residenciales para 
sectores de ingresos medios y medio altos 
en áreas de la ciudad no servidas previa-
mente por la industria, sea por la apertura 
hacia nuevos mercados de compradores 
cuya capacidad de crédito ha sido poten-
ciada tanto por el sistema financiero ban-
cario como por los mismos supermercados 
–los supermercados y casas comerciales 
dan crédito a personas a las que el siste-
ma financiero bancario no considera bue-
nos pagadores-, la propagación de centros 
de consumo por la ciudad ha alterado la 
geografía de oportunidades de una pro-
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porción relevante de las áreas pericentra-
les de la ciudad, siendo capaz de constituir 
espacios que proveen una amplia gama de 
otros servicios distintos a la mera oferta de 
los supermercados. 

La historia de la proliferación del mall al 
interior del Gran Santiago también es in-
dicativa del proceso de modificación de la 
geografía de oportunidades de santiagui-
nos residentes en áreas localizadas fuera 
del cono de alta renta. La implantación de 
los primeros malls fuera del cono de alta 
renta, antes pericentral que periférica (Cá-
ceres y Farías: 1999), tendió a localizarse 
en zonas donde convivían clases medias 
emergentes y sectores populares en la 
periferia de los sesenta. Como afirmaron 
algunos autores, la localización de los pri-
meros malls sobre la orbital Américo Ves-
pucio –contorneados por grupos medios y 
populares- fue el primer símbolo de la mo-
dernidad y el crecimiento desplegado por 
la ciudad, en una suerte de versión urbana 
del chorreo de oportunidades, que se cons-
tituyó como anticipo del despliegue de 
obras en zonas antes desconsideradas por 
la inversión privada (Cáceres et al.: 2006), 
construyendo lo que Farías denominó un 
“nudo de historias públicas y privadas, co-
munales e íntimas” (2007, ). 

La liberalización de los mercados del suelo 
permitió que desarrolladores inmobilia-
rios ejecutasen sus proyectos de centros 
comerciales, que, combinados con la so-
fisticación e internacionalización de la in-
dustria del marketing y la publicidad -mas 
la expansión de los créditos de consumo-, 
permitieron expandir una masa crítica 
de consumidores que vieron en este nue-
vo centro comercial un lugar en donde es 
posible satisfacer funciones materiales 
(espacio de socialización y entretención) y 
simbólicas (espacio de distinción identita-
ria), y en donde puede continuamente re-
afirmarse una identidad social emergente 
(Stillerman: 2010), como parte del llamado 
proceso de moyenización, que no es más 
que la internalización de valores de clase 
media por parte de clases populares (Sal-
cedo y Stillerman: 2010). 

Desde la apertura de Apumanque y Parque 
Arauco en el sector oriente de la capital a 
comienzos de los ochenta, el mall se ha ex-
pandido tanto al interior del Gran Santia-
go como en las otras áreas metropolitanas 
y ciudades intermedias del país. La Cáma-
ra de Comercio de Santiago (CCS) (2005) se-
ñala que mientras a inicios de los noventa 
menos del 10% del comercio minorista se 
realizaba en el comercio minorista, quin-
ce años después el 21% de las ventas eran 
llevadas a cabo en estos lugares de venta. 
Hoy en día existen, por lo menos 18 cen-
tros comerciales en funcionamiento, de los 
cuales 12 están fuera del cono de alta renta 
del Gran Santiago. 

Este proceso comenzó con la construcción 
e inauguración del mall Plaza Vespucio 
en la comuna de La Florida en Agosto de 
1990, y continuó con los malls Arauco Mai-
pú (1993) y Plaza Oeste (1994) ubicados en 
la comuna de Maipú, lo que demuestra 
cómo la industria del retail, siguiendo los 
mismos patrones de localización de los su-
permercados explicados anteriormente, 
tendió a desarrollar nuevos productos in-
mobiliarios allí donde la ciudad crecía con 
mayor velocidad y la mezcla social tendía 
a darse con mayor frecuencia. 

Como señala el mismo estudio de la CCS, 
las alzas en las ventas están vinculadas 
con la capacidad del mall de ofrecer múl-
tiples bienes y actividades en un ambien-
te seguro y controlado: “al ofrecer nuevas 
formas de esparcimiento, tales como cines, 
restaurantes y cibercafés, ha tenido la ca-
pacidad para modificar las costumbres más 
tradicionalmente arraigadas en las familias 
e individuos, acercándolos a estos grandes 
ejes comerciales, en actividades que antes 
fueron prerrogativa en otras áreas urba-
nas” (CCS: 2005, 54). 

Encaminados hacia la conversión en sub-
centralidades urbanas multi-servicios, hoy 
en día los centros comerciales  acogen ins-
titutos profesionales (centros de forma-
ción técnica), salas de exposiciones y tea-
tros, centros médicos, compra-ventas de 
automóviles y oficinas del Registro Civil, 
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convirtiéndose en espacios adonde acuden 
distintos grupos sociales, diferenciados 
entre si tanto por su nivel socioeconómico, 
como por su edad, sexo o prácticas cultu-
rales.  

Gobiernos locales y gestión 
municipal: inequidad en la 
distribución de capacidades 
para “gestionar bienestar” 

Dentro de la conformación de la geografía 
de oportunidades de un área de la ciudad, 
el rol que ejercen los gobiernos locales es 
relevante, en cuanto ellos, de acuerdo a la 
ley orgánica que los rige, deben “satisfacer 
las necesidades de la comunidad local y ase-
gurar su participación en el progreso eco-
nómico, social y cultural de las respectivas 
comunas” (SUBDERE: 2004).  Éstas institu-
ciones están mandatadas para elaborar los 
planes de desarrollo comunal (PLADECO); 
planificar y regular los usos del suelo (Plan 
Regulador Comunal (PRC)), así como apli-
car las disposiciones sobre construcción y 
urbanización (Dirección de Obras); promo-
ver el desarrollo comunitario (Dirección 
Desarrollo Comunitario (DIDECO)); aplicar 
las disposiciones sobre tránsito y transpor-
te público (Dirección de Tránsito) y velar 
por el aseo y ornato de la comuna (Direc-
ción Aseo y Ornato). 

Asimismo, dentro de su territorio, los mu-
nicipios desarrollan directamente –o con 
apoyo de otras instituciones del Estado- 
funciones vinculadas a educación (escolar 
primaria y secundaria) y cultura; salud pú-
blica (atención primaria) y protección del 
medio ambiente; asistencia social y jurí-
dica; capacitación, promoción del empleo 
y fomento productivo; turismo, deporte y 
recreación; urbanización y vialidad; cons-
trucción de viviendas sociales e infraes-
tructuras sanitarias; transporte y tránsito 
público; prevención de riesgos y presta-
ción de auxilio en situaciones de emergen-
cia; apoyo y fomento de medida de preven-
ción en materia de seguridad ciudadana; 
promoción de igualdad de oportunidades 

para hombres y mujeres; desarrollo de ac-
tividades de interés común en el ámbito 
local (SUBDERE: 2004)
 
Si bien la municipalización de la educa-
ción pública y de la atención de salud pri-
maria han sido de las funciones municipa-
les más analizadas dentro de la literatura 
–en cuanto a las desigualdades territoria-
les asociadas al manejo de presupuestos y 
capacidades de gestión disímiles-, lo que 
acá interesa es indagar en las políticas de 
bienestar (programas asistenciales, planes 
recreacionales, bolsas de trabajo, etc.) terri-
torializadas a nivel comunal y activadas en 
ámbitos barriales. 

Además de las funciones que por ley de-
ben desarrollar los municipios –que por las 
características de su financiamiento están 
en condiciones de alta inequidad entre 
sí-, éstos, en su gestión, han añadido, con 
mejores o peores resultados, una batería 
de servicios y medios de apoyo a los resi-
dentes de sus comunas, que en la práctica 
han ayudado a reducir o a incrementar las 
diferencias territoriales al interior de la 
ciudad. 

Larrañaga (2007, 37-38) señala que “la polí-
tica social ha contribuido a la reducción de 
la pobreza a través de la formación de re-
cursos humanos, facilitando así la inserción 
laboral de grupos vulnerables en el contex-
to de las oportunidades que genera el creci-
miento económico. Asimismo, la protección 
de ingresos de los grupos cubiertos por los 
programas de seguridad social, y la provi-
sión de servicios sociales a grupos mayori-
tarios de la población, configura una mejor 
distribución del bienestar en relación a una 
situación sin política social. Sin embargo, la 
estructura de la actual política es insuficien-
te para reducir las fuertes desigualdades de 
oportunidades y de ingresos que siguen ca-
racterizando al país”. Los municipios han 
visto en el vacío de las políticas sectoria-
les –en parte por la misma municipaliza-
ción de los servicios- una oportunidad de 
entregar bienes y servicios a partir de la 
conformación de una red de prestaciones 
clientelares, a través de la cual logran co-
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optar una base de votantes, tal como que-
da evidenciado en el testimonio de uno de 
los funcionarios municipales de Macul en-
trevistados: 

“Para el alcalde es claro que la elección se 
gana en 23 de Enero, en la Santa Julia, allá 
en Las Estrellas… Para eso ha armado toda 
una batería de servicios de asistencia desti-
nados a los sectores populares de la comu-
na, que en el año de elección se agudiza y 
salimos todos a participar de los planes, so-
bretodo en las sedes, ahí es donde se cocina 
la elección”

Como señala Barozet (2003) no es extraño 
que los líderes locales instrumentalicen 
cierto tipo de vínculo sociales –organi-
zaciones vecinales y comunitarias, tales 
como clubes deportivos, clubes de adul-
to mayor o de jóvenes, juntas de vecinos, 
grupos religiosos, etc.- allí donde prima 
la inestabilidad económica y social, para 
conseguir votos en una relación de arriba 
hacia abajo (“top-down”), a cambio de con-
traprestaciones conformadas normalmen-
te por bienes y servicios. La misma autora 
asegura que, pese a las enormes reduccio-
nes en las tasas de pobreza al interior de la 
sociedad chilena, aún existe una importan-
te proporción de chilenos de clase media-
baja -laboral y económicamente vulnera-
bles a las fluctuaciones del mercado- y de 
sectores populares que se mantienen en 
una relación de dependencia respecto a la 
ayuda pública, situación que establece las 
condiciones de posibilidad para la perdu-
rabilidad de caudillos y dirigentes hege-
mónicos en la política local y regional. 

La abundancia de “autoridades todopode-
rosas que establecen reglas políticas per-
sonalizadas, con escasa fiscalización, y con 
un fuerte impacto en la vida de los más 
pobres pues para ellos (Barozet: 2008), se 
explica porque el acceso a los beneficios 
sociales se logra generalmente, a través de 
los planes de empleo y de bienestar  im-
plementados por los servicios municipa-
les, antes que por los grandes programas 
sociales sectoriales de nivel nacional. Esta 
situación ha sido aprovechada por las au-

toridades municipales –así como por los 
aspirantes a esos cargos-, desde la vuelta 
de las elecciones para gobiernos locales a 
comienzos de los años noventa, para im-
plementar prácticas clientelísticas con sus 
electores (Rehren: 1999).  

Tras la reforma de CONARA de 1976 -con la 
cual se crearon 13 regiones (actualmente 
15), 52 provincias y 325 comunas (actual-
mente 341)- y la implementación de la mu-
nicipalización de los servicios de la salud 
primaria (postas y consultorios generales, 
urbanos y rurales) y de la educación esco-
lar (básica y media), los municipios fueron 
ganando en atribuciones y obligaciones de 
entregar beneficios sociales a la población, 
no así necesariamente en recursos para lle-
var a cabo esas tareas. En diferente grado, 
los distintos municipios que conforman al 
Gran Santiago –así como en las comunas 
de ciudades intermedias y de otras metró-
polis nacionales-  han creado y habilitado 
una amplia gama de planes de desarrollo 
social y de proyectos de infraestructura, 
orientados a los residentes de sus comu-
nas, modificándoles su geografía de opor-
tunidades mediante la disponibilidad de 
bienes, servicios y atributos en sus barrios 
y entornos. 

Si bien la educación escolar y la salud pri-
maria han sido cuestiones de responsabi-
lidad de los gobiernos locales desde la ley 
de municipalización, distintos gobiernos 
locales han complejizado su oferta de ser-
vicios, llegando a crear incluso, en el ámbi-
to de la salud, incluso servicios clínicos de 
propiedad municipal (Clínica Cordillera en 
Las Condes),  nuevos consultorios, labora-
torios clínicos y cursos vecinales de auto-
cuidado en salud. Asimismo, en el campo 
educacional, han implementado becas mu-
nicipales de acceso a la educación univer-
sitaria, servicios de traslado para escolares 
matriculados en educación municipal, ta-
lleres extraprogramáticos adicionales a la 
oferta educacional de los establecimientos 
municipales y particular-subvencionados. 
Los municipios también se han encargado 
de promover y dinamizar el empleo en sus 
comunas, a través de la oferta de puestos 
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de trabajo (a cargo de las Oficinas Munici-
pales de Intermediación Laboral (OMIL)), 
programas de capacitación y de fomento 
productivo. 

A estas líneas de trabajo tradicionales den-
tro del hacer de los gobiernos locales en 
Chile, se han sumado, durante la última 
década con relativa velocidad los planes y 
programas municipales de seguridad y vi-
gilancia. Lo que comenzó como una táctica 
de los municipios en donde residen predo-
minantemente hogares de ingresos altos, 
ha sido replicado a lo largo del Gran San-
tiago, bajo la fórmula de vigilancia móvil, 
planes cuadrantes y tele-vigilancia.  

En la línea de lo que Inglehart (1991) deno-
minó como la aparición de valores postma-
teriales como síntoma del cambio cultural 
de las sociedades avanzadas, las adminis-
traciones municipales han integrado a su 
parrilla programática planes y acciones 
que van más allá de la provisión de em-
pleo, pan y techo. Como parte de las ten-
dencias contemporáneas de añadir nuevos 

campos de bienestar, algunos gobiernos 
locales han ido más lejos y han desarrolla-
do líneas de provisión de infraestructura 
cultural al interior de sus jurisdicciones, 
creando centros de creación, exhibición y 
educación para públicos que exceden los 
límites de sus comunas. Si bien esto fue 
una iniciativa desarrollada originalmente 
por los gobiernos locales de mayores recur-
sos –como el caso de Las Condes, Providen-
cia, Santiago o Ñuñoa-, lentamente ha sido 
replicado en comunas, tanto pericentrales 
como periféricas, en donde residen predo-
minantemente sectores medios y popula-
res, como es el caso de La Granja (Espacio 
Matta),  Peñalolén (Centro Cultural Chi-
mkowe),  San Joaquín con su nuevo Centro 
Cultural a ser inaugurado a finales de 2010, 
o los intentos de recuperación de la casona 
Ochagavía por parte del municipio de Pe-
dro Aguirre Cerda. 

Del mismo modo ha aparecido con fuerza, 
durante el mismo periodo, el desarrollo de 
infraestructura deportiva destinada para 
los residentes de las respectivas comunas. 

Centro Cultural y Deportivo Chimkowe (Peñalolén, Stgo.)
Fuente:www.claudioorrego.cl [sitio web personal de Claudio Orrego (Alcalde de Peñalolén)]
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Gimnasios, centros polideportivos, pisci-
nas, canchas y camarines se han estable-
cido como acciones relevantes dentro de la 
gestión de los gobiernos locales. Además se 
han integrado proyectos de mejoramiento 
del entorno bajo los preceptos de la susten-
tabilidad urbana y la ecología. Así planes 

de arborización, recuperación de espacios 
con usos no deseados (como el programa 
de reconversión de microbasurales de Pe-
ñalolén) y programas de control canino 
han tendido a masificarse dentro de las ac-
ciones municipales de promoción y bien-
estar. 
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Expectativas y Posibilidades 
de Movilidad Residencial en 
23 de Enero (Macul) y La Unión 
(Cerro Navia)

Breve historia de los asentamientos

Interesados en comprender el recorrido 
histórico de ambos barrios se preguntó 
por la manera en que se había adquirido 
la propiedad de la vivienda. Mientras que 
en 23 de Enero la mayor proporción de en-
cuestados afirmó haber conseguido su vi-
vienda a través de una toma de terrenos 
posteriormente regularizada, en La Unión 
la mayor parte señaló haberla comprado al 
propietario de un gran paño de suelo sub-
dividido, bajo la modalidad de loteo irregu-
lar.  

Para el caso de 23 de Enero, distintas fuen-
tes –tanto residentes como funcionarios 
municipales- señalaron que ésta tuvo su 
origen en 1961 como una toma ilegal de 
terrenos, al igual que otras poblaciones de 
Santiago y de la entonces comuna de Ñu-
ñoa (que jurisdiccionalmente comprendía 
las actuales Ñuñoa, Peñalolén y Macul). El 
lugar donde se instalaron los primeros ha-
bitantes era parte del lecho del Zanjón de 
la Aguada, área utilizada tanto para la ex-
tracción de áridos como para botadero de 
basura. 23 de Enero se localiza en el sector 
de Camino Agrícola, caracterizado por al-
gunos autores a finales de la década de los 
ochenta como un “núcleo de poblaciones 
donde, en distintas épocas y con la suma de 
pequeños loteos, se ha conformado un ba-
rrio de aproximadamente 50 ha. Viviendas 
construidas a partir de loteos, otras amplia-
das o modificadas desde una casa tipo ori-
ginal, pasajes de distintos anchos y perfiles.” 
(Vergara y Palmer: 1990, 54). 

Tras completar unos meses de primera 
ocupación, los pobladores decidieron lo-
tear y formalizar el uso del suelo a una 
medida similar a lo que posteriormente 
implementaría el programa de vivienda 

Operación Sitio (1965), subdividiéndolo en 
lotes de 10 metros de frente por 20 de fon-
do para las cerca de 270 familias originales 
(Del Pozo y Jeldes: 2009). Un estudio de la 
Consejería Nacional de Promoción Popular 
sobre poblaciones marginales en el Gran 
Santiago (1968), advierte que en 1968 en la 
población 23 de Enero existían 302 vivien-
das construidas de madera, con techos de 
fonola y zinc. Contaba con abastecimiento 
de agua potable a través de dos arranques 
(llaves) por calle, así como con luz eléctrica. 
En cuanto a servicios sanitarios, las vivien-
das disponían de pozos negros (letrinas). 

Al menos hasta 1972 las familias habitaron 
en viviendas livianas e irregulares. Sin em-
bargo, ese año, la Corporación de Vivienda 
(CORVI), muy probablemente a través del 
sub-departamento de campamentos (Ha-
ramoto: 1982) apoyados por  la fábrica de 
viviendas populares ubicada en la vecina 
Villa Jaime Eyzaguirre (San Martín: 1972), 
ofreció soluciones habitacionales definiti-
vas a las familias residentes en el área, me-
diante una fórmula de ahorro y préstamo.  
El golpe militar encontró el proyecto a me-
dio camino, siendo terminado en los pri-
meros años del régimen, probablemente a 
través de la misma CORVI hasta el momen-
to de su transformación en SERVIU (1976). 

En el año 1978 la población 23 de Enero fue 
objeto de intervención pública, al igual que 
las poblaciones Don Camilo y Los Plátanos 
de Macul (Vergara y Palmer: 1990, 36). La 
urbanización contempla, la regularización 
de los  títulos de propiedades. Es en estos 
años que, según testimonios de entrevis-
tados, algunas calles de la población son 
pavimentadas, las veredas construidas y el 
alumbrado público instalado. Tras esa in-
tervención en infraestructura urbana tu-
vieron que pasar más de quince años para 
una siguiente acción de mejoramiento ur-
bano. Fue el Programa de Pavimentos Par-
ticipativos el que financió la pavimenta-
ción de las vías secundarias -pasajes- que 
atraviesan la población en dirección orien-
te -poniente. 

Desde esa época hasta ahora la población 



56

ha sido objeto de inversión municipal –fon-
dos propios y públicos apalancados desde 
Gobierno Regional- tanto en términos de 
infraestructura como de asistencia social. 
Como señaló un funcionario de la Direc-
ción de Proyectos de la Municipalidad de 
Macul, se han construido y remodelado 
plazas y juegos infantiles (1997-98), se ha 
habilitado una sede social (1999-2001), un 
club de adulto mayor (2007-08), una can-
cha de fútbol con pasto sintético (2006), y 
se han desarrollado múltiples proyectos de 
mejoramiento del alumbrado público (el 
último en 2008). 

Fiel a su proyecto clientelar, el municipio 
postdictatorial ha desplegado una batería 
de planes de ayuda social, consistentes en 
canastas con mercadería y acceso a bolsas 
de trabajo.  Pero tal vez lo más interesan-
te sea la batería de programas que buscan 
impulsar a que la población residente del 
barrio se acerque a la red de servicios e 
infraestructura de escala municipal y me-
tropolitana. Ejemplos de esto son los servi-
cios de transporte diarios para residentes a 
centros de salud  correspondientes (Hospi-
tales El Salvador (Providencia) y Luis Tisné 
(Peñalolén), los de transporte escolar para 
estudiantes de la educación municipal, y 
los de traslado hacia el Centro del Adulto 
Mayor de la comuna.  

El caso del acceso a la propiedad de la vi-
vienda en La Unión de Cerro Navia es dis-
tinto, no por los motivos que movilizan a 
los agentes –el derecho a la vivienda-, sino 
por la forma en que activan su deseo. Se-
gún datos recogidos desde la Dirección de 
Obras de la comuna, la población surge en 
1963, como resultado de una subdivisión 
predial privada (Del Pozo et al.: 2009). El 
“loteo brujo” es resultado de la subdivisión 
en 263 partes de la chacra Las Lomas (suelo 
de uso agrícola), propiedad de Miguel Bo-
rras. Tal como señalan algunos documen-
tos oficiales de la época, el Municipio de 
Barrancas (que concentraba a las actuales 
comunas de Pudahuel, Cerro Navia y Lo 
Prado) dio comienzo al plan de urbaniza-
ción del asentamiento sólo un años des-
pués de la subdivisión del suelo (1964), el 
cual contemplaba “dotación de agua pota-
ble, instalación de grifos, servicio de alcan-
tarillado público y privado, instalación de 
energía eléctrica para servicio público y do-
miciliario, obras de pavimentación (aceras 
y soleras), y plantación árboles”. Sin embar-
go estas mejoras no fueron completadas 
-como advierte una resolución municipal 
de 1978-  en cuanto “por convenio de la pro-
mesa de venta, los adquirientes se compro-
metieron a ejecutar por cuenta de ellos la 
urbanización de la población”. 

Barrio 23 de Enero de Macul, Junio 2010
Fuente: Elaboración Propia 
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La creación de la población La Unión es par-
te de un proceso más amplio sucedido en 
el oeste de Santiago y que incluyó tomas 
ilegales de terreno, loteos brujos y proyec-
tos habitacionales dirigidos por el Estado. 
Similar en su historia, la población Libera-
ción (1961) nació como resultado de la sub-
división predial privada, mientras que la 
organización de pobladores de los campa-
mentos y conventillos de la zona (“Comité 
Sin Casa” de Barrancas) presionó al gobier-
no de la época a la construcción a través 
de CORVI de la población Neptuno (1962), 
compuesta por 820 viviendas de madera 
y ladrillo (Hernández: 1990). Asimismo, ya 
como parte del proceso acelerado de ocu-
paciones ilegales del suelo, surgieron las 
poblaciones Intendente Saavedra (1967), 
Herminda de la Victoria (1967), Lo Amor 
(1969), Violeta Parra (1969) y Villa Santa 
Anita (1970), todas ellas localizadas al inte-
rior de la actual Cerro Navia (Farías et al.: 
1992; Muñoz y Madrid: 2005). 

Debido al incumplimiento del plan de de-
sarrollo de las obras de urbanización de la 
población, esta última, al igual que muchas 
otras en el área nor-poniente de la ciudad, 
debió absorber el crecimiento de la pobla-
ción vía allegamiento y sub-arriendo de 
los lotes adquiridos previamente. Tal como 
afirman algunos autores para el periodo 

1975-1981, esto puede ser explicado por la 
combinación de subsidios habitacionales 
“sólo aplicables para la compra de vivien-
das terminadas de precios inalcanzables” 
para los segmentos populares, y la deman-
da especulativa por parte de inversionistas 
que congelaron las áreas de extensión de la 
comuna de Barrancas (Geisse et. al.: 1984). 
Sin embargo, durante el mismo periodo, el 
gobierno militar se propuso regularizar las 
antiguas Operaciones Sitio en la comuna. 
Según estadísticas oficiales de 1982, Ce-
rro Navia fue el municipio con el mayor 
número de soluciones habitacionales sa-
neadas (5593), y con la mayor proporción 
de regularizaciones respecto al total de 
soluciones existentes en el área (63,54%) 
(Hidalgo: 1993). Es en este periodo, en que, 
según algunos entrevistados, ellos –o sus 
padres- recibieron los títulos de dominio 
de sus viviendas. 

Tras el periodo de regularizaciones ocurri-
do en la primera mitad de la década de los 
ochenta, el gobierno militar no desarro-
lló casi ninguna otra intervención en La 
Unión, ni menos en algunos sectores ale-
daños, como Herminda de la Victoria, mar-
cados como bastiones de la resistencia a la 
dictadura. Tras la crisis de 1982 y las pro-
testas del año siguiente, se agudizó la re-
presión en distintos lugares de la comuna, 

Barrio La Unión de Cerro Navia, Abril 2010
Fuente: Elaboración Propia 
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lo que llevó a que fuera la Iglesia Católica, y 
no el Estado, quien desarrollara un rol asis-
tencial dentro de los sectores populares. El 
desarrollo de “estrategias de sobrevivencia” 
(Schkolnik y Teitelboim: 1988) se desplegó 
a lo ancho de la mayor parte de la periferia 
y el pericentro popular santiaguino. 

“Mira acá en la dictadura fue duro, acá en 
el barrio no tanto porque no teníamos mala 
fama, pero imagínate acá al lado en la Her-
minda… la gente estaba muy mal, ollas co-
munes, sin pega, con los allanamientos de 
los pacos, fue súper duro, porque la mayoría 
vivíamos al justo” (Oscar, 64 años, taxista, 
La Unión)

Bajo el precepto que la propiedad de la 
vivienda era la última barrera para el ac-
ceso al bienestar a través del mercado, el 
gobierno militar dejó de lado la realización 
de planes sociales, salvo algunos medidas 
pro-empleo temporal (Plan de Empleo Mí-
nimo (PEM) y Programa de Ocupación para 
Jefes de Hogar (POJH)). 

Con la llegada de los gobiernos democrá-
ticos se desplegó una batería de planes 
asistenciales dirigidos tanto desde el go-
bierno central como desde el municipio. El 
rol de la municipalidad es clave dentro de 
este proceso, pues sólo hasta hace dos años 
(2008) los alcaldes pertenecieron siempre 
a la misma familia. Desarrollando una se-
rie de medidas asistenciales, muchas de 
las cuales calzarían en la clasificación pro-
totípica del líder populista -aquel que en 
base a prácticas clientelísticas provee pre-
bendas, privilegios y dádivas ad hoc a las 
necesidades del momento de su masa de 
electores, pero sin políticas sostenibles en 
el tiempo-, lograron una red de apoyo tan 
fuerte como la de rechazo a sus prácticas/
políticas sobre el territorio, que podrían ser 
resumidas como asistencias monetarias 
directas y servicios municipales de mala 
calidad. Si bien se reconoce en las entrevis-
tas mejoramiento en las condiciones de in-
fraestructura del barrio, también se afirma 
con fuerza que los servicios municipales 
son de tan mala calidad que comúnmente 
se ocupan servicios privados o los de otros 

municipios aledaños. 

“Con mi hermano cuando éramos chicos es-
tudiamos en un colegio de Quinta Normal. 
A mis papás les cargaban los de acá, son 
malos, los profes, las salas, piensa que una 
vez estuvieron como dos meses parados… yo 
ahora que tengo mi hija también la matriculé 
en Quinta Normal. Es un particular-subven-
cionado, es mejor, el nivel es mejor” (Danie-
la, 29 años, trabajadora independiente, La 
Unión)

“Allá en el Consultorio por años no había 
nada, ni un paracetamol [analgésico], yo 
soy hipertensa y partía al de Quinta Normal. 
Como tengo mi hermana que vive allá, daba 
la dirección si me la preguntaban… ya me 
conocían al final. Ahora con el nuevo alcalde 
mejoró la cosa, yo voy acá al lado al Albertz, 
está mejor, por lo menos está más ordena-
do, y hay más cosas” (Laura, 70 años, jubila-
da, La Unión) 

Cómo cambiaron los barrios en la 
década de los noventa

Antes de avanzar en la comparación entre 
ambos barrios, es pertinente caracterizar 
a los habitantes de ambos asentamientos 
con base en los datos recogidos por los cen-
sos de 1992 y 2002. 

En ambos barrios el nivel de consumo au-
mentó progresivamente, volviéndose la 
posesión de algunos bienes antes exclusi-
vos en cotidianos y corrientes.  Teléfonos, 
refrigeradores, televisores a color y lava-
doras figuran en una proporción impor-
tante de los hogares de ambos barrios, del 
mismo modo que la tasa de motorización 
(posesión de automóvil privado) también 
experimentó un aumento, pese a que se 
mantiene debajo de lo que ocurre en otras 
áreas de la ciudad. El aumento en los in-
gresos promedio de los hogares chilenos, 
así como el incremento de su capacidad 
de endeudamiento, han permitido la acu-
mulación de bienes en hogares populares, 
tendencia que probablemente experimen-
te un alza todavía más pronunciada en los 
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próximos años.  

De acuerdo a los estudios longitudinales 
realizados por Moser y Felton (2004) la 
acumulación progresiva de activos, espe-
cialmente la propiedad de la vivienda y la 
posesión de bienes durables, es una de las 
variables relevantes para propiciar la mo-
vilidad ascendente de los núcleos familia-
res, tanto para quienes invierten en ellos 
(primera generación) como para quienes 
luego heredan o hacen uso de ese patrimo-
nio (segunda generación). 

Una de las tendencias marcadas dentro 
de El paisaje demográfico de cada asen-
tamiento también es importante. Al res-
pecto, una de las tendencias advertibles se 
refierea la reconfiguración de sus respecti-
vas pirámides demográficas. En términos 
generales es posible advertir que las mayo-
res mudanzas dentro del periodo se verifi-
can en los extremos de la curva, es decir, 
en la proporción de menores de 6 años y 

mayores de 65 años residentes en ambos 
asentamientos. Mientras que en 23 de Ene-
ro y en La Unión la proporción de menores 
de 6 años se redujo desde un 15% a un 7% 
y de un 14% a un 9% respectivamente, el 
peso relativo de los adultos mayores au-
mentó desde un 5% a un 10% y 11% respec-
tivamente. Sin embargo, observando con 
mayor detenimiento pudo advertirse que 
en ambos barrios descendió la proporción 
de residentes cuya edad se ubica entre los 
45 y 65 años, desde un 26 a un 19% en 23 de 
Enero y de un 28 a 17% en La Unión. 

Aunque no es posible explicar los motivos 
de este descenso, la razón más plausible 
pareciera ser el acceso a la vivienda propia 

Fuente: Elaboración Propia en base a Censos 1992 y 2002. 

Acumulación de bienes por hogar  
(Censos 1992, 2002)
% sobre el total de hogares

23 de Enero (Macul)

Automóvil

Refrigerador

TV Color

Lavadora

1992 2002
4%

51%

50%

9%

11%

89%

83%

59%

45% 76%

Automóvil

Refrigerador

TV Color

Lavadora

1992 2002
13%

52%

58%

22%

19%

91%

84%

59%

47% 83%

La Union (Cerro Navia)

1992 2002

15%

29%

15%

7%

13%

7%

29%

13%

8%

14%

14-18 años

19-26 años

6-13 años

0-5 años

Más de 65 años

45-65 años

27-44 años

10%

19%

5%

26%

Edad

1992 2002

14%

27%

17%

7%

12%

9%

30%

12%

7%

14%

14-18 años

19-26 años

6-13 años

0-5 años

Más de 65 años

45-65 años

27-44 años

11%

17%

5%

28%

Edad

23 de Enero (Macul)

La Union (Cerro Navia)

Fuente: Elaboración Propia en base a Censos 1992 y 2002. 
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por parte de personas ubicadas en el rango 
de edad entre 35 y 45 años, probablemen-
te hijos de los propietarios originales, que 
decidieron establecer un nuevo hogar. Esta 
situación queda revelada en tres testimo-
nios entregados por residentes de ambos 
barrios, aunque añaden otras variables que 
podrían estar influyendo en la configura-
ción socio-demográfica de ambos barrios.  

“Mis dos hijas postularon con sus parejas 
a un subsidio… una debe haber sido como 
hace diez años, la otra un poco más, creo 
que el ’95. Las dos lograron conseguir su 
casa, una partió a Puente Alto, la otra a unas 
casas bonitas de La Florida” (Lucía, 63 años, 
dueña de casa, 23 de Enero)

“Acá hubo una época en que había harta 
gente arrendando, ahora ya no tanto, yo su-
pongo porque a varios les salió la casa… es 
que acá no era malo vivir, como le decía an-
tes, buen acceso al centro, los vecinos siem-
pre han sido tranquilos, no como en otros 
lados de Cerro Navia…” (Paulina, 55 años, 
vendedora tienda de ropa, La Unión). 

“Acá pasó algo importante hace unos años. 
Con la resolución de gobierno de sacar las 
fábricas de acá de Pedro de Valdivia y algu-
nas de Vicuña Mackenna, usted sabe, por 
lo de la contaminación, hubo varios cabros 

que trabajaban allá que siguieron a las 
empresas y se fueron a Quilicura, cerca del 
Parque Industrial, allá a unos condominios 
nuevos que hicieron…como las empresas no 
pagaban tan mal, varios ya tenían ahorrado 
y pidieron un crédito… yo tengo un sobrino 
que partió para allá… Eso no pasó solo en mi 
villa [él es dirigente de la población Las Es-
trellas, aledaña a 23 de Enero] sino que pasó 
con los de la 23, con la gente del frente…” 
(Hector, 68 años, jubilado, 23 de Enero)

La interpretación de los testimonios reco-
gidos corrobora lo descrito  por Raczynski 
(2010) respecto a la elección de estableci-
mientos de educación pública-municipal 
básica y media por parte de familias popu-
lares urbanas. Según su investigación las 
familias con más información disponible, 
que cuentan con mayores medios econó-
micos y que aspiran a una mejor calidad 
educacional, buscan distanciarse de “los 
que tienen estilos de vida “no adecuados” 
para sus hijos” (Raczynski: 2010, 112),. Su 
capital cultural, sintomático de su proceso 
de acumulación de activos y de potencial 
movilidad social, habilita a estos grupos 
familiares para actuar más selectivamente 
en la selección de colegios para sus hijos.  

Campamento Froilán Roa, 28 Abril de 1988 (Macul, Stgo.)
Fuente: Archivo Fortín Mapocho
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Acceso a la vivienda propia

En los tres extractos elegidos hay explica-
ciones que están vinculadas entre sí: el cre-
cimiento de la oferta de viviendas a nivel 
metropolitano, el acceso a subsidios habi-
tacionales públicos y la disponibilidad de 
créditos hipotecarios privados. La primera 
y segunda explicación grafican la posibili-
dad de optar a la vivienda propia por parte 
de sectores populares que, aunque habían 
tenido acceso a “soluciones habitaciona-
les” durante la primera mitad de la déca-
da de los ochenta –unidades básicas de 25 
mt2, “casas económicas” de 18 mt2 y case-
tas sanitarias de 6mt2, entre otros (Gilbert: 
1993)-,   la oferta les había sido insuficien-
te.  

Privilegiando cantidad por calidad, la pro-
ducción masiva de viviendas sociales tuvo 
su mayor intensidad entre 1985 y 1997. El 
fenómeno, en la interpretación que realiza 
Sugranyes fue de tal magnitud  que “(…) en 
su apogeo de los años noventa, esta produc-
ción nacional de viviendas superó la canti-
dad de nuevos hogares al año y alcanzó el 
promedio anual de diez viviendas por cada 
mil habitantes, que corresponde a las tasas 

de la fase de reconstrucción después de la 
Segunda Guerra Mundial en Europa” (2005, 
39) 

Como parte del proceso de crecimiento 
económico, la homogénea oferta de sub-
sidios a la demanda hizo que parte de los 
residentes de nuestros casos de estudio 
–aquellos que estaban formando sus pro-
pias familias, así como arrendatarios y alle-
gados- postularan a comprar viviendas, en 
ubicaciones generalmente deslocalizadas 
de sus barrios de referencia. 

Precisamente, las entrevistas realizadas 
acreditan que muchos de los hijos de los 
propietarios originales compraron una 
vivienda a través de alguno de los distin-
tos tramos de subsidio (Fondo Solidario I; 
Fondo Solidario II; Decreto Supremo 40), y 
que exigen distintas capacidades de aho-
rro y endeudamiento. Si bien no es posible 
hablar con validez estadística acerca de las 
diferencias entre ambos barrios -por el nú-
mero de entrevistas realizadas y el  tipo de 
pregunta seleccionada-, si pudo detectarse 
un patrón de migración intraurbana entre 
las nuevas generaciones: mientras que en 
Macul la mayor parte los hijos había com-

Tipo de tenencia de la vivienda (Censos 1992, 2002)
% sobre el total de hogares

23 de Enero (Macul)

Pagada Totalmente Pagando a Plazo Arriendo

Cedida Gratuita 
(Goce/Usufructo)

Otra

76 52125

42 21022321

1992

2002

La Unión (Cerro Navia)

61 92244

61 1122222

1992

2002

Fuente: Elaboración Propia en base a Censos 1992 y 2002. 
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prado una vivienda en La Florida, Peñalo-
lén o Puente Alto, los de Cerro Navia lo ha-
bían hecho en Puente Alto, San Bernardo 
y los más afortunados en Pudahuel Sur y 
Maipú, aunque algunos de ellos se habían 
acercado al centro y al microcentro, en un 
proceso que se explicará posteriormente. 

La segunda de las respuestas da cuenta de 
un proceso particular  y relativo a la locali-
zación de predios de uso industrial. A par-
tir del DS4 del Ministerio de Salud (1992) 
y de la discutida vigencia del Plan de Pre-
vención y Descontaminación Atmosférica 
de la Región Metropolitana (1998), se les 
exigió a las industrias más contaminantes 
reducir sus emisiones en un plazo determi-
nado en cinco años,  quedando las mismas 
sujetas a un sistema de compensaciones 
(O`Ryan y Larraguibel: 2000; Covarrubias: 
2003). La re-zonificación de usos por parte 
de algunas municipios hizo que, en la prác-
tica, una proporción importante de indus-
trias calificadas como contaminantes se 
trasladaran hacia áreas periféricas. 

En el caso de la comuna de Macul, se des-
articularon los agrupamientos industria-
les emplazados en las avenidas de Vicuña 
Mackenna, Rodrigo de Araya y Pedro de 
Valdivia, los cuales ya venían de capa caída 
como parte del proceso completo de des-
industrialización de la economía nacional 
y apertura económica hacia los mercados 
externos.  Sin tener la certeza si fue antes 
o después, ni si uno es causa o consecuen-
cia del otro, la creación de parques indus-
triales deslocalizados en las proximidades 
de rutas de alta velocidad promovió este 
proceso, tal como en el caso del Parque In-
dustrial de Quilicura, del Puerto Seco de Lo 
Espejo y posteriormente del Parque Indus-
trial ENEA de Pudahuel. 

Lo interesante de la respuesta dada por el 
dirigente vecinal de Macul está en haber 
descubierto que hubo capacidad, al inte-
rior de los sectores populares de la ciudad 
de tomar la decisión de cambiarse de casa 
siguiendo al trabajo. Si bien tampoco es 
medible la magnitud de esta migración in-

tra-urbana, vale la pena describir este pro-
ceso experimentado muy probablemente 
por los trabajadores más calificados –de 
mayores ingresos, capacidad de ahorro y 
endeudamiento- alojados al interior de 
barrios populares pericentrales. 

Al interior de ambos barrios la vivienda 
propia representa la opción predominan-
te de tenencia del inmueble en el que se 
reside. Sin embargo, en el periodo 1992-
2002, ésta sólo aumentó en 23 de Enero, 
donde al mismo tiempo se redujo la can-
tidad de personas que estaban pagando a 
plazo y la de los arrendatarios. En cambio 
en La Unión la proporción de propietarios 
y arrendatarios se mantuvo casi idéntica. 
Esta tendencia fue ratificada en la encues-
ta de aplicada en 2009, en la cual pudo 
observarse que la proporción de arrenda-
tarios es mayor en La Unión (21,1%) que en 
23 de Enero (6,9%).   

Tipo de tenencia de la vivienda 

Arrendatario
6,9%

Propietario
93,1%

Propietario
78,9%

Arrendatario
21,1%

23 de Enero
(M)

La Union
(CN)

Propietarios vs. Arrendatarios

Fuente: Elaboración Propia en base a Del Pozo et al. (2009)
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Expectativas y posibilidades de 
movilidad residencial

Estas primeras explicaciones a algunas 
decisiones tomadas por residentes de los 
barrios estudiados abre la discusión acerca 
de las expectativas y posibilidades de emi-
grar de barrio. En la encuesta aplicada en 
2009 en ambas poblaciones se interrogó 
a los residentes acerca de su disposición a 
cambiarse de domicilio a partir de dos pre-
guntas que distinguiesen entre los deseos 
y las posibilidades efectivas de movilidad 
residencial. En el primer caso, se preguntó 
“Si pudiera irse a una casa igual a la que 
tiene ahora, pero en otro barrio ¿lo haría?” 
se comprobó que en ambos casos casi la 
mitad de la población no tiene intenciones 
de cambiarse de barrio (49,1%). Sin embar-
go, si existen diferencias al interior de las 
sub-muestras, pues prácticamente están 
invertidas las tendencias. Mientras que en 
23 de Enero un 17,5% afirmó desear partir 
fuera de la comuna y un 35,1% mantenerse 
dentro de ella, en La Unión la proporción 
de respuestas fue de 33,3% y 15,8% respecti-
vamente. Como afirman los autores del es-
tudio, esta diferencia radica principalmen-
te en las oportunidades percibidas por los 
residentes en cada uno de sus barrios y sus 
entornos comunales próximos. 

A partir de la encuesta no puede apreciarse 
que una mejor o peor localización incida en 
la proporción de personas que quiere irse, 
pero sí lo hace respecto a dónde se desearía 
ir. Pero lo que pudo descubrirse a partir de 
las entrevistas fue que la localización si de-
fine y configura los motivos porqué querer 
dejar o quedarse en un lugar. 

“yo sé que acá hay varios jóvenes que les 
gustaría irse por acá cerca, es increíble, in-
cluso los que viven de allegados con las pa-
rejas en las casas de los papás y que tu sa-
bes que andan cortos de plata, les gustaría 
quedarse por acá… Cómo no les va a gustar 
si están al lado de todo, tienen a la familia y 
a los amigos cerca, saben que por acá van a 
vivir mejor que en una población como las 
que están allá por Santa Rosa, en La Pinta-

na, o unas que hicieron por Lo Espejo… esas 
son las que yo conozco, son complicados 
esos lugares” (Manuel, 50 años, empleado 
bancario, 23 de Enero)

“mira yo ahora he estado buscando casa, 
y lo que más me gusta es la Villa Macul, es 
bonita, tranquila, segura, me encanta, igual 
es un poco cara para lo que estoy dispues-
ta a pagar, pero entre la venta de esta casa, 
algunos ahorros y un crédito quizá me pue-
da comprar una casa mas chica allá” (Ana, 
33 años, trabajadora independiente, 23 de 
Enero)

“yo si me pudiera ir, yo creo que me cambia-
ría o más hacia el centro, quizá Quinta Nor-
mal, o en el mismo centro, en un departa-
mento, sin preocuparme que me pase algo 
cuando vuelvo de la pega en la noche, o ha-
cia Maipú, allá están mis hijas, una casa en 
un barrio nuevo” (Teresa, 54, La Unión)

Fuente: Elaboración Propia en base a Del Pozzo et al. (2009)
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(CN) No, seguiría 

aquí
49,1 %
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15,8 %
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23 de Enero
(M)

Si, pero me iría 
cerca

33,3 %

Si, me iría de 
esta comuna

17,5 %

No, seguiría 
aquí

49,1 %

Si pudiera irse a una casa igual a la
que tiene ahora, pero en otro barrio 
¿lo haría?
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En los tres fragmentos seleccionados apa-
rece la idealización de un lugar, más o 
menos próximo, dependiendo del lugar 
desde donde se provenga. En los primeros 
dos casos se habla de lugares localizados a 
cuadras de 23 de Enero, y en ambos com-
parece la idea de querer vivir allí a pesar 
de los costos que ello implica. Mientras en 
el primer caso se recalca que a pesar de la 
condición de bajos ingresos de los poten-
ciales migrantes ellos desean quedarse en 
la comuna, pues saben los beneficios que 
significa vivir allí. En el segundo fragmen-
to incluso se menciona un lugar particular, 
que, sorprendentemente fue nombrado 
más de diez veces por los entrevistados 
como allí adonde les gustaría ir a vivir. Vis-
to en el imaginario como el lugar en donde 
reside la clase media, la Villa Macul carga 
con una serie de atributos positivos revela-
dos por los entrevistados, como la tranqui-
lidad, la decencia, la seguridad, la buena 
convivencia entre vecinos, y la comodidad 
de las viviendas. Sin embargo, al intentar 
verificar porqué existían esas considera-
ciones respecto a ese barrio, las respuestas 
tendieron a ser más superficiales de lo que 
se esperaba, tal como pudo apreciarse en 
la conversación sostenida con Manuel:   

“[hablas con mucha seguridad, ¿conoces 
bien la Villa Macul? ¿tienes algún parien-

te, algún amigo?] No tanto, o sea, he pa-
sado siempre por ahí, siempre han sido el 
vecino rico del barrio, pero no tengo nadie 
allá, pero me gusta harto… igual no conozco 
a nadie que viva allá, es que las casas son 
caras, y entre nosotros quien se va a ir pa’ 
allá” (Manuel, 50 años, empleado bancario, 
23 de Enero)

La proximidad entre 23 de Enero y Villa 
Macul puede entenderse como un caso 
de integración social espacial que data de 
hace más de 40 años. La Villa Macul es per-
cibida en el imaginario de algunos de los 
residentes de 23 de Enero como el mejor lu-
gar al que se puede aspirar. El vecino rico, 
constituido en sus comienzos (1957) por 
aproximadamente 1.400 familias que ha-
bían accedido a la vivienda a partir de sus 
ahorros y el financiamiento de la Caja de 
Empleados Particulares (EMPART), siempre 
tuvo mayores ingresos –probablemente de 
clase media y media-alta- que los vecinos 
llegados después a través de tomas ilegales 
de terrenos o mediante viviendas sociales 
construidas por la CORVI. Si bien el entre-
vistado advierte la dificultad de poder vivir 
allí –entre nosotros quién se va a ir pa’ allá-,  
el desearlo puede entenderse como la re-
afirmación del querer seguir ligado a una 
particular área de la ciudad. Si bien algu-
nos entrevistados de 23 de Enero hablaron 

Villa Macul a comienzos de los sesenta (Macul, Stgo.)
Fuente: Antonio Quintana en Muñoz, D. (1962) La Villa de Ñuñoa.  
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de cambiarse de comuna, otros afirmaron 
que aunque pudieran cambiarse a una 
donde de hogares con mayores ingresos 
promedio, no lo harían por el apego y la co-
modidad que les resulta vivir en Macul. 

La Villa Macul aparece como la opción en 
el horizonte de lo deseable antes que los 
nuevos departamentos en edificios de más 
de ocho pisos. Una de las preconcepcio-
nes iniciales de esta investigación estaba 
vinculada a la idea que la aparición de la 
densificación en altura traería, a ojos de 
los sectores populares que estuvieran ex-
puestos directamente a ellos, un producto 
moderno, seguro y confortable, que intro-
duciría una nueva opción dentro de las 
idealizaciones. Sin embargo, la mayoría de 
los entrevistados, manifestó no sentirse 
especialmente interesados en ese produc-
to. Si bien el efecto del terremoto del 27 de 
Febrero puede haber estado interviniendo 
–un par de proyectos de la comuna tuvo 
serios problemas estructurales-, pareciera 
ser que el habitar en una casa aislada con 
un terreno de casi 180 mt2 de superficie de 
terreno hace que la opción de reducir te-
rreno y compartir espacios comunes sea, 
incluso en el ámbito de los deseos, una op-
ción descartable. 

Respecto al fragmento seleccionado para el 
barrio de La Unión de Cerro Navia es posi-
ble advertir cómo el trabajo (empleo) com-
parece como una variable relevante dentro 
de las prácticas de movilidad cotidiana por 
la ciudad. Para la entrevistada el peligro 
está en el trayecto nocturno de vuelta a la 
casa, pues en él puede ser víctima de algún 
tipo de delito. Como no es posible dejar de 
trabajar la solución que le gustaría poder 
realizar es cambiarse de casa. ¿Dónde? Más 
cerca del trabajo o más cerca de la familia. 
Si se vuelve sobre los datos de la encues-
ta puede observarse que a nivel agregado 
el 45% de los encuestados trabaja en una 
comuna distinta a la que vive. Sin embar-
go, en términos relativos, esta proporción 
es mayor para quienes viven en Cerro Na-
via (50%), respecto a quienes residen en 
Macul (37,5%). Asimismo, la proporción de 
residentes que trabajan fuera del barrio 

pero dentro de la comuna es proporcional-
mente mayor en 23 de Enero (31,3%), que en 
Cerro Navia (12,5%), lo que fortalece el ar-
gumento de una distribución desigual de 
oportunidades dentro de Santiago. 

Pareciera ser entonces que las diferencias 
de localización determinan los posibles lu-
gares dónde mudarse. Esto es bastante in-
tuitivo por un lado, en el sentido en que el 
lugar dónde se vive es también aquel que 
más se conoce. Sin embargo, es interesante 
ver que en uno de los casos (23 de Enero) 
la referencia espacial de movilidad resi-
dencial y social, es decir aquel lugar que 
aparece como deseable para vivir, esté sólo 
a cuadras del lugar donde actualmente se 
vive, a diferencia de lo que ocurre en el otro 
caso (La Unión), en donde las referencias 
apuntan incluso fuera de la comuna, ya 
sea acercándose o alejándose de las áreas 
céntricas de la ciudad. La percepción sub-
jetiva de la ciudad es distinta, en cuanto 
en un caso se reconoce y advierte que las 
oportunidades están al lado de donde ac-
tualmente se vive, mientras que en el otro 
caso éstas están en otra parte.  

Cuando se contrastan estas respuestas con 
los resultados de la pregunta “¿Dónde se ve 
viviendo en cinco años más?”, se clarifica 
porqué hay que distinguir entre deseos y 
posiblidades. A nivel general la respuesta 
graficó que no existen muchas oportuni-
dades reales de cambiarse de domicilio. En 
ambos barrios la respuesta predominante 
fue estar viviendo en la misma casa (cer-
ca de un 70% en los dos casos), lo cual da 
cuenta del reconocimiento de una impo-
sibilidad real de dejar el barrio por parte 
de una proporción importante de sus re-
sidentes. Morley (2001) afirma que la cla-
se social es un factor relevante en la defi-
nición de las opciones de movilidad de un 
individuo, lo que ejemplifica con una inte-
resante anécdota del vocalista del grupo 
británico de punk y ska The Specials, Terry 
Hall: “No sé mucho de clase, pero creo que 
pertenecíamos a la clase trabajadora. O sea, 
nunca íbamos a ninguna parte”. En estos 
dos barrios se logró capturar un poco esa 
atmósfera: la del deseo de mudarse de ba-
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rrio, sin que existan posiblidades reales de 
hacerlo. Sin embargo, entre quienes seña-
laron estar viviendo en un lugar distinto al 
que actualmente residen, la proporción  de 
jefes de hogar que manifestaron querer sa-
lir de la comuna fue mayor en Cerro Navia 
que en Macul, lo cual habla de un disgusto 
respecto a las oportunidades y activos de 
esa comuna, lo que queda recalcado en la 
mayor preferencia por cambiarse de casa 
al interior del barrio que mudarse a otra vi-
vienda al interior de la misma comuna. 

Cuando en la encuesta se preguntó por el 
lugar de residencia de los hijos independi-
zados, en ambos barrios pudo verificarse 
que la mayoría vivía en otra comuna lejos 
del centro de la ciudad (62% del total de 
respuestas), seguida muy de lejos por quie-
nes se habían mudado a otra comuna cerca 
del centro (16,5%). Si bien en ambos casos 
la mayoría había partido a comunas lejos 

del centro, o a la compra de viviendas usa-
das en la misma área –lo que puede ser leí-
do como la dificultad de estos segmentos 
de acceder a los productos ofrecidos en el 
mercado a os programas de repoblamiento 
y densificación de las áreas centrales de la 
capital- en el caso de 23 de Enero (69,6%) 
esto fue mucho mayor que en La Unión 
(51,5%). Asimismo, la proporción de hijos 
independizados que se mudaron cerca del 
centro fue proporcionalmente mayor en La 
Unión (24,2%) que en 23 de Enero (10,9%). 
Como anteriormente se dijo, en ambos 
casos los hijos partieron a comunas peri-
féricas, algunos cerca de sus comunas de 
origen, otros lejos de ellas, gracias a la po-
sibilidad de acceder a subsidios habitacio-
nales que exigían distintos niveles de aho-
rro y endeudamiento. Es conocido que las 
áreas de mayor crecimiento inmobiliario 
en los últimos veinte años fueron la perife-
ria y el anillo suburbano exterior, así como 

¿Dónde se ve viviendo en cinco años más?

En la misma casa
71,9%

En otra casa, 
mismo barrio
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En la misma 
comuna, 
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(M)

En la misma casa
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En otra casa, 
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Fuente: Elaboración Propia en base a Del Pozo et al. (2009)
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que la vivienda social tendió a localizarse 
allí donde el valor del suelo era mas bajo. 
Ambas tendencias explican que para los 
sectores populares hubiera sido más fácil 
obtener una vivienda en la periferia que 
en el pericentro y el centro. 

Sin embargo existe otra variable intervi-
niente dentro de la decisión de dónde vi-
vir: mientras que para los residentes de La 
Unión el centro más relevante es el centro 
histórico de la ciudad, para los habitantes 
de 23 de Enero existen más subcentros al 
interior del área metropolitana cerca de los 
cuales se puede residir, lo que queda claro 
en estos dos fragmentos:  

“Acá yo si tengo que hacer un trámite en el 
banco voy acá al lado [hace referencia a 
sucursales ubicadas en Av. Macul], sino, 
parto para Irarrázaval que me demoro diez 
minutos. Quiero comprar algo, lo hago allá 
también, si quiero ir al mall tengo al lado el 
Florida [Center] y el Plaza Vespucio, está el 
Lider [supermercado] de Rodrigo de Araya, 
acá cerca está el Lider y el Homecenter, ahí 
en Departamental… antes incluso iba segui-
do al Persa de Franklin, ahora menos… ima-
gínate, todo al lado acá, tenemos locomo-
ción fácil para todos lados, están los metros 
a los dos lados, yo no los ocupo, pero mucha 
gente del barrio si” (Marcela, 49 años, ven-
dedora, 23 de Enero)

“Mis nietos van un montón al mall, van al 
Plaza Vespucio, van al cine, se juntan con 
amigos allá… creo que hace poco abrieron 
una consulta médica, alguien de acá del ba-
rrio me dijo que había ido… yo salgo poco, 
pero cuando tengo que hacer algo parto acá 
a Macul, o por último, si es muy importante a 
Ñuñoa, allá hay de todo también”. (Patricia, 
64 años, jubilada, 23 de Enero)

El eje de Irarrázaval (Ñuñoa), la avenida 
Macul, los malls Plaza Vespucio y Florida 
Center, e incluso el área aledaña a la mu-
nicipalidad de La Florida son hitos signifi-
cativos dentro de la geografía de oportuni-
dades de los residentes de 23 de Enero, en 
cuanto a bienes y servicios se refiere. En 
ellos pueden realizarse trámites, acudir a 

una consulta médica, comprar bienes para 
la casa o disfrutar de alguna actividad re-
creativa. Todos ellos les proveen funciones 
alternativas al dormitorio del barrio.  

Mientras que la mayoría de las referencias 
a las que aludieron los residentes de 23 de 
Enero estaban en un radio de entre diez y 
quince minutos de distancia en transporte 
público de sus hogares, los entrevistados 
de La Unión señalaron puntos más lejanos 
de la ciudad respecto a sus domicilios. El 
primero de ellos, por su peso tradicional, si-
gue siendo el centro histórico de Santiago: 

“para mi es cómodo porque yo trabajo en el 
centro, pero por ejemplo mi prima, que tam-
bién es de acá del barrio [aunque en reali-
dad se refiere a la población Herminda de 
la Victoria], también le gusta ir allá, encuen-
tra que hay más cosas que en otros lados a 
los que va… por ejemplo ella va cerca de la 
Estación Central, también cerca del terminal 
de buses, pero es feo, las cosas son malas 
(…) En el centro se distrae, a veces cuando 
va al mediodía la invito a almorzar por ahí…
además que conocemos lo que hay allá, sa-
bemos donde comprar, donde no meternos” 
(Teresa, 54, La Unión)

Sin embargo, en el último tiempo han apa-
recido nuevas centralidades que se han 
vuelto relevantes para los residentes del 
barrio. La consolidación del comercio en 
Estación Central -tanto por los hipermer-
cados de General Velázquez como por los 
malls ubicados al lado de los terminales de 
buses de San Borja y de la Estación Central 
de trenes- y el vuelo que ha adquirido Mai-
pú como el gran nodo del sector poniente 
de Santiago han favorecido a los residentes 
de La Unión como artefactos de urbanidad. 
(Cáceres et al.: 2004). Es posible avizorar 
cómo la pronta inauguración de la línea 
5 del metro hacia Maipú potenciará aún 
más a esta comuna como la referencia del 
área poniente de Santiago, alterando aún 
más el patrón de movilidad cotidiana de 
los residentes de esta parte de la ciudad y 
volviéndola cada vez más relevante dentro 
del imaginario de la movilidad residencial 
de sus habitantes. 
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Allegamiento como expresión de los 
atributos de localización

La encuesta de 2009 mostró que la propor-
ción de hogares que habían recibido a alle-
gados era mayor en 23 de Enero (58,1%) que 
en La Unión (43,1%), lo cual, a partir de los 
fragmentos de entrevistas aquí revisados, 
puede ser explicado en base a las diferen-
cias en los atributos de localización de am-
bos barrios, que hacen más atractivo a uno 
por sobre el otro en cuanto a las posibili-
dades de empleo, consumo, movilidad coti-
diana y de servicios sociales disponibles.  

Tal como Del Pozo et al. (2009) señalan, en 
23 de Enero existe una mayor tendencia por 
parte de los hijos a quedarse en el hogar 
habiendo ya formado una familia, lo cual 
está vinculado con los altos costos de opor-
tunidad que conllevaría dejar el barrio, a 
diferencia de los asociados a tomar esa de-
cisión en La Unión de Cerro Navia, en don-
de la geografía de oportunidades es menos 
favorable. Para entender la diferencia, los 
autores advierten que la clave de análisis 
está en la composición de los hogares de 
ambos barrios; mientras que en La Unión 
los hogares de tipo nuclear aparecen como 
mayoritarios (58% del total, mientras que 
la proporción de hogares extendidos al-
canza un 30%), en 23 de Enero los hogares 
extendidos son predominantes (65% del 
total, mientras que los hogares nucleares 
alcanzan sólo al 30%).  

Las aspiraciones de las segundas o terceras 
generaciones de residentes de 23 de Enero 
de quedarse en la comuna de Macul cho-
ca con las posibilidades reales de hacerlo. 
Históricamente el valor del suelo ha sido 
más alto que en otras áreas de la ciudad en 
donde residen sectores populares –la con-
tigüidad a la comuna de Ñuñoa además ha 
dotado a la comuna de prestigio, así como 
los atributos urbanos que tiene por sí mis-
ma-, y la tendencia de los desarrolladores 
inmobiliarios a construir proyectos al in-
terior de la comuna destinados a sectores 
medios y altos acrecentará el proceso. En 

este escenario, las familias jóvenes deben 
salir hacia comunas periféricas, en donde 
puedan convertirse en propietarias, o, en 
su defecto, quedarse como allegadas en los 
terrenos originales (la mayoría de los cua-
les tiene una superficie aprox. entre 160 y 
180 mt2). 

El caso de La Unión difiere, pues para las 
familias jóvenes residentes los costos aso-
ciados de dejar el barrio son mucho me-
nores que en el caso de 23 de Enero, pues 
los atributos de localización asociados a la 
geografía de oportunidades del barrio son 
menores, lo que explica la mayor percep-
ción de segregación del barrio, la menor 
participación en organizaciones vecinales 
capaces de movilizar recursos y beneficios, 
y las peores evaluaciones de la calidad de 
la urbanización del barrio y de los bienes 
y servicios disponibles en el área (Del Pozo 
et. al: 2009). Así, los costos de dejar el barrio 
son menores, pues lo que se está perdien-
do, en cuanto a la geografía de oportunida-
des, es de lo peor existente al interior de las 
áreas pericentrales metropolitanas, y los 
beneficios asociados a ser propietarios en 
la periferia para las familias jóvenes supe-

Durante su vida como residente de esta 
vivienda, ¿ha tenido allegados?

No
41,8%

No
56,9%

23 de Enero
(M)

La Union
(CN)

Si
43,1%

Si 
58,2%

Fuente: Elaboración Propia en base a Del Pozo et al. (2009)
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ran los costos de localizarse más lejos del 
centro. Esto queda claro con la afirmación 
de una de las hijas de una de las entrevis-
tadas: 

“yo no tendría problema de dejar el barrio 
e irme más lejos del centro, la cosa es po-
der hacerlo. Primero tengo problemas de 
plata, no he podido ahorrar con mi pareja 
todavía, tenemos unas deudas que pagar 
primero… la cosa es que yo me iría feliz más 
lejos, no se, por ejemplo a Maipú, o a Qui-
licura, no tengo problemas con andar más 
rato en micro, la cosa es que me gustaría un 
barrio mejor, que tuviera más cosas, que el 
consultorio funcionara bien, que hubiera un 
supermercado cerca, que no hubiera que te-
ner que pegarse el pique [ir] especialmente 
a pagar una cuenta la centro… no se, obvio 
que me gustaría estar más cerca del centro, 
si acá igual estamos cerca, pero adonde… 
con lo caro que es una casa, yo sin subsidio 
imposible, entonces tenemos que partir más 
lejos del centro no más… pero no nos quere-
mos quedar acá en Cerro Navia, queremos 
algo mejor” (Sandra, 28 años, cajera super-
mercado, La Unión). 

Integración al resto de la ciudad: 
atributos de movilidad cotidiana

Una de las hipótesis iniciales que buscó 
comprobar Del Pozo et al. (2009) apunta-
ba a la relación inversamente proporcional 
entre el grado de satisfacción respecto al 
acceso al resto de la ciudad y la disposición 
a la movilidad residencial por parte de los 
jefes de hogar. Tras la aplicación de la en-
cuesta descubrieron que, a nivel agregado, 
aquellas personas que se encontraban in-
satisfechas con las posibilidades de acceso 
al resto de la ciudad se encontraban más 
dispuestas a mudarse a otra área de la ciu-
dad. Sin embargo, al analizar las respues-
tas por barrio, puede observarse que las 
diferencias no fueron significativas según 
el lugar de residencia, ya que, mientras en 
23 de Enero de Macul, supuestamente el fa-
vorecido por la accesibilidad e integración 
al resto de la ciudad, el 71% se manifestó 
satisfecho, en La Unión de Cerro Navia la 

tasa de respuesta positiva se alzó hasta un 
78%. 

Para explicar la mayor proporción de per-
sonas insatisfechas en el barrio supuesta-
mente mejor servido por la red de trans-
porte urbana respecto, los autores de esa 
investigación hipotetizaron que la reciente 
modificación al sistema de transporte de 
superficie (Transantiago) podría haber dis-
minuido el grado de satisfacción en 23 de 
Enero, pues la reorganización de las líneas 
de servicio habría perjudicado a los resi-
dentes, o habría hecho que los residentes 
de La Unión se hubieran beneficiado por el 
aumento en el número y la frecuencia de 
los recorridos. 

Dentro de las entrevistas realizadas en 
ambos barrios no se encontraron especia-
les diferencias respecto al grado de satis-
facción respecto a la accesibilidad al resto 
de la ciudad, ya sea en relación al centro 
histórico de la ciudad como a los sub-cen-
tros cercanos correspondientes –en el caso 
de 23 de Enero los sectores de Irarrázaval 
y de Plaza Vespucio, en el de La Unión las 
áreas de Las Rejas-Estación Central y Mai-
pú-. En ambos casos hubo satisfacción con 
el transporte de superficie (microbuses y 
colectivos), así como con la red de metro. 
Esto es bastante evidente para 23 de Enero, 
que tiene en su radio de influencia cerca-
no (1,5 km) dos estaciones de metro de dos 
líneas distintas. Sin embargo, para el caso 
de La Unión es bastante más sorprendente; 
como ya se dijo anteriormente, los residen-
tes del barrio utilizan la línea 1 desde hace 
ya bastante tiempo –en sus trayectos hacia 
el centro de la ciudad-, y proyectan positi-
vamente las posibilidades de accesibilidad 
hacia Maipú que abrirá la extensión de la 
línea 5. 

Esto es positivo en cuanto expresa de con-
diciones favorables de movilidad al interior 
de los barrios pericentrales estudiados. Sin 
embargo no hay que creer que esta condi-
ción es característica de todas las áreas pe-
ricentrales metropolitanas, pues en varias 
de ellas existen problemas de conectividad 
y servicio de transporte público, los cuales 
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vienen de  antes como después del inicio de 
Transantiago.  Algunas áreas de Estación 
Central y Cerrillos, así como de Conchalí e 
Independencia han tenido serios proble-
mas de conectividad, y, coincidentemente, 
serán de las comunas más favorecidas con 
los últimos anuncios de ampliación de la 
red del metro de Santiago (líneas 3 y 6). 

Respecto a las autopistas urbanas, como se 
dijo anteriormente, en la conversación con 
los distintos entrevistados éstas no apare-
cieron como un aspecto relevante dentro 
de la geografía de oportunidades en am-
bos barrios pericentrales. Tanto la menor 
tasa de motorización existente al interior 
de los casos de estudio respecto al prome-
dio de la ciudad, como el uso de transporte 
público cuyos recorridos no transitan por 
las autopistas de alta velocidad, complotan 
contra la posible evaluación que se tenga 
de ellas. 

Si bien esto puede ser un problema con la 
selección de los casos de estudio (“en este 
sector nadie toma las micros que van por la 
Costanera, pa`que las vamos a tomar si te-
nemos acá JJ. Perez-Mapocho, después está 
San Pablo, la Alameda y el Metro (…) pero la 
gente que vive más cerca del río, igual que la 

de Renca yo creo que se demora un poco me-
nos con las micros que van por la autopista” 
(Juan, 46 años, gásfiter, La Unión)), pues 
barrios localizados en áreas pericentrales 
pueden haberse visto beneficiados con los 
recorridos de Transantiago que utilizan 
las vías concesionadas (especialmente con 
Autopista Central y Vespucio Sur). Sin em-
bargo, también es probable que para una 
proporción relevante de habitantes de es-
tos sectores de Santiago las demandas por 
integración y movilidad cotidiana estén 
vinculada más con reformas a la calidad 
del servicio de transporte público que con 
la creación de nuevas infraestructuras que 
dinamicen los flujos hacia la periferia. 

Relevancia de las áreas comerciales 
en la conformación de la geografía de 
oportunidades del barrio

Las áreas comerciales, refiriendo a la indus-
tria del retail- localizadas en las cercanías 
de los barrios estudiados fueron considera-
das por los entrevistados como elementos 
centrales en la conformación de su geogra-
fía de oportunidades. Si bien la disponibili-
dad de locales de distinto tipo son desigua-

Supermercado Santa Isabel cercano al barrio La Unión (Cerro Navia, Stgo.)
Fuente: Elaboración Propia 
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les entre ambos casos, en los dos se pudo 
observar que la existencia de este tipo de 
inmuebles son relevantes y significativos 
en la medida en que en ellos se ofrece ac-
ceso a bienes, servicios y experiencias que 
antes eran de uso exclusivo para los secto-
res de más altos ingresos de la sociedad. 

En el caso de 23 de Enero esto es más evi-
dente con la presencia de distintos em-
prendimientos que han re-configurado las 
dinámicas de consumo y ocio tanto en la 
comuna de Macul, como en los municipios 
aledaños de La Florida, Peñalolén, Ñuñoa, 
e incluso Puente Alto y San Joaquín. La 
consolidación del binomio Plaza Vespucio-
Florida Center así como el despliegue de 
distintas cadenas de hipermercados han 
restado importancia relativa de áreas cén-
tricas de la ciudad –así como a espacios 
comerciales tradicionales ubicados en sec-
tores de ingresos altos y medios-, girando 
el eje de gravitación hacia el área oriente y 
sur-oriente de la capital.  

“Yo antes partía por cosas chicas incluso, te 
digo trámites o pagar una cuenta, al centro 
o  a Irarrázaval, que me quedaba más cerca, 
pero que no tenía de todo. Como yo trabajo 

acá en la casa, siempre me quitaba tiempo 
salir para esos lados. Hace unos años ya 
dejé de ir allá, los bancos abrieron sucur-
sales más cerca de acá, los supermercados 
grandes tienen Servipag o Sencillito [em-
presas de pago de cuentas], y para comprar 
otras cosas, no se, te digo ropa, algo pa’ la 
casa, partimos al mall, en general al Plaza 
Vespucio, hay más variedad y es más barato 
que  el Florida [Center]” (Lidia, 54 años, due-
ña de almacén, 23 de Enero)

“Mis hijos y sus amigos [adolescentes] se 
juntan a veces en las casas de ellos, y des-
pués parten al mall… una película a veces, 
pero en general van a dar una vuelta allá, vi-
trinean, se comen una hamburguesa, van a 
pasear, en general mi hija no compra nada, 
salvo esas tonteras (…) lo bueno de ese lu-
gar es que yo lo veo como seguro, a veces 
pasan toda la tarde allá, y no les pasa nada, 
está lleno de guardias” (Marcela, 49 años, 
vendedora, 23 de Enero)

Como puede advertirse en ambos fragmen-
tos, la importancia relativa que han venido 
adquiriendo los centros comerciales próxi-
mos a 23 de Enero están asociados a fun-
ciones que no sólo remiten al consumo de 

Mall Plaza Vespucio (La Florida, Stgo.)
Fuente: Liliana De Simone 
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bienes, sino que además a estilos de vida 
y prácticas de uso del tiempo libre, en es-
pacios cuyo acceso es relativamente nuevo 
-dentro de las dinámicas consumo y entre-
tenimiento- para los segmentos populares 
nacionales. En la medida en que estos lu-
gares han comenzado a ampliar su oferta 
de bienes y servicios han modificado al-
gunas prácticas de los residentes de 23 de 
Enero, respecto a las que tenían hasta hace 
algunos años. 

El caso de La Unión de Cerro Navia es dis-
tinto, tanto por las características iniciales, 
como por la cantidad de centros comercia-
les disponibles en el área. En primer lugar, 
dentro de los ciclos de expansión del sector 
comercial al interior de la Región Metropo-
litana, el área nor-poniente de la capital fue 
uno de los más tardíamente servidos, dado 
el bajo poder adquisitivo de la población 
allí residente. Si bien desde hace décadas 
han existido ferias libres y el mercado per-
sa San Francisco, así como algunas distri-
buidoras mayoristas en el área, la llegada 
del supermercado Santa Isabel hace un par 
de años cambió por completo la dinámica 
de compras y pagos a nivel barrial. 

“Para nosotros, como para un montón de 
gente de la comuna, era difícil ir al super-
mercado, en general comprábamos en el al-
macén y en la feria que se pone acá a unas 
cuadras, mi mujer sigue yendo a los dos la-
dos, pero también va al súper, se encuentran 
cosas más baratas, hay más variedad, hay 
ofertas… además sirvió que llegara porque 
se puso con un Sencillito, lo que le  ahorra 
un montón de viajes a otros lados, casi siem-
pre iba cerca de Estación Central” (Rubén, 58 
años, empleado bancario, La Unión) 

La llegada del supermercado al barrio mo-
dificó las dinámicas de movilidad al inte-
rior de La Unión de Cerro Navia, sobretodo 
para las mujeres dueñas de casa, algunas 
de las cuales dejaron de realizar trayectos 
hacia otras áreas de la ciudad, afincando 
su vida cotidiana al barrio. Esto es conside-
rado por algunas entrevistadas como uno 
de los mejoramiento más significativos, en 
cuanto es visto como símbolo del mejora-

miento y progreso del barrio, así como de 
la mejor connotación que tiene la comuna 
hacia el resto de la ciudad, a pesar de los re-
conocidos estigmas territoriales que otros 
residentes aseguran cargar como residen-
tes de la comuna de Cerro Navia.

“antes acá nadie se metía [refiriéndose a 
medianas y grandes empresas comercia-
les], sólo estaban los almacenes que arma-
ron algunos vecinos, los locales chicos de 
acá de la avenida [avenida J.J. Perez, límite 
norte del barrio] y las fábricas que le daban 
pega a los de las poblaciones. Ahora ha cam-
biado harto, yo creo que nos miran con otros 
ojos, si igual ahora la gente de acá tiene más 
plata que antes, no te digo que todavía no 
exista gente que vive con lo justo, pero por 
lo menos ahora vivimos un poco más holga-
dos, aunque los más viejos siguen igual de 
complicados, tu sabes, nunca juntaron para 
la pensión, vivieron siempre llegando justo 
a fin de mes…” (Antonio, 47 años, operario 
mecánico, La Unión)

Sin embargo entre los entrevistados de La 
Unión persiste la idea que las áreas comer-
ciales disponibles en los sectores cercanos 
al barrio son insuficientes, pues en ellos 
aún falta una gama importante de ser-
vicios por ofrecer –sucursales bancarias, 
otros supermercados, farmacias, bombas 
de servicio (gasolineras), etc.-.   A pesar que 
algunos no tengan muchas expectativas 
que esto ocurra, “después de cómo veinte 
años recién llegó un supermercado, es difí-
cil que llegue algo más, sobretodo por cómo 
está creciendo Estación Central” (Teresa, 54, 
La Unión), otros son más optimistas, en 
cuanto creen que el barrio está mejorando 
progresivamente tanto por algunos me-
joramientos públicos, como por las inver-
siones privadas que lentamente se están 
verificando.

“Yo se que hay lugares que pueden ser me-
jores en Santiago, que tengan más cosas, te 
hablo de supermercados, tiendas, que sean 
más seguros, mas bonitos, pero yo vivo tran-
quilo acá, creo que está mejorando el barrio, 
en el sentido que cada vez hay más cosas… 
llegó el Santa Isabel [supermercado], hace 
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poco supe que el alcalde había dicho que 
iba a llegar una farmacia, además han me-
jorado la iluminación, esa cancha del frente 
la dejaron impecable… Pero te hablo de esta 
área de Cerro Navia, no del resto de la comu-
na, allá es más fea la cosa [más complica-
da]” (Marta, 70 años, jubilada, La Unión). 

Gestión municipal como promotor del 
bienestar local

Dentro de las fuerzas que configuran la 
geografía de oportunidades de un área es-
pecífica de la ciudad, la gestión que reali-
cen los gobiernos locales como promotores 
del bienestar social es relevante e irrempla-
zable. Por sus atribuciones, son capaces de 
crear ofertas programáticas flexibles y di-
námicas, capaces de atender nuevas cues-
tiones que antes no parecían relevantes o 
que no eran lo suficientemente demanda-
das por la población residente.  Hoy en día 
los municipios, con mayor o menor facili-
dad, en base a sus restricciones presupues-
tarias, pueden abrir líneas programáticas 
de corta, mediana o larga duración desti-
nadas a promover beneficios en la pobla-
ción, y, de paso, conseguir adhesiones en 
las próximas elecciones, a partir de prácti-
cas clientelísticas.  
Los municipios han desplegado, como 
práctica ya establecida desde hace años, 
una batería de ayudas sociales, consisten-
tes en ayudas directas –tales como canas-
tas de mercadería, medicamentos, sillas de 
ruedas, anteojos o equipamiento deportivo 
para los clubes de barrio, tal como descu-
brió la investigación de Luna (2008)- y ac-
ceso a las bolsas de trabajo locales –coordi-
nadas desde OMIL-. Además de la serie de 
inversiones en infraestructura ya descritas 
anteriormente, los municipios han desa-
rrollado acciones/programas territoriali-
zados de asistencia, cuyo foco está puesto 
en hacer posible el acercamiento de la po-
blación residente de los distintos barrios 
de las comunas a las redes de servicios e 
infraestructura, tanto de escala local como 
metropolitana. 

 Lo que parece estar ocurriendo dentro de 
los municipios metropolitanos de San-
tiago es una disparidad en las capacida-
des de gestión y movilización de recursos 
–creación de alianzas público-privadas, 
coordinación actores locales, problemas de 
focalización del gasto y de lectura de las 
demandas, etc.-, la cual a su vez define las 
diferencias en la configuración de la geo-
grafía de oportunidades metropolitana, lo 
que de cierta forma queda graficado en las 
diferencias de los productos entregados 
por los municipios de Macul y Cerro Navia 
a los residentes de 23 de Enero y La Unión, 
respectivamente. 

En primer lugar, al analizar la oferta de 
servicios básicos de los municipios –edu-
cación, salud, empleo- podemos observar 
tanto rasgos comunes como diferencias 
ostensibles en la evaluación que hacen los 
residentes de ellos. En ambos casos, coin-
cidentemente con la tendencia de buscar 
espacios de diferenciación que ratifiquen 
los deseos y posibilidades de movilidad so-
cial, existe una mala evaluación de la edu-
cación escolar municipalizada, en cuanto 
se la considera de mala calidad, tanto por 
los contenidos que entrega como por las 
relaciones de convivencia que allí se gene-
ran. Malas relaciones entre los alumnos, 
problemas de socialización en ambientes 
de agresividad y violencia, y deficiencias 
en los cuerpos docentes fueron las críticas 
más recurrentes entre los entrevistados, 
varios de los cuales habían sido o actual-
mente son apoderados en colegios particu-

Servicio municipal de transporte hospitalario (Macul, Stgo.)
Fuente: Elaboración Propia
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lar- o, si en casos excepcionales, de la edu-
cación pública de prestigio.  

Muchos de ellos localizados fuera de la co-
muna, lo cual no es extraño, si es que uno 
piensa que los liceos emblemáticos santia-
guinos reciben alumnos de todas partes 
de la ciudad, en estos establecimientos se 
proyectan las oportunidades de movilidad 
social futuras para los hijos de los residen-
tes de estos barrios de clase media-baja. En 
el caso de los estudiantes o ex - estudiantes 
de 23 de Enero, repitiéndose las referencias 
urbanas, estos establecimientos se locali-
zan en la misma Macul o en las comunas 
aledañas de Ñuñoa o La Florida. En cambio, 
en el caso de La Unión, los establecimientos 
nombrados se encontraban en la contigua 
Quinta Normal –destacada por la calidad 
de sus colegios por los entrevistados- o en 
Santiago Centro. 

Respecto a los servicios de salud existen 
críticas tanto a la labor de los municipios 
como a las políticas sectoriales dirigidas y 
gestionadas desde el Ministerio de Salud. 
Sin embargo, la localización y la geografía 
de oportunidad también tamiza el nivel de 
descontento o molestia respecto a la cali-
dad de los servicios. En el caso de La Unión 
de Cerro Navia existe una disconformidad 
por la distribución de los hospitales por la 
ciudad, a la cual le reprochan la inexisten-
cia de un hospital que esté en condiciones 
de atender a toda la población del área 
nor-poniente de la ciudad. 

Tras el terremoto de Febrero esta situación 
se agravó, pues el Hospital Félix Bulnes 
sufrió una destrucción importante de sus 
instalaciones, derivando así la mayor par-
te de sus servicios a otros recintos capitali-
nos, tales como el Hosp. Salvador o el Hosp. 
Metropolitano. De todas formas, durante 
la segunda parte del presente año, se ha 
suscitado una discusión en los medios de 
prensa por la localización del nuevo Hos-
pital Félix Bulnes, liderada por los alcal-
des de Cerro Navia, Quinta Normal, Renca 
y Lo Prado, quienes, a diferencia de lo que 
ocurre en otras ocasiones con este tipo de 
inmuebles, no ven en la instalación de un 

hospital la llegada de un uso no deseado. 
Esto último da cuenta de la concepción 
que las autoridades de áreas pobremente 
servidas tienen acerca de qué tipo de acti-
vos necesita una comuna para comenzar a 
compensar las desigualdades en las opor-
tunidades geográficamente distribuidas.  

El caso de 23 de Enero en relación a su lo-
calización respecto a la red de salud me-
tropolitana es diametralmente distinto; de 
fácil accesibilidad al complejo hospitalario 
Salvador (Providencia) y al Hospital Luis 
Tisné (Peñalolén), los residentes cuentan 
además con servicios diarios de transporte 
gratuito hacia ambas dependencias, como 
parte de un programa de acercamiento a la 
red de servicios proporcionado por el mu-
nicipio de Macul. La existencia de este ser-
vicio, al igual que el que traslada hacia los 
consultorios de la comuna es fuertemente 
reconocido por los residentes de 23 de Ene-
ro –especialmente por los adultos mayo-
res-, quienes ven en este tipo de cuestiones 
una de los grandes fortalezas del actual al-
calde: 

“las micros al consultorio y al hospital deben 
llevar ya unos cuatro años, yo desde que co-
menzó que la ocupo, como tengo controles 
periódicos por al diabetes… este es el tipo 
de cosas por las que la gente quiere a Puyol 
[alcalde Sergio Puyol], nos consigue que las 
cosas diarias se nos hagan mucho más fáci-
les, lo mismo todas las cuestiones que tiene 
destinadas al adulto mayor, ha hecho talle-
res, cursos, viajes a la playa, todo pagado” 
[Graciela, 72 años, jubilada, 23 de Enero]

Dentro de Macul, ha alcanzado tal nivel el 
desarrollo de planes para el adulto mayor 
que, tal como señala un funcionario mu-
nicipal, el alcalde tiene planeado “comprar 
una casa en el litoral, está viendo en Car-
tagena o Las Cruces, para tener su espacio 
vacacional para los adultos mayores de la 
comuna” (Funcionario Municipal Macul). 

Diversificando su oferta programática el 
municipio además ha desarrollado una 
serie de inversiones destinadas a la pobla-
ción joven residente en los barrios popula-
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res de la comuna. Así, ha mejorado canchas 
de fútbol –instalación de pasto sintético, 
camarines, iluminación co-gestionada con 
Chilectra- y ha apoyado la creación de cen-
tros de Internet al interior de las sedes so-
ciales existentes. 

Sobre este último punto es preciso subra-
yar un punto para el caso de 23 de Enero: 
su proximidad respecto al campus San Joa-
quín de la Universidad Católica ha hecho 
posible que estudiantes de distintas fa-
cultades se vinculen con las asociaciones 
vecinales existentes al interior del barrio, 
trayendo programas de educación y de-
sarrollo comunitario. Si bien esto puede 
considerarse como excepcional –en cuanto 
son pocos los campus universitarios loca-
lizados fuera del centro histórico y el cono 
de alta renta santiaguino-, es interesante 
considerar dentro del proceso de configu-
ración de la geografía de oportunidades a 
las relaciones virtuosas que puedan dar-
se entre organizaciones vecinales y la red 
de actores institucionales –universidades, 
empresas privadas, organizaciones no gu-
bernamentales, corporaciones, etc.-.

Por último, la comuna ha desarrollado, des-
de mediados de los noventa, con apoyo de 
fondos de inversión regionales y naciona-
les, planes de mejoramiento urbano de dis-
tinta escala e impacto al interior de 23 de 
Enero. Sucesivos mejoramientos del alum-
brado público (último proyecto en 2008), 
pavimentación (último pavimento parti-
cipativo fue en 2003) y mejoramiento de 
veredas (la última de 2004), habilitación 
de plazas e instalación de juegos infantiles 
(1997-1998), construcción de sedes sociales 
(1999-2001), y apertura de calles que ase-
guren continuidad de la trama urbana y 
vinculación con los condominios de clase 
media localizados por el sector sur (2001). 
Si bien algunas de estas infraestructuras 
han tenido problemas de mantenimiento, 
la mayoría de ellas ha perdurado en bue-
nas condiciones en el tiempo.

El caso de La Unión de Cerro Navia es dis-
tinto, tanto por la diferencia en la cantidad 
de proyectos de mejoramiento y benefi-
cios sociales disponibles para la población, 
como por las prioridades programáticas 
del municipio. Respecto a lo primero, como 
testimonian varios de los entrevistados, 

Campus San Joaquín, Pontificia Universidad Católica de Chile (Macul, Stgo.)
Fuente: Vida de Campus en la UC [http://www.flickr.com/groups/uc/]
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durante los últimos veinte años hubo cam-
bios importantes pero no significativos del 
entorno construido, ya que, si bien fueron 
mejorados el alumbrado público, las calles 
fueron pavimentadas y las veredas recons-
truidas, la mantención de estos bienes pú-
blicos ha sido mínima. Asimismo se critica 
la pobre oferta de programas sociales que 
ofrezcan “más que el mínimo” (Teresa, 54 
años, La Unión), es decir, algo más que el 
consultorio y la oficina de empleo. Indi-
cativo de este malestar fue la elección del 
actual alcalde, quien rompió la hegemonía 
del clan familiar Girardi, que había gober-
nado desde principios de la recuperación 
de la democracia.

Si bien existen programas de capacitación, 
empleo y de apoyo al adulto mayor, a juicio 
de distintos jefes de hogar entrevistados, 
la mayoría les son desconocidos, pues el 
público objetivo de estos beneficios no son 
ellos, sino las áreas más empobrecidas de 
la comuna, a saber los campamentos ribe-
reños al río Mapocho, así como las vivien-
das sociales construidas durante la década 
de los noventa y los barrios autoconstrui-
dos del sector norte de la comuna.  

“mira, si acá la plata de la comuna, no te 
estoy hablando ni de consultorio ni los co-
legios claro, todo el resto se va a las zonas 
más pobres de la comuna, las poblaciones 
cerca del río… allá hay montones de necesi-
dades, es verdad, pero acá también hay y no 
ha llegado mucho, sobretodo cuando estaba 
la alcaldesa anterior… con el alcalde nuevo 
han mejorado algunas cosas, pero falta mu-
cho todavía… por ejemplo la basura, acá hay 
hartos problemas con los camiones, que no 
pasan nunca” (Pedro, 52 años, transportis-
ta, La Unión)

Las diferencias en la cantidad y calidad 
de beneficios sociales propuestos por los 
gobiernos locales definen las disparida-
des de las geografías de oportunidades de 
los distintos asentamientos. Las diferen-
cias en disponibilidad de bienes públicos, 
accesibilidad a infraestructura pública, 
atención primaria en salud, escuelas pú-
blicas de calidad, e infraestructura cultural 

y deportiva a disposición de marcan dife-
rencias sustantivas en el bienestar de los 
residentes –en la medida en que reciben 
beneficios observables y medibles-, y en 
la percepción de integración a la ciudad, 
sostenida en el sentimiento de sentirse re-
conocidos y apoyados por parte de sus au-
toridades, y participando de un proyecto 
colectivo compartido con otros residentes 
de la comuna.

Valor de la propiedad como activo 
patrimonial y espacio económico

Afincada en el valor patrimonial como ac-
tivo heredable, las familias han tomando 
la decisión de mantener la propiedad de la 
vivienda como un bien no liquidable, pero 
que funciona como elemento estabilizador 
dentro de los vaivenes en la escala social 
y en las estrategias ocupacionales de los 
miembros de las familias. Dos entrevista-
das, una de cada barrio, afirmaron, por dis-
tintos motivos, lo relevante que es, para un 
núcleo familiar popular, mantenerse como 
propietarios de una vivienda: 

“Mi papá pudo haber vendido hace algunos 
años, creo que tuvo una oferta de un parien-
te de un vecino que le gustó para acá, pero él 
no quiso… siempre nos dijo que la casa hasta 
que se muriera no la iba a vender, cosa que 
quedara para nosotros los hermanos [hijos 
del propietario original]… yo pienso igual, 
Cerro Navia puede no ser lo mejor, pero para 
nosotros el barrio es tranquilo, mucho mejor 
que otras zonas de la comuna… y pa’ los chi-
quillos [refiriéndose a sus hijos y sobrinos] 
puede servirles después” (Silvia, 48 años, 
dueña de casa, La Unión)

“Te digo, yo tuve un hijo que ha tenido va-
rios problemas estos últimos años, estuvo 
emparejado, se separó, le dejó la casa a ella 
y su hija, y ha tenido hartos problemas para 
conseguir una pega estable… ¿cómo no va a 
ser bueno que nos hallamos mantenido acá? 
Yo nunca tuve una gran oferta para vender 
la casa, igual hubo un caballero acá al lado, 
te digo dos casas más allá, que vendió caro, 
yo podría haberlo hecho, pero ¿qué hubie-
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ra pasado con mi hijo ahora, dónde estaría 
viviendo?” (María, 66 años, jubilada, 23 de 
Enero) 

Sea como un bien cuya utilidad es reditua-
ble en el largo plazo (potencial herencia), o 
como activo cuya función está proyectada 
en el corto y mediano plazo (aquel lugar al 
que siempre se puede volver), la vivienda 
es aquello que “pase lo que pase siempre 
vamos a tener” (Carlos, 50 años, trabajador 
independiente, La Unión), y que está, en la 
mirada de algunos residentes, por encima 
de las crisis y desequilibrios económicos 
que pueda sufrir el núcleo familiar, ya sea 
por ciclos de cesantía, alza en los costos de 
vida, crisis personales, etc. 

Para algunos de ellos la vivienda se consti-
tuye como un activo económico en el cual 
desplegar oficios independientes, tales 
como peluquerías, almacenes, panaderías, 
talleres mecánicos o pequeños talleres tex-
tiles. Sin embargo, la proporción de jefes 
de hogar que optan por reconvertir parte 
de las dependencias de sus viviendas en 
áreas comerciales y/o semi-industriales es 
distinto según la localización relativa del 
barrio respecto a sus potenciales nichos 
de mercado. Como puede advertirse de las 
respuestas obtenidas en la encuesta, en 23 
de Enero la tasa de respuestas afirmativas 
a la existencia de negocios al interior de las 
viviendas fue proporcionalmente mayor 
(17,2%) que la obtenida en La Unión (8,8%). 

Como afirmaron algunos entrevistados 
durante la etapa de entrevistas en profun-
didad a quienes habían manifestado en 
la encuesta la intención de dejar el barrio, 
estar ubicados cerca de barrios de mayo-
res ingresos abre la puerta a un número 
mayor de ventas/transacciones, siempre y 
cuando se logre superar la barrera del pre-
juicio respecto a la seguridad del lugar y la 
calidad del servicio/bien entregado. 

Uno de los casos más interesantes de ana-
lizar es el de Érika, residente de 23 de Ene-
ro.  Ella decidió instalar un salón de belleza 
(peluquería y manicure) hace tres años al 
interior de Macul, pues consideraba que en 

esa área de Santiago, además de ser el lu-
gar donde había vivido más de veinte años, 
podría armar una base de clientes impor-
tante.  Viviendo fuera de Santiago decidió 
mudarse de vuelta a la comuna en la que 
toda su familia seguía residiendo, ya fuera 
en la casa de sus padres, o en propiedades 
adquiridas o arrendadas por sus hermanos 
(as). Buscando una vivienda en que pudie-
se desarrollar usos residenciales y comer-
ciales, encontró una casa ubicada en Ca-
mino Agrícola (la principal avenida, junto 
a Exequiel Fernández, de la población, que 
a su vez es el límite norte de la población). 
Pese a las críticas de su familia por su de-
cisión de irse a uno de los barrios con peor 
fama de la comuna, ella consideró que el 
bajo precio de arriendo y la ubicación po-
dría permitirle hacer un buen negocio. 

“mira, yo al principio tuve que pelear contra 
mi familia, toda me decía, pero cómo te vas 
a la 23 de Enero, allá hay droga, la gente no 
es buena, tu me entiendes, seguro ya te lo 
ha dicho otra gente… la cosa es que me vine 
acá primero porque me sale super barato, 
$140.000, nada, si piensas que es local y 
casa… piensa que averigüé cuanto salía al 
mes un local cerca de Irarrázaval y allá me 
salía $350.000, el puro local… no había 
donde perderse” (Érika, 35 años, peluquera, 
23 de Enero)

En la decisión por la localización no sólo 
entraron los cálculos financieros del valor 
del suelo y los costos de arrendamiento, 
sino que además hubo otros raciocinios 
involucrados. Por un lado, fue la búsqueda 
de áreas de mercado en que fuese posible 
ofertar un producto a los residentes del ba-
rrio, pero a su vez a los habitantes de ba-
rrios –e incluso- comunas contiguas. Invir-
tiendo una suma importante en insumos 
y en la readecuación del local, su dueña es-
taba apuntando a un público de mayores 
ingresos que optase por su servicio. 

“al principio yo repartí volantes en los edi-
ficios de Macul, esos nuevos, también acá 
en los condominios de al lado, en la Villa 
Macul, además del boca en boca… hoy día 
tengo clientas que vienen de Ñuñoa, de La 
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Florida, de Providencia, incluso tengo unas 
que son de Las Condes, porque saben que 
acá es buena la atención y es mucho más ba-
rata que allá arriba… yo acá no puedo cobrar 
por un corte de pelo lo que cobraría en otra 
parte [refiriéndose al barrio alto], pero yo 
les cobro un poquito más que las otras pelu-
querías que hay acá en el barrio, pero saben 
que acá es bueno de verdad” (Érika, 35 años, 
peluquera, 23 de Enero).

Lo interesante es que ella misma reconoce 
que al estar en una comuna que en el ima-
ginario de los santiaguinos es considerada 
como de clase media, las posibilidades de 
conseguir clientes de mayores ingresos que 
los residentes de 23 de Enero aumentan. El 
temor de sus familiares se anula para los 
potenciales clientes de afuera de la comu-
na, para quienes 23 de Enero no significa 
nada –no está considerado socialmente 
como un barrio conflictivo, a diferencia de 
otros del área sur-oriente-. 

“Mis clientes de otros lados no se hacen 
problema para venir acá, salvo para esta-
cionarse, pero les hacemos un espacio… 
la referencia que les doy yo es Macul con 
Agrícola, nunca la población, a pesar que la 
gente de afuera de la comuna no tiene idea 
de la historia de 23 de Enero, porque es feo 
pa`alguien de más plata decirle que su pe-
luquería queda en una población. Eso es lo 
bueno de estar en el borde de la población, 
si estuviera adentro no lo podría hacer, ¿me 
entiendes?” (Érika, 35 años, peluquera, 23 
de Enero).

La misma lógica de la localización y estig-
mas territoriales es explicativa para com-
prender la instalación de la industria de la 
droga en Macul. Ubicados en una localiza-
ción central  para compradores de altos in-
gresos, los dealers gozan de los beneficios 
del fácil acceso –sea o no en vehículo priva-
do, medio a través del cual llegan varios de 
los compradores- y de su localización in-
termedia entre el área sur de Santiago, en 
donde se localizan sus proveedores (quie-
nes distribuyen la droga a los microtrafi-
cantes residentes en distintos sectores de 
la ciudad), el cono de alta renta del sector 

nor-oriente y áreas de mayores ingresos de 
La Florida y Peñalolén, las cuales acaparan 
una porción importante de sus áreas de 
demanda. En una conversación informal 
mantenida con uno de los residentes de la 
población que se dedica a este negocio, se-
ñaló:

“nosotros acá estamos dados, vienen locos 
de todo Santiago, de allá de arriba [del ba-
rrio alto, cono de alta renta], y de acá cerca 
también, caleta son de La Florida… además 
que estando acá hacemos hartas manos 
[ventas] pal estadio los días que hay parti-
do [referencia al Estadio Monumental, del 
Club de fútbol Colo Colo, ubicado a unas 
diez cuadras (un kilómetro aprox.)] ” (Este-
ban, 20 años aprox., 23 de Enero)

Como el entrevistado señala, su localiza-
ción otorga una ventaja competitiva den-
tro de la industria santiaguina de la droga, 
en cuanto es de fácil acceso y se ubica en 
un área con baja estigmatización a nivel 
metropolitano –a diferencia de otros ba-
rrios pericentrales de la capital de alta tra-
dición delictiva, que incluso cuentan con 
policía militarizada en su interior-, lo cual 
atrae a más potenciales compradores que 
se sienten seguros de comprar en un lugar 
de bajo riesgo. 

Desde este fragmento puede desprenderse 
una interesante cuestión vinculada a los 
estigmas territoriales: mientras que den-
tro de Macul la población 23 de Enero carga 
con el estigma de la droga y la delincuen-
cia –ya internalizado por los mismos veci-
nos, convirtiéndose en su principal motivo 
de rechazo al barrio-, a nivel metropolitano 
no figuran, a nivel de imaginario, como un 
lugar vinculado a la industria delictiva, lo 
cual juega a favor de los residentes del ba-
rrio que están dentro del negocio. 

Dentro de las entrevistas realizadas en 
La Unión de Cerro Navia se pudo advertir 
que los usos comerciales al interior de las 
viviendas también han estado presentes, 
aunque han decaído en los últimos años, 
tal como testimoniaron algunos residen-
tes. Si bien no es clara la razón por la cual se 
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redujo la masividad de personas que desti-
naban espacios de sus viviendas a usos co-
merciales y/o pequeño industriales, lo más 
plausible pareciera ser tanto la entrada de 
algunos de los residentes al mercado for-
mal del trabajo, así como la jubilación de 
adultos mayores, algunos de los cuales se 
mantienen mediante pobres pensiones y 
el aporte que puedan hacer sus hijos –al-
gunos de ellos profesionales- via ingresos 
adicionales. En La Unión prevalecen como 
actividades económicas domésticas alma-
cenes y pequeños talleres –textiles y traba-
jo en madera-, aunque la proliferación de 
estos no es tan pujante como en el caso de 
23 de Enero. 

Es interesante levantar este punto, pues, 
paradójicamente, allí en donde la ciudad 
provee de más y mejores servicios, como 
es el caso de Macul, la economía local se 
vuelve más fuerte, a diferencia de donde la 
competencia comercial es mínima, como 
sucede en Cerro Navia, pero los residentes 
no aprovechan las oportunidades de mer-
cado. A modo hipotético, los costos de ins-
talación de un local pueden ser muy altos 
para los residentes de Cerro Navia, aunque 
también puede estar operando lo que ha 
sido denominado en la literatura espe-
cializada como el red lining en el sistema 
financiero, es decir, la aplicación de medi-
das de discriminación según condición so-
cioeconómica predominante al interior de 
un sector de la ciudad. 

Experiencias de compra-venta de 
viviendas localizadas en los barrios

Ana tiene 33 años, es madre de dos hijos, 
y está en proceso de separación de su ac-
tual pareja. Junto a él decidieron poner en 
venta su vivienda como una manera de 
liquidar el activo compartido y dividir las 
utilidades asociadas a la transacción. Para 
ella la decisión es difícil, no sólo por lo que 
implica su ruptura matrimonial, sino por-
que significa dejar el barrio en el que nació 
y en el que ha vivido la mayor parte de su 
vida. 

“Yo siempre he vivido acá, mis abuelos, mis 

tíos, mis papás se fueron recién pa’ Las To-
rres [sector ubicado en la misma comuna, 
a una distancia de un kilómetro aprox.], 
hasta mis suegros viven acá… Yo sólo viví 
una vez fuera de acá, cuando recién me casé, 
nos fuimos a Puente Alto, pero era complica-
do pa’ mi, porque yo como trabajo indepen-
diente me muevo por acá y pa’ arriba, me 
quedaba muy lejos todo… eso si, ahora me 
quiero ir cerquita de acá” (Ana, 33 años, tra-
bajadora independiente, 23 de Enero)

El barrio se establece en su relato como un 
espacio de seguridad, frente a la incerti-
dumbre, tal como para otros entrevistados 
lo era la vivienda. Muy probablemente el 
barrio sea para ella el espacio de las certe-
zas, pues en él reside su familia extendida. 
Su familia cuida de sus hijos cuando ella 
no está en la casa, cuando no tiene ganas 
de cocinar va a almorzar donde sus tíos,  y 
las veces que ha necesitado dinero se lo ha 
pedido a alguno de ellos. Para ella las re-
laciones de cooperación son recíprocas, lo 
cual activa establece vínculos de depen-
dencia al interior del barrio. 

“uno le devuelve la mano a la familia, sobre-
todo en ese tipo de cosas chicas, cotidianas, 
como cuidarle la hija a una de mis primas, 
lo hago siempre, no tengo problemas, si yo 
también se los pido… eso va a ser complica-
do cuando me vaya de acá” (Ana, 33 años, 
trabajadora independiente, 23 de Enero)

Sin embargo, este vínculo cooperativo y re-
cíproco no lo establece con sus vecinos más 
próximos, a quienes critica sus hábitos y 
conductas cotidianas, las cuales le moles-
tan predominantemente por el efecto que 
puedan tener sobre sus hijos:  

“nunca ha sido así con una vecina, acá los 
de la cuadra no son muy buena gente, cómo 
te explico… son pencas, no te saludan, son 
ordinarios, andan a puro garabato… pa’ mis 
niños no es muy bueno eso… yo acá en el 
barrio, aparte de mi familia, tengo una pura 
amiga, la Erika… a ella le pasa lo mismo, de 
hecho las dos tenemos a nuestras hijas en 
un colegio de La Florida, es mucho mejor que 
los que hay por acá cerca” (Ana, 33 años, tra-
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bajadora independiente, 23 de Enero)

Esto es corroborado por la mencionada 
amiga, quien advierte que en algunos sec-
tores del barrio la convivencia es compli-
cada, sobretodo por la tensa relación en-
tre los denominados “vecinos normales” y 
quienes están involucrados en la industria 
de la droga. 

“acá a la Ana le pasa que, como ella vive 
adentro, no como yo que vivo acá en Agrí-
cola, le da miedo que le pase algo a uno de 
sus hijos [pregunta: ¿pero qué le puede pa-
sar?] que le llegue una bala perdida, que un 
drogado le haga no se qué… algunas veces 
se ha puesto complicado el ambiente acá” 
(Érika, 35 años, peluquera, 23 de Enero)

La desconfianza, como el clima en que se 
desenvuelven las relaciones sociales ba-
rriales, es visto por la mayoría de los entre-
vistados de 23 de Enero como el principal 
detractor para la llegada de nuevos resi-
dentes al barrio, bajo la modalidad de com-
pra de vivienda. Dentro de sus respuestas 
existe una sensación de incapacidad de ac-
ción frente a quienes “nos están echando 
pa`abajo el barrio” (Inés, 73 años, jubilada, 
23 de Enero). Es este fenómeno uno de los 
cuales incide en la falta de dinamismo del 
mercado de compra-venta de viviendas. 
Tal como declara Ana: 

“yo empecé vendiendo la casa como en 40 
millones, tu la ves, está impecable, recién 
remodelada y pintada, tiene un terreno gran-
de, el barrio está súper bien localizado… el 
problema es que cuando la gente ha venido 
a verla el entorno me ha matado la posible 
venta. La encuentran muy cara para los veci-
nos que tiene… yo no me quiero bajar mucho 
más en el precio, porque una señora que vi-
vía acá a la vuelta vendió su casa apenas en 
25 millones, imagínate, bajarme quince pa-
los [millones]… Pero seguro me voy a tener 
que bajar un poco, porque nadie ha venido 
a verla las últimas semanas” (Ana, 33 años, 
trabajadora independiente, 23 de Enero)

Expectativas de pago sobredimensionadas 
de una probable venta conforman un pa-

trón que se repite al interior de 23 de Enero, 
por lo menos en base a lo que manifestado 
por los entrevistados. Algo similar ocurre 
en La Unión de Cerro Navia, en donde se re-
conoce que, si es que se llega a concretar la 
venta de un inmueble, ésta sea realizada a 
alguien ya vinculado con el barrio, es decir, 
un descendiente directo de algún propie-
tario original, un cuñado, algún primo o un 
amigo cercano a la familia. Tanto por los 
mecanismos de difusión de la información 
–donde lo que prima es el cartel pegado 
en la ventana de la casa y el boca en boca- 
como por el desconocimiento del lugar 
dentro de la amplia oferta de inmuebles 
en el Gran Santiago, hacen que sea menos 
probable la llegada de alguien de fuera del 
barrio que del círculo más cercano a él.

“yo llegué acá arrendando, porque tengo 
una amiga que ha vivido acá toda la vida, 
sus papás son de los que llegaron primero… 
la cosa es que yo buscaba algo mejor por 
acá en Cerro Navia porque toda mi familia 
está en la comuna… el problema es que yo 
no quería en el mismo barrio que donde yo 
vivía cuando chica, era muy malo el barrio, 
la gente no es muy decente, y yo como ten-
go mis niñas quería un lugar mejor, acá es 
tranquilo, piensa que allá no podrían salir a 
jugar a la calle (…) no se si me compraría acá 
igual, me gustaría algo más nuevo, estamos 
postulando con mi pareja a un subsidio de 
unas casas nuevas en Renca o en Pudahuel 
Sur, estamos viendo… la cosa es que hay que 
dar el salto, salir de Cerro Navia, a algo me-
jor” (Karen, 35 años, secretaria, La Unión)

En ambos casos los mercados inmobilia-
rios internos están deprimidos, aunque sus 
situaciones de entorno difieren bastante 
entre sí, lo cual explica la presión inmobi-
liaria sobre algunas sectores de los barrios 
y las diferencias en las velocidades perci-
bidas de valorización de los inmuebles por 
parte de sus dueños. En posiciones distin-
tas respecto a los vectores de desarrollo 
inmobiliario de las áreas pericentrales, 
las expectativas de concretar una posible 
venta difieren, en la medida en que se con-
sidera, o no, como viable la llegada de un 
posible oferente en el mediano plazo. 
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Conclusiones y 
Debates al Cierre

A partir de la información recabada de las 
entrevistas realizadas en ambos casos de 
estudio fue posible corroborar la importan-
cia de los atributos de localización dentro 
de la configuración del set de oportunida-
des de los habitantes de las áreas pericen-
trales populares del Gran Santiago. Uno de 
las interrogantes iniciales con que se inició 
la presente investigación preguntaba por 
el impacto de la geografía de oportunida-
des sobre las motivaciones y expectativas 
que sostienen la decisión y posibilidad de 
emigrar del barrio de residencia. En primer 
término es posible afirmar que los atribu-
tos de localización inciden directamente 
sobre los deseos y posibilidades de emi-
grar, así como sobre la satisfacción que se 
tenga respecto a las condiciones de un ba-
rrio y su entorno. 

Si bien no puede creerse que todas las posi-
bilidades de emigrar dependen exclusiva-
mente de la configuración espacial metro-
politana, pues como en la mayoría de los 
fenómenos sociales intervienen una serie 
de variables de distinto tipo y alcance, si 
es cierto que las diversas fuerzas que dan 
forma y posibilitan a las oportunidades es-
tán haciendo que la movilidad residencial 
aparezca, o no, dentro del horizonte de lo 
posible. La movilidad residencial, sea como 
reflejo de movilidad social incipiente, sea 
como una ilusión sin respaldo real para ser 
llevada a cabo, se manifiesta por diversos 
motivos. 

En algunos casos el deseo viene motivado 
por la lógica de “asegurar un futuro mejor 
para los hijos”, en donde caben una serie 
de acciones y tácticas cotidianas que refle-
jan un proceso de ascenso en la escala so-
cial y de moyenización (asimilación de los 
valores y prácticas de clase media), como 
la matrícula de los hijos en colegios par-
ticulares, el acceso a espacios públicos de 
consumo seguros, controlados y tranquilos 

como los shopping centers, la no autoriza-
ción de los hijos a jugar en la calle, la des-
confianza en los vecinos de la casa del lado, 
etc. En otras ocasiones, como en el caso en 
que los jefes de hogar que son adultos ma-
yores, la movilidad residencial es un deseo 
en la medida en que la vivienda, como uni-
dad habitacional, quedó grande, o  cuando 
ya se desea estar más cerca de los hijos que 
ya se independizaron. 

Ciertamente, una proporción importan-
te de los entrevistados se encontraban en 
esta última condición y manifestaron su 
resignación respecto a la imposibilidad de 
vender sus viviendas, en cuanto ellas esta-
ban insertas en mercados de compra-ven-
ta deprimidos. Si bien es cierto que en am-
bos barrios concretar una venta -a no ser 
que sea a un familiar o a alguien vinculado 
al barrio- presenta una serie de barreras, 
también es cierto que las condiciones de 
entorno –lo que podría denominarse como 
vectores de desarrollo inmobiliario- hacen 
que las expectativas de venta y la valora-
ción subjetiva de la vivienda como produc-
to de mercado varíen de un lugar a otro. 

El desarrollo inmobiliario bajo la forma de 
edificación en altura que ha venido expe-
rimentando Macul desde 2004 ha hecho 
que los residentes de 23 de Enero, especial-
mente los que habitan en los bordes de la 
población, estén esperando la llegada de 
los agentes inmobiliarios con una poten-
cial oferta. Este hecho fue reconocido por 
distintos entrevistados, quienes además 
añadieron que a mediados de 2009 el al-
calde de la comuna se juntó con ellos para 
convencerlos de no vender sus viviendas a 
cualquier precio y de unirse para obtener 
condiciones de venta más favorables. En 
la medida en que se avizora la aparición 
del mercado inmobiliario a la puerta, una 
proporción de los residentes siente que sus 
expectativas pueden llegar a cumplirse, lo 
cual puede hacer que ahora se tengan en 
mente estrategias de negociación de la 
venta de la vivienda, antes que una tran-
sacción apurada y en malas condiciones 
de negociación respecto al primer postor. 
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Opuesto a esto es lo que ocurre en La Unión 
de Cerro Navia, en donde existe cierto grado 
de resignación respecto a las posibilidades 
de vender la vivienda para mudarse a otro 
lugar de la ciudad. Si bien en ambos barrios, 
según la encuesta aplicada en 2009, existe 
una proporción similar de personas que 
cree estará viviendo en el mismo lugar en 
cinco años más, parece ser que en La Unión 
de Cerro Navia esto estaría ocurriendo más 
por la inexistencia de alternativas que por 
el deseo real de quedarse allí.

Tal como pudo advertirse en los distintos 
análisis del capítulo anterior, la percepción 
subjetiva de las oportunidades de la ciudad 
fue bastante más positiva entre los entre-
vistados de 23 de Enero que entre los de La 
Unión, en la medida en que en el primero 
la presencia del Estado y del Mercado, así 
como la contigüidad respecto a hogares 
de mayores ingresos, posibilitan mayores 
cuotas de bienes, activos y bienestar.

Si a esto agregamos que en la comuna de 
Macul durante los últimos sesenta años 
han convivido clases medias, medias altas 
y populares, podemos advertir que la tra-
dición de mixtura social al interior de esta 
área de la ciudad ha beneficiado a los resi-
dentes de los barrios autoconstruídos, pues 
se han beneficiado a lo largo del tiempo de 
un sinnúmero de bienes y activos que no 
están disponibles en otras áreas de la ciu-
dad en donde lo que prevalece es el aisla-
miento social de los pobres. 

Tal como señala Morley (2001) lo relevante 
no es si es mejor ser nómade que sedenta-
rio, sino que cómo está distribuido el poder 
relativo de las personas sobre la determina-
ción de sus condiciones de vida. Tal como 
hemos dicho de distintas formas a lo largo 
del presente manuscrito, las expectativas y 
posibilidades de movilidad residencial es-
tán influenciadas por la localización de las 
personas respecto a la geografía urbana 
de oportunidades, cuya conformación está 
vinculada a distintas fuerzas sociales que 
actúan sobre el territorio.

¿Cuáles fueron, a vista de los entrevistados, 

los actores y fuerzas determinantes en la 
configuración de su geografía de oportuni-
dades? Al comienzo de esta investigación 
se dijo que se analizaría a cinco fuerzas que 
configuran los set de oportunidades de los 
residentes de áreas populares pericentra-
les de Santiago, a saber, políticas públicas 
de inversión en infraestructura de conec-
tividad, inversiones privadas comerciales, 
acción de los desarrolladores inmobilia-
rios, políticas de bienestar municipales e 
iniciativas autogestionadas por parte de 
las organizaciones barriales. Para realizar 
un análisis más claro se presentarán a con-
tinuación algunos comentarios respecto a 
cada una de estas fuerzas.

En primer lugar, respecto a las inversio-
nes en conectividad, se descubrió que las 
líneas del Metro son bastante más prepon-
derantes dentro de la movilidad cotidiana 
de los residentes de los casos de estudio, 
rompiendo la idea que este servicio, por 
tener una tarifa más cara, tendría menos 
consideración por parte de los usuarios del 
transporte público. Probablemente con el 
rediseño del sistema y la adopción del sis-
tema de conexiones Microbus-Metro pa-
gando un solo boleto, éste medio se haya 
vuelto mucho más popular, en la medida 
en que fue pensado como una vía troncal 
al interior del sistema. Puede advertirse 
entonces que el Metro, pensado más como 
una inversión cuyo foco está puesto en 
atender la demanda del crecimiento peri-
férico, sirve a una proporción importante 
de residentes de comunas pericentrales, 
tales como Macul, Ñuñoa, Providencia, Re-
coleta, Estación Central, San Miguel, La Cis-
terna La Granja y San Joaquín. 

Si bien no es generalizable para todos los 
áreas pericentrales metropolitanas, en su 
mayoría están además bien servidas por el 
servicio de transporte en superficie –tanto 
microbuses como colectivos- lo cual les ase-
gura movilidad relativamente confiable y 
expedita hacia distintas áreas de la ciu-
dad, a diferencia de lo que ocurre en varios 
sectores periféricos, en los cuales, a pesar 
de las reformas hechas por Transantiago 
siguen experimentándose problemas de 
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conectividad respecto al resto de la ciudad, 
tal como muestra la última investigación 
de Lazo Corvalán y Jouffe (2010).  

Una de las hipótesis de trabajo de Del Pozo 
et al. (2009) vinculaba en una relación in-
versamente proporcional el grado de satis-
facción con el acceso al resto de la ciudad 
y la disposición a la movilidad residencial, 
la cual se corroboró con los datos recaba-
dos a través de su encuesta. Al  interior de 
quienes estaban satisfechos con el acceso 
al resto de la ciudad se encontró una baja 
disposición a la movilidad residencial sig-
nificativamente mayor que en el caso de 
los insatisfechos. Por lo tanto en las políti-
cas de transporte y movilidad cotidiana se 
desarrollan importantes debates sobre la 
posibilidad de dotar a los residentes de ba-
rrios populares pericentrales de bienestar 
sin expulsarlos a la periferia.

Respecto a la acción de la inversión comer-
cial privada es posible afirmar que dentro 
de la mayor parte de las entrevistas las 
áreas comerciales son percibidas como ac-
tivos constitutivos de las oportunidades 
que ofrece un lugar de la ciudad, así como 
reflejo del progreso y desarrollo que expe-
rimenta toda un área. En oposición al fa-
cilismo del no-lugar (Cáceres et al.: 2006) 
para los residentes de ambos barrios el 
mall es una referencia ineludible al hablar 
de consumo, entretención y vida social.  Tal 
como han descubierto los investigadores 
del proyecto FONDECYT “No hay mall que 
por bien no venga” (Stillerman y Salcedo: 
2010) estos espacios se han vuelto progre-
sivamente en los espacios públicos susti-
tutos de los que las políticas públicas urba-
nas han sido incapaces de producir, en los 
cuales existe un ambiente de tranquilidad, 
control y regularidad, con múltiples pano-
ramas que realizar, y en donde es posible 
reafirmar una identidad social emergen-
te de nueva clase media. Asimismo, estos 
espacios están sirviendo como medios de 
integración al bienestar y como espacio 
privado de compensación a la desigual dis-
tribución de las oportunidades, fundado 
en el consumo y el endeudamiento.

Es interesante comparar los procesos de 
implantación de espacios comerciales en 
los entornos próximos de los casos de estu-
dio; mientras que en el caso de 23 de Enero 
Plaza Vespucio llegó ya hace más de veinte 
años y una serie de mega e hipermercados 
durante la última década –sin contabilizar 
la importancia tradicional de los ejes de 
Irarrázaval y Macul-, La Unión de Cerro Na-
via recién está verificando los beneficios de 
la proximidad respecto a un supermercado 
de tamaño medio, al cual están asociados 
una serie de otros servicios menores pero 
fundamentales en la vida cotidiana de al-
gunos de sus habitantes, como ocurre con 
las oficinas de pagos de servicios. 

Probablemente en los próximos años la 
industria del retail continúe con su estra-
tegia de ampliación de mercados hacia 
zonas donde predominan hogares de me-
nores ingresos –amparándose en la libera-
lización de las posibilidades de endeuda-
miento ofrecidas en el mercado- como es 
el caso del escasamente explorado sector 
nor-poniente santiaguino. 

A pesar de esto último, los residentes de La 
Unión siguen teniendo como referencia ur-
bana predominante al centro histórico de 
la ciudad, ya que es en este espacio en don-
de pueden satisfacer sus necesidades de 
consumo, pagos, entretenimiento, sociabi-
lidad, etc. Esto es relevante para compren-
der las características actuales de las áreas 
pericentrales metropolitanas de Santiago, 
pues en este fenómeno está contenida una 
de las claves para la movilidad residencial, 
que es el arraigo territorial. 

Por lo visto tanto en la encuesta aplicada 
por Del Pozo et al. (2009) como en las en-
trevistas realizadas a los jefes de hogar que 
manifestaron intenciones explícitas de de-
jar sus barrios de residencia, allí en donde 
existe una subcentralidad fuerte, lo sufi-
cientemente consolidada para atender las 
necesidades funcionales y simbólicas de 
sus residentes más próximos, existe una 
valoración mayor de las oportunidades 
que ofrece el contexto que en donde las re-
ferencias urbanas están puestas a una dis-
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tancia que no es percibida como cercana, 
tal como ocurre al interior de La Unión de 
Cerro Navia. 

Si bien el arraigo hacia un lugar no está 
definido sólo porque éste tenga o no una 
serie de activos –evidentemente las histo-
rias personales, así como las redes sociales 
que se establecen en un lugar particular 
condicionan y dan forma a ese sentimien-
to de pertenencia-, sí afecta las expectati-
vas de movilidad residencial, en la medida 
en que las decisiones de localización están 
íntimamente ligadas con la maximización 
del bienestar del grupo familiar. 

La lógica de los atributos de localización y 
las referencias urbanas sirve también para 
analizar cuáles son las áreas de la ciudad 
que un residente de un barrio pericentral 
con expectativas de mudarse está conside-
rando como potencial destino. Más allá de 
los problemas de representación que tiene 
el generalizar a partir de un par de casos, el 
estudio en profundidad mostró que allí en 
donde existen referencias urbanas próxi-
mas -como en el caso de 23 de Enero- ya no 
sólo comerciales, sino también residencia-
les, los deseos de permanencia al interior 
de esa área de esa área de la ciudad sean 
mayores, pues quienes están dispuesto a 
mudarse saben y  conocen los beneficios 
asociados a ellas.

Así, en donde existe una mejor geografía 
de oportunidades los deseos de partir ha-
cia un barrio próximo son mayores que 
en donde los atributos de localización son 
menores. Las recurrentes apelaciones a Vi-
lla Macul y los condominios de La Florida 
entre los entrevistados de 23 de Enero da 
cuenta de este fenómeno, en cuanto am-
bos espacios son percibidos como lugares 
en los cuales se puede no estar envuelto en 
los problemas particulares y microsociales 
en los que actualmente se está.  Esto se di-
ferencia de lo que ocurre en La Unión, en 
donde se considera que toda el área –en 
este caso comunal- dispone de malos bie-
nes y servicios, pobres inversiones y estig-
mas territoriales importantes, por lo que la 
estrategia de movilidad debe estar dirigida 

más a dejar la zona que a mudarse al inte-
rior de ella. 

Mientras que en 23 de Enero los grandes 
detractores a la permanencia en el barrio 
son la droga y el deterioro de las relacio-
nes sociales –en algunos casos idealizadas 
con el paso del tiempo- en La Unión son 
las condiciones generales del contexto en 
que se inserta el barrio: áreas pobremen-
te servidas por los servicios sociales, cuya 
infraestructura es considerada mediocre 
en relación a la existente en otras áreas de 
la ciudad –en un índice construido por Del 
Pozo et al. (2009) la calidad de la urbaniza-
ción es considerada como mala por el 35% 
de los entrevistados del barrio-, y estigma-
tizadas como ghettos de pobreza y delin-
cuencia. 
Probablemente este sea uno de los hallaz-
gos más significativos de esta investigación, 
en cuanto muestra que las motivaciones a 
la salida de un barrio están fuertemente 
determinadas por las características de las 
oportunidades geográficamente distribui-
das por la ciudad. Mientras que en un caso 
los motivos obedecen a lo que podríamos 
denominar cuestiones microsociales, como 
el deterioro de las relaciones vecinales y las 
crisis de confianza al interior de barrios en 
donde la industria de la droga ha penetra-
do modificando las dinámicas cotidianas 
de convivencia, en el otro están vinculadas 
con cuestiones estructurales de la disponi-
bilidad de bienes y activos al interior del 
área metropolitana del Gran Santiago. 

En tercer lugar, se planteó que el desarrollo 
inmobiliario generaría impactos sobre la 
geografía de oportunidades de los habitan-
tes de los barrios populares consolidados 
metropolitanos. Esto ha resultado ser cier-
to, en la medida en que la llegada de resi-
dentes de mayores ingresos a áreas predo-
minantemente populares ha atraído tanto 
inversiones privadas como mayor gasto 
público, obtenido a partir de impuestos te-
rritoriales y otros gravámenes. Para el caso 
de Santiago, existe una desarrollada litera-
tura acerca del desarrollo de barrios cerra-
dos durante los últimos veinte años, y en 
menor medida, acerca de la densificación 
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(edificación en altura) de áreas centrales y 
pericentrales.

En cuanto a los barrios estudiados pudo 
verificarse que la presencia de un merca-
do inmobiliario de producción de nuevas 
viviendas –así como la ausencia de él- in-
fluye sobre las expectativas y decisiones de 
mudarse de sus habitantes. La localización 
respecto a los vectores de desarrollo inmo-
biliario afecta las expectativas de venta de 
los inmuebles, así como las velocidades 
de valorización de los mismos. Esto es lo 
que explica que al interior de 23 de Enero 
se espera la llegada de ofertas de compra 
por parte de desarrolladores inmobilia-
rios que decidan construir en los predios, 
siguiendo la verticalización exitosa de Av. 
Macul, Av. Vicuña Mackenna y Camino 
Agrícola. No por nada al interior del barrio 
los precios de venta están sufriendo una 
sobre-estimación importante –en conver-
saciones informales se supo de viviendas 
que partieron en un precio inicial de cua-
renta millones de pesos, pero que fueron 
vendidas en cerca de veinticinco-, la cual, 
paradójicamente, le quita dinamismo a un 
área de la ciudad en que, por sus atributos 
y activos, las condiciones de compra-venta 
debieran ser favorables.

En un barrio localizado desfavorablemente 
respecto a la geografía de oportunidades 
metropolitana, como es el caso de La Unión 
de Cerro Navia, la situación es radicalmen-
te opuesta. Sin la entrada de los desarro-
lladores inmobiliarios y en condiciones de 
estigmatización de alcance metropolitano, 
la venta de viviendas se restringe a perso-
nas que residen en el barrio –como el caso 
de segundas o terceras generaciones que 
desean convertirse en propietarias- o habi-
tantes de la misma comuna, que ven en el 
barrio el lugar en donde puede concretarse 
su máxima movilidad social y residencial 
posible.

Uno de los puntos de análisis que abre la 
presente tesis está referido a la capacidad 
de los instrumentos de subsidio a la com-
pra-venta ofrecidos por Estado de dinami-
zar los mercados inmobiliarios existentes 

al interior de las áreas pericentrales me-
tropolitanas. Tal como mostró Brain et al. 
(2006), la mayor concentración de subsidios 
a la compra de viviendas usadas está loca-
lizadas en áreas periféricas, especialmente 
allí en donde hubo construcción masiva 
de viviendas sociales durante las décadas 
de 1980 y 1990. Asimismo los subsidios de 
renovación urbana, cuyo diseño busca re-
novar barrios deteriorados e incentivar la 
permanencia de futuros propietarios en 
áreas centrales de la ciudad, han tendido a 
concentrarse, tal como señaló Arriagada et 
al. (2007) para el periodo 1991-2006, en la 
comuna de Santiago, seguidas muy de le-
jos por San Bernardo y San Miguel. 

El problema está en que allí en donde no 
existen atractivos de localización (conecti-
vidad, servicios de salud, infraestructura, 
programas municipales de bienestar, áreas 
comerciales, establecimientos educaciona-
les de calidad) ni identidad de clase media 
emergente (Arriagada et al.: 2007, 100), los 
desarrolladores inmobiliarios no está en-
trando por cuenta propia a segmentos de 
mercado localizados en áreas pericentra-
les, y los subsidios hoy día existentes están 
siendo incapaces de promover la dinami-
zación de esos mercados a través de la lle-
gada de nuevos residentes e inversiones. 

La expectativa de salida de una importan-
te proporción de los habitantes de ambos 
barrios –cerca de la mitad de los entrevis-
tados de la encuesta aplicada en 2009 ma-
nifestó que le gustaría mudarse- no está 
pudiendo ser cumplida, al mismo tiempo 
que en algunas áreas pericentrales de la 
ciudad la inversión pública y privada no 
está brindando el bienestar suficiente para 
los residentes, lo cual se está traduciendo 
en problemas de integración social y ciu-
dadanía, percepción de segregación y de 
satisfacción respecto a la distribución de 
las oportunidades en la ciudad en que vi-
ven.

Tal como afirma Gilbert (1999) la propiedad 
de la vivienda tiene  un valor en sí mismo, 
en la medida en que provee estabilidad, 
seguridad y un patrimonio heredable a las 
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generaciones descendientes. Sin embargo, 
al mismo tiempo la propiedad, hoy día, en 
barrios consolidados populares de Santia-
go, está entregando demasiada seguridad 
e inmovilidad, al ser casi imposible vender 
la vivienda de la que se es dueño, haciendo 
que el propietario junto a su grupo familiar 
vivan en la misma vivienda para siempre. 

Este escenario de “flexibilidad residencial 
limitada” (Gilbert: 1999) está frenando las 
posibilidades de movilidad social al inte-
rior de los segmentos populares que habi-
tan en áreas consolidadas del pericentro 
urbano. Al mismo tiempo que se están 
desaprovechando oportunidades de reuti-
lización de viviendas por parte de familias 
populares con necesidades espaciales ad 
hoc a las disponibles en las viviendas que 
allí se ubican. Muchos de estos inmuebles 
cuentan hoy con superficies que no po-
drían obtenerse en los productos subsi-
diados por el Estado ofrecidos por el sector 
inmobiliario, así como con localizaciones 
privilegiadas al interior de las redes de ser-
vicios y activos de la ciudad.  

En cuarto lugar, la aplicación de políticas 
de bienestar desarrolladas por los gobier-
nos locales, bajo la forma de programas y 
asistencias directas, está causando efectos 
sobre la geografía de oportunidades de sus 
beneficiarios, así como sobre su disposi-
ción y expectativa de movilidad residen-
cial. Dentro de su gestión, los municipios 
han añadido programas de bienestar de 
distinta índole –salud, empleo, educación, 
capacitación, recreación, entretenimiento, 
etc.- que en la práctica han ayudado a re-
ducir y a incrementar (según sea el punto 
de comparación) las diferencias territo-
riales al interior de la ciudad. Las acciones 
desplegadas sobre un territorio particular 
produce efectos sobre la población residen-
te, en la medida en que puede motivarla a 
permanecer, o puede agregar una arista 
más al panorama de falta de oportunida-
des disponibles en el entorno cercano.

Tal como pudo verificarse a partir de la in-
vestigación de campo, las capacidades de 
gestión e innovación en sus programas so-

ciales distante bastante entre sí en el caso 
de los municipios de Macul y Cerro Navia.  

Mientras que el primero ha sido capaz de 
construir una batería de programas terri-
torializados destinados a los residentes 
de las áreas populares de la comuna, el 
segundo, con una demanda creciente por 
servicios sociales –debido a la relación de 
dependencia que se establece entre los 
sectores populares y los programas socia-
les- ha sido incapaz de mantener una polí-
tica social sostenida en el tiempo que vaya 
más allá de sus responsabilidades legales 
asociadas a la provisión de educación, sa-
lud y empleo. Estas últimas funciones, in-
clusive, fueron mal evaluadas por la ma-
yoría de los entrevistados del barrio de La 
Unión, muchos de los cuales desarrollaron 
estrategias para recibir servicios de mejor 
calidad, tanto acudiendo al sistema priva-
do como utilizando los servicios sociales 
de ofrecidos por otros municipios. 

Si bien hasta ahora se ha hablado de pro-
gramas sociales, muchas de las relaciones 
establecidas entre las autoridades munici-
pales –gobiernos locales- están fundadas 
en prácticas clientelísticas. En sintonía con 
lo que Laclau (2005a) señala respecto a las 
políticas populistas como expresiones de 
una particular lógica de articulación de 
contenidos,  en ambos barrios estudiados 
se encontró el predominio de la política 
de las demandas, es decir, de necesidades 
sociales que adoptan la forma de peticio-
nes hacia las autoridades locales (Laclau: 
2005b). No es extraño entonces que los 
políticos locales instrumentalicen sus re-
laciones con instituciones vecinales –tales 
como clubes deportivos, centros de adulto 
mayor, madres o jóvenes, juntas de vecinos, 
grupos religiosos, etc.- allí en donde prima 
la inestabilidad económica y social, para 
conseguir votos a cambio de contrapresta-
ciones conformadas por bienes y servicios 
(Barozet: 2003). 

Lo recién reseñado hace que al analizar la 
geografía de oportunidades de los residen-
tes de un área particular, no sólo se tomen 
en cuenta los presupuestos, equipos y ca-
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pacidades de gestión de los departamen-
tos de desarrollo social y comunitario de 
las municipalidades, sino también la capa-
cidad que tengan sus líderes locales para 
atender las demandas locales y generar 
planes y programas flexibles capaces de 
adaptarse a los deseos y expectativas de 
sus electores. La extensión de este tipo de 
prácticas hace pensar que en las negocia-
ciones de la política local se juegan impor-
tantes cartas de la distribución de activos a 
lo ancho de la ciudad. 

Pudo verificarse además que la geografía 
de oportunidades de los residentes de ba-
rrios populares consolidados se beneficia 
cuando en la comuna conviven hogares 
de distinto nivel socioeconómico, pues los 
municipios amplían su oferta de beneficios 
y programas, los cuales son aprovechados 
por habitantes de la comuna provenientes 
de distintas clases sociales. Esto fue ratifi-
cado por los entrevistados de 23 de Enero, 
quienes afirmaron haber participado de 
programas municipales que compartie-
ron con personas de mayores ingresos, tal 
como en el caso de los planes deportivos o 
de apoyo al adulto mayor. Esto añade un 
nuevo antecedente a la amplia literatura 
sobre los beneficios de la reducción de la 
segregación residencial y el aislamiento 
espacial de los grupos populares en las ciu-
dades latinoamericanas, el cual debe ser 
profundizado en posteriores investigacio-
nes.  

En quinto lugar, dentro del esquema inicial 
acerca de la composición de la geografía de 
oportunidades metropolitana, dijimos que 
las iniciativas autogestionadas lograban 
hacer diferencias en la constitución de la 
misma. Si bien nos encontramos con pro-
yectos desarrollados participativamente 
con el apoyo de los municipios, así como 
con recursos provenientes de distintas ins-
tituciones -tal como son los casos de pro-
yectos de pavimentación participativa eje-
cutados en la segunda mitad de la década 
de los noventa y de readecuación y diseño 
de espacios públicos al interior de los ba-
rrios-, la mayoría de los entrevistados que 
manifestaron explícitamente sus deseos 

de salir descreían de la capacidad de la 
participación para proyectar iniciativas de 
mejoramiento barrial. Si bien esto puede 
ser indicativo de la existencia de una rela-
ción entre los deseos de mudarse y la des-
confianza respecto a los vecinos, también 
puede dar cuenta de la incapacidad de la 
sociedad civil para establecer proyectos 
atractivos, capaces de involucrar a agentes 
externos al barrio, quedando sumidos la 
mayoría de las veces en las redes cliente-
lares de los municipios y en su oferta pro-
gramática.

Si bien el diseño de los programas sociales 
y barriales llevados a cabo por los gobier-
nos de la Concertación contempló un enfo-
que participativo cuando se trabajaba con 
poblaciones vulnerables, parece ser que en 
la medida en que la movilidad social (y la 
residencial) aparece como una posibilidad 
más o menos cierta –sea como una expec-
tativa o ya como una posibilidad concreta- 
los residentes de barrios populares conso-
lidados dejan de considerar a los proyectos 
colectivos como catalizadores de ascenso 
social y mejoramiento de su realidad coti-
diana. 

En su mayoría propietarios, quienes de-
sean mudarse no deben organizarse co-
lectivamente para participar de una pos-
tulación grupal para la obtención de una 
vivienda a través de los subsidios del Es-
tado. Asimismo, frenados por un mercado 
de compra-venta deprimido, desarrollan 
distintas estrategias de mejoramiento de 
su condición socio-económica, tales como 
el arrendamiento o el desarrollo de econo-
mías domésticas al interior de sus vivien-
das, así como de integración simbólica a 
otros sectores de la sociedad, como es el 
caso de la consolidación del mejoramien-
to y ornamentación de la vivienda propia 
(Ariztía: 2009; Ureta: 2007) y la adquisi-
ción de hábitos de consumo que otorguen 
prestigio e identidad social de clase media 
emergente (Salcedo y Stillerman: 2010).  

Si bien a partir del estudio de campo no 
es posible concluir que existe una preva-
lencia de los proyectos individuales al in-
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terior de barrios populares consolidados, 
pues existe una proporción importante de 
personas que manifiestamente no desean 
mudarse de donde viven, que confían en 
sus vecinos, participan en organizaciones 
vecinales y están dispuestos a llevar a cabo 
proyectos colectivos, si puede advertirse 
que la movilidad residencial es vista como 
una alternativa que no excede los ámbitos 
de decisión y acción de los núcleos fami-
liares. Quienes manifiestan deseos de de-
jar los barrios lo hacen, en parte, porque 
ya perdieron la confianza en la posibilidad 
de poder mejorar la situación del barrio en 
su conjunto, pues, como en el caso de 23 
de Enero las relaciones se han deteriorado 
tras la entrada de la industria de la droga 
al barrio, o como ocurre en La Unión, existe 
desconfianza en las condiciones del entor-
no social, pues en él están depositados to-
dos aquellos hábitos y prácticas de las cua-
les se quieren escapar. Esta situación abre 
un nudo de complejidades que deben ser 
analizadas como parte de reflexiones más 
profundas acerca de las expectativas de 
movilidad social ascendente no concreti-
zadas y de las posibilidades de integración 
social en barrios populares consolidados.

A pesar que los residentes de ambos barrios 
que manifiestan intenciones de mudarse 
descrean de los proyectos colectivos como 
alternativa de mejoramiento del bienestar 
de sus grupos familiares,  a través de la te-
sis pudo advertirse que los atributos de lo-
calización juegan un rol clave respecto a la 
satisfacción residencial. Coincidentemen-
te, allí en donde los sectores populares no 
son aislados espacialmente, los residentes 
de esta extracción socio-económica advier-
ten contar con una serie de activos disponi-
bles en su entorno próximo, que va desde 
mejores servicios municipales, hasta áreas 
comerciales, áreas verdes, espacios de en-
tretenimiento e infraestructura cultural. 
Asimismo en distintos testimonios se lo-
gró evidenciar una serie de hallazgos de 
la literatura enfocada en los efectos de la 
convivencia de hogares de características 
socioeconómicas diversas en el Gran San-
tiago: menor vulnerabilidad, mayor dis-
ponibilidad de oportunidades funcionales 

(empleo, servicios, protección social) y  au-
mento en el sentido de ciudadanía, enten-
dida como integración al cuerpo social.

Por el contrario, allí en donde el aislamien-
to social es mayor, el paisaje es bastante 
menos auspicioso: municipios con capa-
cidades de acción mucho más limitadas 
que las del resto de los gobiernos locales 
de la ciudad, en áreas en donde la inver-
sión inmobiliaria es nula, imposibilitando 
la llegada de nuevos residentes con mayor 
capacidad de pago, y en donde la inver-
sión privada en áreas comerciales está en-
trando tibiamente a la espera de copar sus 
otros ámbitos de mercado. 

Volviendo sobre la pregunta con que se ini-
ció este manuscrito (“¿Cuál es el impacto 
de la geografía de oportunidades sobre las 
motivaciones y expectativas que sostienen 
la decisión y posibilidad de emigrar del 
barrio de los propietarios de viviendas de 
asentamientos populares consolidados?”) 
estamos en condiciones de afirmar que la 
geografía de oportunidades es constitutiva 
de las expectativas de mudarse del barrio, 
en la medida en que la exposición a ella in-
fluye sobre las expectativas y posibilidades 
de movilidad residencial. 

En uno de los casos, la exposición a las 
oportunidades de la ciudad es reconocida 
de tal manera, que hace que las alterna-
tivas de localización que se barajen estén 
situadas próximas al lugar en el que ac-
tualmente se vive, lo cual evidencia la in-
ternalización de las ventajas comparativas 
del vivir en ese lugar de la ciudad respecto 
a áreas desprovistas de bienes y activos. 
En este caso los motivos que configuran el 
deseo de mudarse están afectados más por 
las condiciones microsociales del barrio, así 
como por los deseos de distinción social, 
que por las condiciones del entorno 

En el caso contrario, cualquiera de las al-
ternativas de residencia están referidas a 
lugares distantes del área en donde se vive 
actualmente (como mínimo en alguna de 
las comunas adyacentes). Aquí los motivos 
que explican la salida están vinculados 
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con la pobreza de oportunidades, bienes y 
servicios disponibles en el área, así como 
por las limitadas perspectivas de futuro 
asociadas a ese lugar de residencia. 

El grado de satisfacción respecto a las con-
diciones del entorno es clave dentro de 
la determinación de mudarse, no porque 
inhiba los deseos de los habitantes de ba-
rrios populares consolidados de hacerlo 
-muchos de los cuales responden a etapas 
de los ciclos familiares o  a cuestiones eco-
nómicas-, sino por su capacidad de atraer 
o repeler. 

Atraer a quien sabe que allí en donde ac-
tualmente vive  -un área pluriclasista de la 
ciudad- existen ventajas muy superiores a 
las que están disponibles en áreas donde 
residen mayoritariamente hogares popu-
lares. Repeler a quien desea, aunque sabe 
que muy difícilmente lo logre, acercarse a 
una subcentralidad urbana -incluso mo-
viéndose hacia la periferia metropolitana- 
que le brinde todos los servicios y activos 
que por sí sola su comuna no le puede brin-
dar. 

El confinamiento de los segmentos popu-
lares en áreas de la ciudad -y no hablamos 
de las política de vivienda de los noventa, 
sino de la incapacidad de los agentes pú-
blicos de desarrollar políticas de mejora-
miento urbano lo suficientemente sólidas 
como para potenciar áreas completas de la 
ciudad que arrastran déficit de toda índole 
desde hace más de cincuenta años- expre-

sa y alimenta la desigual distribución de 
las oportunidades en el espacio. Ésta con-
dena a la inmovilidad, en la medida en que 
vivir en un lugar de estas características 
puede significar menores oportunidades 
de empleo, exposición al crimen, deserción 
escolar, inactividad juvenil o violencia in-
trafamiliar.   

En la medida en que el mejoramiento ur-
bano de áreas pericentrales metropolita-
nas no sea tomado en consideración como 
parte de la agenda pública de políticas ur-
banas,  una serie de problemas sociales se 
agudizarán. Si bien hasta ahora estas áreas 
de la ciudad se han sostenido en base al 
crecimiento general de la economía y al 
aumento en los ingresos al interior de los 
hogares populares que han ascendido en 
la escala social, la precariedad urbana se 
mantiene como una de las variables que 
impiden favorecer el desarrollo económico 
y social de una proporción importante de 
los habitantes de Santiago. 

Asimismo, la inacción sobre estas áreas de 
la ciudad está haciendo que se desaprove-
chen valiosas oportunidades de frenar la 
extensión en baja densidad a través de la 
densificación del pericentro metropolita-
no. En la medida en que los instrumentos 
de subsidio no actúen efectivamente en 
áreas consolidadas mal servidas, la entra-
da de inversiones inmobiliarias quedará 
suspendida hasta que éstas sean lo sufi-
cientemente atractivas como para atraer a 
personas de mayores ingresos a vivir allí. 
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